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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros del Interior, señor Edmundo Pérez Yoma; Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y Secretario General de Gobierno, señor Francisco Vidal Salinas.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 31ª, ordinaria, en 1 de julio; 32ª, especial, y 33ª, ordinaria, ambas en 2 de julio, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, con el que contesta un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Orpis, Pérez Varela y Romero, referido a los recursos disponibles para la puesta en marcha y funcionamiento de la reforma de la justicia laboral.


Dos de la señora Ministra de Educación:


Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, acerca de la reposición de la Escuela de Palmilla, en la ciudad de Linares.


Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a programas de reparación y mantenimiento de la Escuela Francisco Coloane, en Puerto Sur, comuna de Coronel.


Tres del señor Ministro de Obras Públicas:


Con el primero da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Allamand, sobre proyectos de agua potable rural para la localidad de La Aguada, comuna de Corral.


Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, referido al estado de avance de los proyectos de construcción de embalses en la comuna de Petorca.


Con el tercero da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruyera a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, y de Vivienda y Urbanismo para que adopten las medidas necesarias destinadas a la construcción de ciclovías en las calles o avenidas segregadas para la locomoción colectiva (boletín N° S 1.039-12).


Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, acerca de lo expuesto por doña Silvia Pino, representante de la Academia Nacional del Transporte S.A.


Dos del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía:


Con el primero contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Romero, relativo a la factibilidad de introducir reformas a las tarifas de regulación eléctrica.


Con el segundo responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la posibilidad de dotar de energía eléctrica a la localidad de Lago Verde, Región de Aisén.


Del señor Secretario Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Séptima Región, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, referido a la extensión del recorrido de la línea 4 de la empresa de microbuses San Ambrosio, en la comuna de Linares.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas (boletín N° 5.479-02) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para resguardar el derecho a la igualdad en las remuneraciones (boletín Nº 4.356-13) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Mociones


De los Senadores señores Naranjo y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar para regular la pérdida de honores militares y degradación de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden (boletín N° 5.962-02) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



Del Senador señor Pérez Varela, con la que inicia un proyecto de ley que establece la obligación de rendir una prueba de aptitud profesional ante la Corte Suprema para poder ser abogado (boletín N° 5.963-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.556, sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, en lo relativo a los electores que incurran en falsedad en la inscripción (boletín N° 5.965-06) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley sobre energía nuclear (boletín N° 5.966-08) (Véase en los Anexos, documento 8).


Del Senador señor Allamand, con la que inicia un proyecto de ley que establece estándares mínimos de desempeño energético de los artefactos eléctricos que se comercialicen en el territorio nacional (boletín N° 5.967-08) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasan a la Comisión de Minería y Energía.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de los Senadores señores Horvath y Bianchi, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.502, que establece un impuesto a los combustibles que señala.


--Se declara inadmisible por tratarse de una materia que debe tener su origen en la Honorable Cámara de Diputados y que corresponde a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, respectivamente.



Moción de los Senadores señores Bianchi, Horvath y Romero, con la que inician un proyecto de ley que crea un subsidio de emergencia al consumo de agua potable.


--Se declara inadmisible por regular una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero y en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyecto de acuerdo


De los Senadores señores Bianchi, Ávila, Espina, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de una política de pago en moneda euro a los funcionarios diplomáticos que se desempeñan en la Zona Euro y el inicio de un proceso de compra de inmuebles para las representaciones diplomáticas en el exterior (boletín N° S 1.087-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Senador señor Naranjo, para ausentarse del país a contar del día 9 de julio de 2008.


Del Senador señor García, para ausentarse del país a partir del día 18 de julio del año en curso.


--Se conceden.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta. 



Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, pido oficiar en nombre del Senado a Su Excelencia la Presidenta de la República, para solicitarle que analice y patrocine los dos proyectos declarados inadmisibles, en particular el primero -modifica la ley que establece impuesto a combustibles que señala-, por cuanto la iniciativa legal que aprobamos hace poco, sobre adición de recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo y adopción de medidas adicionales para el sector transporte, no tiene ninguna significación práctica en la zona austral.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Comparto plenamente lo planteado por Su Señoría, al igual que el Honorable señor Navarro. 



Si le parece a la Sala, así se procederá. 



--Se acuerda. 

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y SERVICIO NACIONAL PARA PREVENCIÓN DE CONSUMO Y TRÁFICO DE DROGAS
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde continuar la discusión general del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con nuevo primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4248-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 20 de junio de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.


Constitución (nuevo), sesión 31ª, en 1 de julio de 2007.


Discusión:



Sesiones 62ª, en 6 de noviembre de 2007 (se retira de la tabla); 33ª, en 2 de julio de 2008 (queda para segunda discusión).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la relación del proyecto se efectuó en la sesión del 2 de julio recién pasado.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala el 22 de enero de este año, emitió un nuevo primer informe, donde se deja constancia de que discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, autorizada por la Sala para este efecto. 



En el nuevo primer informe, dicho órgano técnico se abocó al análisis de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo y aprobó los distintos artículos propuestos, en forma unánime, con la excepción del artículo 18, que contó con el voto favorable de los Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Muñoz Aburto, y el voto en contra del Senador señor Gómez. Dicho artículo crea el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol.



El texto aprobado por la Comisión se transcribe en la parte pertinente del nuevo primer informe.



Corresponde señalar que los artículos 1°, inciso primero; 2°, inciso segundo; 3°, letras c), k) y l); 4°; 7°, inciso segundo; 9°; 11; 12, inciso segundo y letras a) y b) del inciso tercero; 14; 17, inciso final; 21, numerales 1 a 6, 7 -salvo la letra k) aludida por este numeral-, 8 y 11; 23, y 25, número 1) tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de 21 señores Senadores.


El proyecto, durante su discusión particular -si se aprueba la idea de legislar-, también debe ser informado por la Comisión de Hacienda.



Cabe indicar que el Comité Unión Demócrata Independiente solicitó, en la sesión del día 2 de julio, segunda discusión para esta iniciativa. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Gómez.

)----------(

El señor Longueira.- ¿Me permite una cuestión previa, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Lamentablemente, no pude intervenir luego de la Cuenta y no sé si hubo un acuerdo distinto respecto del segundo proyecto del Orden del Día, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, que fue aprobado en particular tanto por la Comisión de Obras Públicas como por la de Hacienda en forma unánime, y que la Sala conoció hace bastante tiempo.



Solicito recabar el asentimiento de la Sala para tratar esa iniciativa en primer lugar como si fuera de Fácil Despacho, dado que aborda una materia importante y que en el órgano técnico fue acordada por unanimidad. Así podríamos despacharla en forma inmediata.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Senador señor Longueira, pese a tener la mejor voluntad para acoger su petición, ello no es posible, debido a que ya se hizo la relación del primer proyecto de la tabla y se puso en discusión. Estamos en el debate general.



Ante las razones esgrimidas por Su Señoría, no habría tenido inconveniente en acceder a tratar de inmediato aquella iniciativa como si fuera de Fácil Despacho. Lamento que su intervención haya sido tardía.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, entiendo que esa rigidez siempre puede ser resuelta por la unanimidad de la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Concluido el asunto en análisis, plantearé tramitar el proyecto referido en los términos en que sugiere el señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Está bien, señor Presidente, pero no sabemos cuánto va a demorar la discusión de la primera iniciativa. Si ella no se alcanzara a despachar hoy día, pediría que el segundo proyecto quede para Fácil Despacho de la sesión siguiente, porque no hay motivo para su postergación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ningún problema, señor Senador. Comparto plenamente su juicio.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, después de una prolongada y acuciosa discusión, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento presenta a esta Sala su nuevo primer informe sobre la iniciativa en estudio, para proponer, en definitiva, la creación de un Ministerio que se denominará “del Interior y Seguridad Pública”.



La fórmula que se presenta ahora deja atrás dos modelos sometidos previamente a la consideración de la Comisión: el primero consistía en crear un Ministerio enteramente nuevo que se encargaría  de la seguridad pública, y el segundo, en confiar dicho asunto a una nueva Subsecretaría, que formaría parte de la Cartera del Interior.



Debo destacar que la estructura que ahora planteamos está respaldada por un acuerdo político-legislativo alcanzado por los distintos partidos con representación parlamentaria y el Gobierno, en noviembre del año pasado. ¡La única diferencia es que aquí no levantamos las manos, señor Presidente…!


El nuevo Ministerio es definido como un colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en los asuntos relativos al orden público, a la política y mantenimiento de la seguridad pública interior y a la protección de las personas y sus bienes. Se trata de contar con una autoridad que reúna todas las atribuciones necesarias para responder adecuadamente a los graves desafíos que se plantean en estos ámbitos.



Por ello, se acordó que dicha Cartera concentrará la decisión política en las materias ya señaladas; coordinará la ejecución de los planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y servicios en estas áreas, y tendrá a su cargo la evaluación y la fiscalización de aquellos. 


Además, se encargará de todo lo relativo a la prevención, al control de la delincuencia, a la rehabilitación de los infractores de ley y a la reinserción social de estos.



Debo señalar, por otra parte, que de esta Secretaría de Estado dependerán las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública. Ello, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 101 de la Constitución Política.



Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la República mantendrá su relación directa de autoridad con el General Director de Carabineros y con el Director General de la Policía de Investigaciones a través del mismo Ministro.



La coordinación de los planes y programas que las diferentes instituciones públicas desarrollen en materia de seguridad pública, prevención y rehabilitación es un elemento distintivo de esta nueva Cartera que debe destacarse. Se trata de una coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos nacionales, que, en concreto, se traduce en que los programas, las acciones y las actividades que la Ley de Presupuestos consulte para estos efectos deberán ser visados por el Ministro del Interior y Seguridad Pública.



El proyecto contempla, además, la obligación de este Ministerio de informar semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, por medio de las Comisiones que estas Corporaciones designen, acerca de la inversión realizada y los avances logrados en la implementación de programas de seguridad publica y de los resultados parciales de las correspondientes políticas públicas.



Otro aspecto destacable de la iniciativa lo constituye la creación de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación, que se encargará de todas aquellas materias relacionadas con la elaboración, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir socialmente la delincuencia y el consumo de drogas y alcohol, a rehabilitar a los infractores de la ley y a reinsertarlos en la sociedad.



Complementariamente, la iniciativa crea el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, como entidad pública descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Primer Mandatario a través del nuevo Ministerio.



Este fue el único punto en que no hubo unanimidad en la Comisión, pues, mientras la mayoría optó por el referido modelo de servicio público descentralizado, quien habla manifestó inquietud por el hecho de que el proyecto proponga en forma simultánea la creación de una Subsecretaría de Prevención y un servicio público con una misión similar.



Durante el debate sostuve que esta duplicidad de instituciones podría dificultar la coordinación y la concentración de atribuciones y de mando que se busca, y atentar contra el propósito de reunir el ejercicio del poder en un solo titular en una materia que, precisamente, demanda unidad de criterio. En concreto, consideré que, al crearse dicha Subsecretaría, el Servicio debería quedar bajo su dependencia.



Otra materia abordada por el proyecto es la ejecución de la política nacional de seguridad pública en el territorio nacional. Si bien esta se efectuará principalmente a través de los intendentes, la Comisión quiso asegurar en esta tarea un rol importante a las municipalidades y a las comunidades locales. Para este efecto, los intendentes se coordinarán directamente con los municipios, de manera que la política nacional de seguridad dé cuenta de la realidad local. También con este objeto, se faculta al nuevo Ministerio para desarrollar planes y programas de prevención y seguridad mediante las municipalidades, para lo cual deberá utilizar criterios técnicos y objetivos, y establecer los respectivos mecanismos de financiamiento.



El proyecto contempla, además, una serie de adecuaciones a diferentes cuerpos legales, especialmente a las leyes orgánicas de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones.



En último término, se establece un conjunto de disposiciones transitorias que consagra una serie de delegaciones de facultades legislativas al Presidente de la República, con el fin de que fije las nuevas plantas y haga los correspondientes traspasos de personal y determinaciones de funciones. Además, las normas transitorias se ocupan de los aspectos presupuestarios propios de la creación de los órganos que esta iniciativa plantea.



Sobre estas disposiciones transitorias, se concordó con el Ejecutivo la suscripción de un Protocolo que dará cuenta pormenorizada de las plantas y dotaciones de los nuevos servicios, así como de las formas y condiciones en que se efectuará el traspaso de personal. En la discusión particular analizaremos detalladamente estos preceptos.



Debo destacar, una vez más, que salvo la votación de la norma que crea el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, la totalidad de los acuerdos contaron con el voto unánime de los miembros de la Comisión, lo que da cuenta del consenso que se alcanzó en este trabajo.



Señor Presidente, en la iniciativa, que fue objeto de una larga discusión y tramitación en el órgano técnico, se logró un resultado positivo al concordar políticas de seguridad pública y también -era esencial- de rehabilitación y reinserción. Esta materia se debatió ampliamente y  se aprobó con gran consenso.


Es cuanto puedo informar.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el proyecto en análisis es, probablemente, el más relevante en materia de seguridad ciudadana, en cuanto a contar con una institucionalidad sólida que permita enfrentar el problema de la delincuencia en las tres fases en que debe abordarse.



Una de ellas es la prevención del delito, fase en la cual nuestro país ha avanzado muy poco o prácticamente nada durante muchos años. Ella incluye políticas públicas destinadas a identificar, dentro de los sectores de nuestra sociedad, a las familias más vulnerables al involucramiento en hechos delictuales, y a realizar una intensa campaña de prevención del consumo de drogas y de alcohol.



Actualmente, en nuestro país se destinan 1.600 pesos anuales por cada estudiante de enseñanza secundaria para prevenir el consumo de drogas y alcohol. Esta suma resulta del todo absurda y ridícula, porque no alcanza para realizar una campaña masiva, en circunstancias de que todos sabemos que una causa directa de los delitos radica en el uso abusivo de esos tóxicos, en particular cuando un alto porcentaje de los jóvenes que consumen droga son adictos a ella.



Por otro lado, en el área de la investigación del delito -que compete propiamente a la Fiscalía-, la actuación de las Policías resulta fundamental para la captura de delincuentes peligrosos, los que habitualmente son reincidentes y, por desgracia, recuperan su libertad con gran facilidad, continuando su carrera delictual.



Donde se ha avanzado muy poco o nada es en materia de rehabilitación, en que se han registrado falencias extraordinariamente graves en las políticas públicas respecto al control del delito. Por eso, la delincuencia sigue siendo uno de los puntos de mayor relevancia para la ciudadanía, si no el mayor, en todas las encuestas de opinión pública.



El mérito del proyecto que nos ocupa reside en la creación de una institucionalidad, un Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que concentre todo el poder necesario para avanzar en las líneas de la prevención, de la acción policial y de la rehabilitación.



Eso sí, señor Presidente, deseo formular una prevención: en el texto en discusión, figura un cambio que aparentemente se produjo en la sesión donde se efectuó la revisión final del proyecto -no asistí a ella-, en cuanto a que las atribuciones le corresponden al Ministerio del Interior y no al Ministro de esta Cartera.



Hago presente lo anterior, porque los acuerdos políticos están para cumplirse. Y el que suscribimos con el Gobierno -lo tengo en mis manos- dispone claramente en la letra b. del punto 1.: “El Ministro del Interior será el responsable político de la seguridad pública y de él dependerán las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.”.



En efecto, el articulado que se somete a conocimiento de la Sala establece lo anterior como atribución global del Ministerio del Interior en materia de seguridad ciudadana. Nosotros no deseamos que carezca de aquella, sino que el Ministro sea responsable personalmente y que, por supuesto, disponga de toda la estructura de su Cartera.



Ese punto no representa un cambio menor, señor Presidente, porque fue esencial en el debate y aprobación del proyecto.



En consecuencia, voy a votar a favor en general, pero en la discusión particular pediré que se reponga la idea original, que debemos respetar. Reitero: ella está en el acuerdo que suscribimos, y tenemos que cumplirlo.



En efecto, nosotros deseamos una autoridad política responsable directamente del control de todos los programas públicos en materia de seguridad ciudadana, en las áreas de prevención, de rehabilitación y, por supuesto -porque se traslada la dependencia de las Policías al Ministerio del Interior-, de la acción policial y del orden público.



Asimismo, es importante señalar que se crea una Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación -algo inédito en el país-, lo que va a redundar en que la sociedad chilena va a enfocar, por primera vez en forma decidida, políticas públicas tendientes a evitar la comisión de delitos.



Cabe destacar que el CONACE asumirá por primera vez no solo lo que dice relación a la prevención del consumo de drogas, sino también de alcohol. Esto reviste gran importancia, porque en Chile hoy se ha puesto el acento -con razón- en la ingesta de ellas, pero el problema de la ingesta excesiva de alcohol tiene, a lo menos, iguales características de gravedad que la adicción de estupefacientes en los niños.



Por ejemplo, la última encuesta del CONACE muestra que 43 por ciento de los niños en nuestro país reconoce que en la escuela pasa droga o se vende: ¡el 43 por ciento de los niños de nuestros colegios! Se trata de una encuesta elaborada por un organismo del Estado. Revela un hecho extraordinariamente delicado que debe revertirse, porque significa el comienzo de la cadena delictual.



De otra parte, las Policías son traspasadas al Ministerio del Interior. Todas las materias relacionadas con cuestiones de carácter administrativo y operativo serán ejercidas a través de tal organismo, sin participación en medidas operativas -una de las características de la profesionalización de las Policías chilenas- ni politización por medio de Intendencias o Gobernaciones.



Por lo tanto, ello resguarda adecuadamente el carácter profesional de las Policías, evitando que el día de mañana puedan ser utilizadas o influidas con fines distintos a su propósito institucional.



Se establece una relación directa entre las políticas públicas nacionales y el municipio. Porque, a fin de cuentas, alguien debe cumplirlas, y lo lógico es que lo hagan dichas entidades. Si bien el Gobierno debería tener una estrategia nacional para enfrentar lo relacionado con la seguridad ciudadana y la delincuencia, quien la ejecuta en la práctica son las municipalidades.



En tal sentido, el texto dispone claramente que no podrá haber por parte del Gobierno central discriminación entre un municipio y otro, particularmente cuando ello se origine en razones políticas. Por ejemplo, celebrar contratos y derivar recursos a las municipalidades cuyos alcaldes pertenezcan a la coalición gobernante, y dejar sin apoyo a aquellas que tengan alcaldes de la Oposición.



Para prevenir lo anterior, cualquiera que sea el futuro Gobierno, se consagra que no podrán establecerse discriminaciones, y que lo primero que debe efectuar el Gobierno es ofrecer los recursos por igual y en forma equivalente a todos los municipios. Si estos los acogen, tendrán la oportunidad de desarrollar las políticas públicas, adecuándolas a su realidad, y si no, el Ministerio tendrá la facultad de llevarlas adelante, de manera tal de no entorpecer la política nacional.



En síntesis, señor Presidente, opino que se trata de un muy buen proyecto, que fue trabajado mancomunadamente en la Comisión, lo que demuestra -como en este caso concreto- la colaboración de la Oposición.



A todos aquellos que habitualmente señalan que nuestra acción es obstructiva, debo decir que esta iniciativa ha logrado salir adelante gracias al trabajo desarrollado por todos los integrantes de la Comisión, incluidos los de la Alianza -le consta a su Presidente-, en forma permanente y reiterada, para perfeccionarla y buscar la mejor institucionalidad.



En conclusión, señor Presidente, vamos a votar a favor de la iniciativa, porque es buena. Esperamos que se mejore -ello es factible- mediante las indicaciones que formulen los señores Senadores. Se trata de un cambio radical en la institucionalidad chilena en la materia.



Sin embargo, reitero la prevención que mencioné con anterioridad: en el texto hay una norma que altera el acuerdo, porque muchas de las atribuciones son del Ministro del Interior, y no del Ministerio. Ello constituye un punto esencial para nosotros. No queremos que, finalmente, la burocracia termine por afectar el buen funcionamiento de la labor que el país debe llevar adelante en materia de seguridad ciudadana.



Con tal advertencia, y considerando que el proyecto tiene carácter orgánico constitucional, nos reservamos el derecho a cambiar lo que no corresponda al acuerdo suscrito.



Anuncio que votaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo agregar algunas consideraciones a lo señalado por el Senador señor Espina.



El proyecto que nos ocupa tiene una historia antigua. Fue una de las primeras iniciativas promovidas por el actual Gobierno, cuando era Ministro del Interior don Andrés Zaldívar. Se trató de un proyecto muy discutido por la forma como planteaba la división de las tareas en dicha Cartera y en un Ministerio de Seguridad Pública.



Luego de algunos cambios, de varias discusiones y especialmente del consenso gestado entre la Alianza y el Gobierno a solicitud nuestra para avanzar en diversas medidas en el ámbito de la seguridad pública, se llegó a uno de los acuerdos centrales que interesaban al Gobierno. Nosotros tuvimos la mejor voluntad para alcanzar un entendimiento, dada la importancia que reviste el problema.



No escapará a la atención del Senado y del país la enorme inquietud existente  sobre seguridad pública. Se trata de un área en que, durante muchos años, la percepción ciudadana ha sido constante, por cuanto no ha habido avances en ese ámbito. Y, por lo tanto, deben realizarse esfuerzos adicionales para conseguir la tranquilidad de la población.



Ese fue el sentido del acuerdo mencionado, dentro del cual incluimos aspectos cuya urgencia hemos reclamado reiteradamente, así como la necesidad de contar con una defensoría para las víctimas, dado que la Fiscalía no ha sido capaz de asumir esa tarea -probablemente no le correspondía-, tornándose imprescindible buscar una solución alternativa.



Otro elemento apuntaba a cumplir la reforma constitucional que obliga a concentrar en un solo Ministerio las tareas de seguridad pública, lo que se logra mediante el presente proyecto, reuniendo en el llamado “Ministerio del Interior y Seguridad Pública” todo lo relativo a la prevención, al control de la delincuencia, a la rehabilitación de los delincuentes y a su reinserción social.



Adicionalmente,  se aclara que tal Ministerio será el organismo encargado de cumplir lo mandatado en el artículo 101 de la Constitución  Política.



Por otro lado, para evitar las actuales duplicidades en el aparato público, el artículo 3º del proyecto concentra todas las atribuciones, que hoy día se reparten en diferentes entidades, en el Ministerio que se está creando.



Ahora bien, el Senador señor Espina tiene razón cuando señala que una cosa es la coordinación y las tareas propias que debe desarrollar esa Cartera y otra, la responsabilidad política.



¿Y por qué es importante el distingo? Porque, a través de la presente iniciativa, se crean dos Subsecretarías: una, la del Interior, que mantiene sus actuales atribuciones, agregándole lo relativo a la seguridad interior, la mantención del orden público y la coordinación territorial del Gobierno; y la segunda es la de Prevención y Rehabilitación.



Entonces, se podía entender que la responsabilidad política de la seguridad y del orden público recayese en la Subsecretaría. Precisamente ese es el sentido de mantener en el Ministro del Interior la responsabilidad política en el ejercicio de estas tareas.



Por eso, me parece de la mayor relevancia asegurar que se mantenga dicha responsabilidad donde debe estar, porque es la única manera de garantizar que una autoridad del más alto rango sea responsable ante el país de las políticas sobre seguridad pública.



Por lo tanto, habrá que incorporar tal aspecto en la discusión particular del proyecto, pues fue esencial en el acuerdo el hacer converger la seguridad pública en el Ministerio del Interior. Originalmente se trataba de entidades distintas, con la condición de que se entendiera nuestro interés de comprometer la responsabilidad política en torno del Ministro y no diluirla en las Subsecretarías o en diversas instancias dentro de esa Cartera.



Finalmente, resulta fundamental subrayar que, además de las tareas que mencioné, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública adquiere una nueva obligación, especialmente importante desde el punto de vista de la transparencia ciudadana, la que se logra en la medida en que medie información relevante,  no solo cuando se solicita, por cuanto parece de la esencia de esta materia el hecho de que los distintos entes públicos entreguen de manera permanente información sobre su quehacer, como lo recoge el presente proyecto.



En tal sentido, resulta relevante destacar que el artículo 5º obliga al Ministerio del Interior y Seguridad Pública a informar semestralmente al Senado y a la Cámara de Diputados, a través de las comisiones que estas Corporaciones legislativas designen, respecto de los avances en la implementación de programas de seguridad pública y de los resultados alcanzados en su desarrollo, así como también de todos los antecedentes informativos, especialmente estadísticos, que permitan obtener, mediante el análisis pormenorizado en cada una de las aristas, una visión clara de su desenvolvimiento.



Pienso que se trata de una norma sumamente importante porque es la forma que tiene el Parlamento,  en particular la Cámara de Diputados, de fiscalizar el funcionamiento de este servicio público del adecuado seguimiento de la legislación en esta materia.



Si durante el último tiempo algún área ha merecido revisión legislativa y presentación de nuevas mociones y mensajes, ha sido la de la seguridad pública. La única manera de abordar debidamente ese trabajo y de que este no sea el resultado de la intuición o de aspectos específicos que se van suscitando, consiste en un seguimiento permanente de las leyes, de su implementación y de su aplicación práctica.



Nos parece que ese elemento,  incorporado en la normativa legal que hoy día estamos discutiendo en general, va a permitir y facilitar esa tarea.



Por tales consideraciones, vamos a aprobar, con mucho interés, la idea de legislar. Estimamos que forma parte de un acuerdo que nosotros, como siempre, cumplimos. Esperamos corregir aquellas materias que a nuestro juicio se han apartado del sentido y espíritu del acuerdo, sin dejar de valorar el paso que estamos dando. 



Si bien el proyecto  no resuelve todos los problemas relacionados con la seguridad pública -los cuales obedecen a una naturaleza extremadamente compleja-, pensamos que al menos dará facilidades al Gobierno para que, en su responsabilidad de brindar seguridad ciudadana y mantener el orden público, pueda contar con todas las herramientas administrativas para cumplir dicho objetivo. Es decir, no habrá excusas para que, por falta de un debido aparato público o por la duplicidad de Ministerios a cargo de esa tarea -como ocurre en la actualidad-, el actual Gobierno o cualquier otro en el futuro puedan diluir su responsabilidad.



Por estas consideraciones, votaremos a favor de la idea de legislar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, por razones de tiempo, no voy a abordar globalmente la iniciativa, sino que me centraré en algunos aspectos específicos.



Mi primer comentario dice relación a que, ante la agudización de los problemas de seguridad ciudadana, el proyecto fortalece la institucionalidad en tal materia. Desde ese punto de vista, su orientación es correcta.



Sin embargo, deseo concentrarme en cuál es el origen y dónde radica el vínculo de la mayor cantidad de delitos.



Todas las investigaciones indican que casi el 70 por ciento de los ilícitos de mayor connotación social son cometidos por personas que se encuentran bajo los efectos de la droga. Por tanto, si queremos de verdad reducir realmente  los índices delictuales, debemos abordar ese problema de manera resuelta.



Me parece, señor Presidente, que esa problemática se halla correctamente abordada en el proyecto, porque se fortalece al CONACE, que pasa a ser un servicio público descentralizado con patrimonio propio. Hoy día su estructura institucional es extremadamente débil. Desde esa perspectiva, se aborda bien la materia.



Sin embargo, tengo una preocupación de la cual me gustaría dejar testimonio en la Versión Taquigráfica: si queremos bajar los índices delictuales vinculados a la droga, la solución no es con más cárceles y mayores penalidades, sino con rehabilitación. La única manera de sacar a las personas del círculo del delito es rehabilitándolas, pues a través de ello logramos reinsertarlas socialmente. Y eso no se consigue por la vía de aumentar las penas y el número de cárceles.



Por esa razón, para mí tenía mucho valor que dentro del documento oficial del Acuerdo Político-Legislativo en Materia de Seguridad Ciudadana que se suscribió con la Alianza se señalara, en la parte final, que se iban a contemplar normas legales que establecieran “incentivos tributarios para las donaciones destinadas a proyectos cuyo objetivo es la prevención y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol.”. Esto forma parte del Acuerdo, y creo que va en la dirección correcta. 



Pero ¿cuál es el problema respecto de esta materia? Que aquí no bastaba con incorporar una normativa que otorgara beneficios tributarios a estas instituciones: había que conceder un incentivo tributario importante, potente, que efectivamente permitiera ampliar la cobertura. 



Porque -y este es el tema central, a mi juicio-, si queremos sacar a las personas del círculo del delito, hay que rehabilitarlas. Y si vemos la cobertura que existe hoy, advertiremos que ella es demasiado pequeña para la magnitud del problema. Este tipo de tratamientos requiere programas intensivos, complejos, que no son baratos sino de un costo alto. Y en todo el país hay menos de mil cupos para los programas intensivos. Esa es la realidad: ¡menos de mil!



Por lo tanto, la pregunta es cómo ampliar esa cobertura. Y hoy vemos que la aplicación de la ley de responsabilidad penal juvenil, respecto de la cual al menos yo abrigaba una gran esperanza, es un desastre, porque los que están privados de libertad son derivados al SENAME, que no tiene tratamientos de rehabilitación, y si bien para los que se hallan en libertad CONACE logró establecer una oferta en materia de rehabilitación, la realidad es que los centros están vacíos. Así de simple, señor Presidente: ¡vacíos!



Quiero retomar el punto de los incentivos tributarios. Es cierto: se incorporaron beneficios de este tipo en la Cámara de Diputados               -desgraciadamente, en una ley equivocada, porque debieron haber estado en la normativa que nos ocupa-, pero son los peores de todos.



Entonces, aquí yo veo una contradicción. Más aún: no se está cumpliendo el Acuerdo Político. Desde mi punto de vista, dicho cumplimiento no debe ser solo de carácter formal. Es decir, no basta con incluir esos beneficios tributarios para las instituciones de prevención y rehabilitación. De lo que se trata es de establecer incentivos importantes para que se consoliden las entidades existentes y amplíen la cobertura o se creen otras adicionales. Pero, lo curioso es que aquí se concede el peor beneficio tributario que existe, en circunstancias de que, al revés, tendría que ser uno de los mejores. Y además está mal ubicado, porque no debería formar parte de la ley de donaciones con fines sociales sino de la iniciativa legal en análisis, que aborda el tema de la seguridad ciudadana. Porque, si existe el vínculo entre droga y delincuencia y lo importante es rehabilitar, el incentivo tributario tiene que establecerse en la normativa en debate.



Por eso, señor Presidente, yo espero que se aborde este punto en la discusión particular. Porque, tal como le señalé formalmente al Ministro la semana anterior -antes se lo había hecho ver al Subsecretario del Interior, señor Harboe, y a la Subsecretaria de Hacienda-, desde mi punto de vista -y así se lo he transmitido a la Alianza-, con el texto actual no se está cumpliendo el Acuerdo Político suscrito con el Gobierno. Lo dije la semana pasada -por eso pedí la segunda discusión- y quiero reiterarlo en esta oportunidad: no se está cumpliendo el Acuerdo Político. 



En consecuencia, este es un asunto que necesariamente hay que abordar en la discusión particular. Ello, con un doble propósito: por una parte, sacarlo del cuerpo legal de las donaciones con fines sociales e incorporarlo en este texto legal, y, por otra, cerciorarse de que ello se hará en condiciones que aseguren que efectivamente va a aumentar la cobertura en materia de prevención y rehabilitación. Esa es la única manera de bajar los índices delictuales y sacar a las personas del círculo del delito: a través de una orientación correcta. 



De lo contrario, ¿qué nos va a pedir la comunidad? Más cárceles y más penas. Y yo me pregunto: ¿es ese el camino correcto? No, señor Presidente. El camino correcto es el más difícil: el de la rehabilitación, el de la prevención. 



Por eso, me atrevería a señalar que este texto legal no basta. Hay que abordar dos iniciativas complementarias, que están siendo tramitadas en el Parlamento. ¿Cuáles? Yo dije hace unos momentos que la ley de responsabilidad penal juvenil no ha operado. ¿Saben los señores Senadores por qué ello no ha ocurrido? Porque estableció como pena accesoria la rehabilitación y los tribunales de justicia, la Defensoría, han interpretado que la pena accesoria es una doble penalización. Por lo tanto, no la aplican. Y, de esa manera, no se deriva a rehabilitación. ¡Absurdo, señor Presidente! ¡Si el Poder Legislativo lo que pretendía era rehabilitar! En todo caso, presenté un proyecto de ley para superar esa situación.



La segunda iniciativa, que también se halla en trámite, dice relación a la prevención, que es fundamental. ¿Y qué nos señala el VII Estudio Nacional que dio a conocer CONACE hace dos semanas? Que a pesar de todo el problema, en vez de aumentar la percepción de riesgo -es decir, que haya más personas que consideren que consumir droga es negativo-, ella baja. ¿Qué nos indica eso? Que los programas de prevención no están teniendo efecto. Y, por lo tanto, para complementar esta normativa creo que habría que abordar otra modificación legal que presenté hace un año atrás, a fin de establecer como obligatoria en los colegios de Chile, sin distinción, la prevención de droga de manera sistemática, en todos los niveles de enseñanza.



Concluyo, señor Presidente, señalando que no basta fortalecer las instituciones en materia de seguridad ciudadana, sino que se requieren disposiciones potentes y fuertes para otorgar incentivos tributarios como corresponde y, paralelamente, hay que perfeccionar, rectificar la ley de responsabilidad penal juvenil y dictar normativas complementarias en todo lo que dice relación a prevención.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, al anunciar, por supuesto, nuestro voto a favor del proyecto, quiero dejar constancia de algunas inquietudes.



Un señor Senador decía que después de que aprobemos esta iniciativa, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, habría que ver cuáles son los efectos que sus disposiciones surten en la realidad, en el día a día. 



¿Por qué lo planteo? Hace algunos días, la Segunda Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, cumpliendo con sus obligaciones, recibió la información de la inversión del Presupuesto del año 2008 de parte de Carabineros. Y ahí nos enteramos, con sorpresa, de la impotencia que ellos experimentan, por ejemplo, para cumplir funciones que tienen que ver con ideas centrales de la iniciativa que nos ocupa.



Y cuando digo que hay que seguir sus efectos es porque aquí nosotros también aprobamos una disposición que permitía a Carabineros contratar una cantidad interesante de profesionales civiles para que cumplieran labores administrativas en las comisarías. ¿Qué sucedió con esa norma, que aparecía como absolutamente lógica y positiva para la labor difícil que cumple esta Institución? Pues bien, con la nueva legislación penal se le entregaron otras funciones y lo que habíamos aprobado resultó ser de sal y agua, se diluyó absolutamente, y ellos se encuentran ahora con una falta de personal realmente impresionante. 



Aquí se habla del consumo y tráfico de drogas. Bueno, el 30 por ciento de los establecimientos educacionales en Chile, de Enseñanza Básica y Media, están penetrados por la comercialización, especialmente de marihuana.



Entonces, la situación es de una gravedad extrema, y uno formula sinceros votos para que esta iniciativa realmente cumpla con sus objetivos y no se convierta en un organigrama más, burocrático y administrativo. Aquí, por ejemplo, se plantea que habrá secretarios regionales ministeriales de seguridad pública, cuya función principal será colaborar con los intendentes en la ejecución de la política nacional de seguridad pública interior.



Los señores Senadores sabemos que muchas veces estos secretarios regionales no son más que simples buzones que, en la práctica, carecen de toda efectividad.



Es de esperar, entonces, que estos cargos que se crean con la normativa en debate apunten en la dirección que el Gobierno y el legislador quieren implementar.





En efecto, debemos formular votos para que la instauración de este organismo sea positiva, porque en la lucha por la seguridad ciudadana    -¡qué duda cabe!- estamos en deuda. ¡Ciento 87 mil personas han sido imputadas en un solo año por hurtos, lesiones y violaciones! El hecho de que estos tres delitos representen el 40 por ciento -según lo señala el informe- del total de ilícitos que se cometen es algo que nos debiera llevar a pensar que es preciso poner el pie en el acelerador para enfrentar lo relacionado con la seguridad ciudadana.



Un señor Senador, que sabe bastante de esta materia, pues dirige una organización que persigue fines sociales, sostuvo que la solución a este problema no consiste solo en construir más cárceles. Porque los establecimientos penitenciarios en Chile son nichos de cemento a donde se envía a quienes no tienen ninguna posibilidad de reinsertarse socialmente con posterioridad.



Incluso se ha señalado que el 30 por ciento de los presos,  detenidos o procesados que hoy conforman la población penal del país consumen drogas que ingresan a esos recintos.



¡Para qué señalar, entonces, los efectos del microtráfico! Es realmente patético -y lo hicimos presente en la Segunda Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos- comprobar que siempre resulta detenida, con toda la fuerza y efectividad de los organismos policiales y de seguridad,  doña Manuela Chamorro o don Pedro Matamala por estar vendiendo papelillos en una población, pero nunca se ha sabido que se haya arrestado a quienes reciben las partidas de drogas que de repente se detectan.



Cuando la policía informa que se logró interceptar 30 kilos de cocaína o determinado tipo de estupefaciente -digamos la verdad, como también lo señalamos en dicha Subcomisión-, la ciudadanía dice: “¡Ah! Se decomisaron 30 kilos, pero parece que eran 60.” En el inconsciente folclórico de la gente, se piensa que la cantidad que se entrega no es la misma que a veces se decomisa. Y ahí están, por ejemplo, los “Car’e Jarro”. Sabemos que lamentablemente han logrado penetrar algunos organismos cuya función es totalmente diferente a la que hoy se está conociendo en el país.



Si no hay reinserción social de quienes delinquen, se podrán sacar adelante todos los ministerios de seguridad pública y servicios nacionales para la prevención del consumo y tráfico de drogas que uno desee, pero será “pan para hoy y hambre para mañana.” Porque en las cárceles, en esos nichos de cemento, no hay personal que los capacite.



¿Qué hemos hecho en el Parlamento?
Cada día aprobamos leyes más duras para castigar severamente y a más temprana edad a los jóvenes. 



En un país donde la distribución de la riqueza es horrorosamente inequitativa; en que vemos cómo en los sectores poblacionales se forman grupos y pandillas que buscan una institución donde expresarse, porque en esta sociedad de consumo y de competencia, no tienen perspectiva alguna; en donde los resultados de la educación pública son negativos; en que la educación particular -¡en buena hora!- y particular subvencionada cada día va copando las mejores posibilidades del país, mientras que un porcentaje inmenso de jóvenes quedan botados a la vera del camino, porque no tienen la posibilidad de ingresar con posterioridad a los estamentos de la enseñanza superior.



Entonces, cuando vemos que se penaliza, se sanciona, se castiga y se crean instituciones, pero la oportunidad de reinserción aparece muy sumergida o en letra chica o como una simple intención: “se podrá”, uno debe expresar su preocupación en el Senado, porque no se está yendo al fondo del asunto.



Conozco cárceles en las que se han construido, por ejemplo, bloques para instalar talleres donde los reclusos puedan adquirir una profesión. Pero por falta de recursos para arreglar determinadas maquinarias que permiten preparar y capacitar a algunos presos, se ha terminado arrendando esos espacios para guardar fardos de pasto, como ocurre, por ejemplo, con la cárcel especial de Victoria, donde un bloque, que costó varias decenas de millones de pesos y que hoy ya no funciona, ha sido entregado en arriendo a un agricultor para almacenar forraje destinado a sus animales.



Entonces, muchas veces la teoría, la dialéctica y la doctrina no corresponden a lo que nosotros estamos observando en la práctica.



Por eso, cuando uno ve la realidad más allá del discurso, del anuncio, del titular, debemos estar vigilantes para apreciar si lo que hemos aprobado surte efecto.



Por ejemplo, en materia de prevención del consumo y tráfico de drogas duras, en Chile se dice que una de cada cien personas tiene la probabilidad de readaptarse. ¡Una de cada cien! Y los muchachos adictos a otro tipo de drogas tampoco cuentan con alguna posibilidad en tal sentido.



Sus Señorías saben que una persona que desea readaptar a un familiar debe disponer de una cantidad millonaria de dinero en el año. Para ello tiene que recurrir a ciertas instituciones privadas, ya que en el ámbito de la salud pública no existen ni recursos, ni profesionales, ni oportunidades para recuperar a los jóvenes que consumen drogas. Y mucho menos a quienes ingieren la terrible droga del alcohol.



Cuántas familias pudientes en Chile -no quiero decir que haya aquí algún señor Senador que esté sufriendo el drama de tener algún familiar que se ve enfrentado a la presión que provoca el consumo de alcohol- viven con la cruz que eso significa. Porque si se carece de medios, ese familiar indudablemente va a terminar en un grado de indignidad humana que llega casi a una etapa de tipo vegetal.



Por eso, en esta oportunidad formulo sinceros votos para que la institución que se crea no sea una entidad meramente administrativa y burocrática, que entregue estadísticas, que promueva permanentemente proyectos y visualice algunas iniciativas a futuro, sino una que signifique entregar hoy, mañana y pasado mañana un apoyo sustantivo y real a la seguridad pública y a la prevención del consumo y tráfico de drogas. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, para el Gobierno es muy satisfactorio que el Senado dé su aprobación en general a una iniciativa que viene a poner fin a una anomalía institucional en Chile, que tiene que ver con cierta dispersión en el manejo del problema de la seguridad pública.



Son muchos los países de América Latina y del mundo que en los últimos años han hecho reformas de este tipo. En el caso de Latinoamérica, urgidos por los problemas de la delincuencia, en especial del crimen organizado en las grandes ciudades, y, en lo que respecta a las naciones desarrolladas, mal que mal, por el impacto del terrorismo internacional.



Chile ahora se pone al día y realiza, mediante un acuerdo político, una reforma significativa que termina con la doble dependencia de Carabineros y de Investigaciones; que concentra el manejo de la seguridad pública en una sola repartición -quiero decir a los Senadores señores Espina y Larraín que, sin duda, el responsable político será el Ministro-; que pone énfasis en la prevención, tanto situacional como estructural, del delito, y que radica el programa destinado a combatir el narcotráfico, especialmente en lo relativo a prevención y rehabilitación, en un servicio público descentralizado.



Creo que este conjunto de cambios institucionales favorecerá el diseño de una política de seguridad pública más exitosa. 



Ahora bien, pretender que dichos cambios solucionen rápidamente los problemas parece algo impropio.



Por cierto, se impulsa una reforma de salud para que mejoren los índices del sector; una reforma educacional, para que los niños aprendan más. Pero ello no ocurre de la noche a la mañana.



Entonces, este es solo un paso significativo de reordenamiento institucional. Luego habrá que poner en práctica políticas más eficaces en torno a la seguridad pública.



En cuanto a lo expresado por el Senador señor Orpis, me comprometo a revisar el planteamiento sobre la posibilidad de que haya incentivos tributarios para donaciones a instituciones privadas de rehabilitación que correspondan al espíritu del acuerdo.



Quiero, sí, recordar que en la última ley contra el tráfico de estupefacientes se estableció un nuevo fondo en favor de la prevención y la rehabilitación, compuesto por todos los bienes decomisados en los procesos por drogas. Dicho fondo -tiene un directorio y un reglamento, y, felizmente, va creciendo en forma exponencial, por la eficacia de las policías- será importante para que existan más opciones de rehabilitación, sobre todo en instituciones privadas.



La preocupación del Senador señor Muñoz Barra es, por cierto, muy loable. Pero quiero decirle a Su Señoría que algo se hace en el servicio público de salud en materia de rehabilitación. De hecho, una parte de la dirigida a los jóvenes ha entrado al plan AUGE. Y hay un convenio especial entre el CONACE y el FONASA para la realización de tratamientos, los cuales, desde luego, tendrían que aumentar mucho más.



Sobre la ley de responsabilidad penal juvenil, se observan algunas de las dificultades aquí señaladas. Pero, en general, los centros de rehabilitación del SENAME que mejor funcionan son justamente aquellos orientados a efectuar tratamientos antidrogas.



Señor Presidente, no cabe duda de que asistimos a una transformación del perfil delictual en Chile. Lo que el país está viviendo es la permanencia de ciertos delitos, como los más graves, que tienen que ver con la propiedad, en especial el robo con fuerza en las cosas o violencia en las personas; algunos delitos de lesiones; otros relacionados con la Ley de Tránsito, y los ilícitos del crimen organizado, que en Chile prácticamente se limitan al narcotráfico.



Aquí no existe una expansión alarmante ni de homicidios, ni de violaciones, ni de secuestros, ni de otro tipo de crimen organizado que no esté ligado al narcotráfico. Aquí no hay tráfico de personas en forma abismal; tampoco, tráfico de armas en un nivel que pudiera considerarse preocupante, ni otros fenómenos delictuales que abundan en América Latina.



Respecto a los delitos cometidos por jóvenes, felizmente no tenemos el  problema de las  bandas  juveniles  existentes en Centroamérica -las llamadas “maras”-, con todo lo que eso significa.



Entonces, cuando hablamos de delincuencia, es importante tratar de perfilar lo mejor posible el tipo de fenómeno social a que nos estamos refiriendo, a fin de que las políticas de prevención, de control y de sanción sean eficaces. Nada sacamos con hacer discursos en extremo alarmistas, porque eso no necesariamente va a provocar un cambio en la situación.



De ahí que cada vez más instituciones, como Paz Ciudadana y otras de distintas universidades, que se hallan especializadas en cuestiones de criminología, apuntan a políticas específicas.



Para eso, el nuevo Ministerio, con una Subsecretaría especializada y otra a cargo de las materias de prevención, podrá recurrir a un caudal de experiencia y de conocimiento acumulado que le permitirá definir en mejor medida las políticas respectivas.



En cuanto a la dimensión regional, que aquí no se ha mencionado, es del caso tener presente que el nuevo Ministerio va a actuar a través de los intendentes. Pero estos tendrán dos limitaciones. En primer término, no podrán inmiscuirse en el aspecto administrativo u operativo de las policías, porque eso significaría una posibilidad de interferencia política en el desempeño policial (felizmente, en Chile contamos con dos cuerpos policiales profesionales, apolíticos y muy respetados por la ciudadanía). Y, en segundo lugar, al diseñar el plan regional de seguridad ciudadana o de prevención de delitos deberán consultar a los municipios, pues está probado que una política es tanto más eficaz cuanto mayor es su impacto local; porque a veces no solo una comuna es diferente de otra, sino que también una población o un barrio puede tener características que al lado no existen.



Entonces, aquí se busca tener, por una parte, un Ministerio con capacidad de diseño a nivel nacional, con el brazo de las policías y una Subsecretaría de Prevención, y por la otra, dimensiones regionales y locales eficaces.



Es muy probable que los frutos de la reforma que hoy aprobará el Senado los perciba el próximo gobierno; pero creo que habla muy bien del país la elaboración de políticas de consenso con efectos más allá de un período presidencial.



Lo único que nosotros esperamos es que el trámite de la discusión particular sea rápido, para que el proyecto pase a la otra Cámara y sus normas sean pronto una realidad.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se va a abrir la votación. 



El último inscrito era el Senador señor Ávila, quien, en consecuencia, podrá intervenir hasta por 5 minutos para fundar su voto.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, Estados Unidos es el peor ejemplo de cómo se deben enfrentar la drogadicción y la acción del narcotráfico. Y tengo la impresión de que vamos por ese camino. 



El Estado se ocupa de proteger a la población por las secuelas que acarrea un conjunto de problemas de fondo que, inevitablemente, se expresa en la elevación de los índices de delincuencia.



El temor de la población va creciendo, además, por el hecho de que se otorga una altísima resonancia a cada uno de los delitos que se cometen a diario en una ciudad como la de Santiago, de alrededor de 5 millones de habitantes.



Si en Nueva York los medios de comunicación reprodujesen todos los delitos que se perpetran a diario, sus habitantes vivirían aterrados y, probablemente, encerrados en sus casas para no correr el riesgo de sufrir un asalto o ser víctimas de un hecho de sangre.



Entonces, aquí hay varios elementos que confluyen para crear una situación que obliga a un análisis mucho más racional.



Desde luego, no podemos olvidar que en una sociedad como la nuestra, donde la discriminación social se agrava día a día y las oportunidades de trabajo van disminuyendo, las personas, a no dudarlo, tienen que apelar a algún modo de sobrevivencia.



Así, en amplios sectores populares no existe otra posibilidad de conseguir un medio de sustento que ligarse a las redes del microtráfico, porque en ellos no hay alternativas, más aún si constatamos que constantemente poblaciones marginales completas son estigmatizadas como áreas en que solo campea el delito. Las personas que tienen la desgracia de vivir en esos sectores no pueden conseguir trabajo por la sola circunstancia de habitar en poblaciones marcadas comunicacionalmente por el delito.



En Estados Unidos hay una empresa llamada “Corrections Corporation of America”, que es la que ha tenido mayor éxito en la bolsa de Nueva York.



Hace poco, una ejecutiva dio a los accionistas una muy buena noticia: “Nuestros estudios de mercado señalan que el delito juvenil seguirá creciendo”.



Eso lo dijo para estimular a los accionistas y, al mismo tiempo, atraer a nuevos adquirentes de papeles de dicha empresa.



Es decir, el temor de la población también se está convirtiendo en un negocio. Y lo mismo estamos haciendo nosotros con la seguridad privada, que ya alcanza un nivel masivo.



En fin, confío en que la discusión particular de esta iniciativa permita abordar los problemas de fondo. Y haremos indicaciones en tal sentido.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, voy a concurrir a la aprobación general de este proyecto.



Quiero recordar que hace más o menos cinco años se constituyó en el Senado la Comisión Especial de Seguridad. En ella trabajamos arduamente: revisamos la legislación internacional; escuchamos a expertos nacionales, y llegamos a la conclusión de que había que crear un Ministerio de Seguridad.



Después de ver lo que ha ocurrido en estos últimos años, mantengo esa opinión. Estoy convencido de que es la solución a que vamos a arribar. Y siento que el acuerdo logrado en esta oportunidad constituye un paso.



Es característica de este país tener un Ministro del Interior que además es Jefe de Gabinete y Vicepresidente de la República. Y ahora contará con tres Subsecretarías: de Desarrollo Regional, del Interior y de Prevención.



Me parece imposible que una persona con esa multiplicidad de funciones y responsabilidades dedique más tiempo a un problema complejo de la sociedad moderna, que la mayoría de los países ha abordado institucionalmente a través de un Ministerio de Seguridad.



Por eso, siento este acuerdo como un avance, como un paso. Pero no es la solución definitiva. Será necesario llegar a un Ministerio de Seguridad.



¿Cuántas horas al día dedica hoy el Ministro del Interior a las cuestiones de seguridad? ¡Y ahora tendrá a su cargo tres Subsecretarías!



Las materias relativas a la seguridad son complejas.



Hace algunos días una encuesta indicaba que 50 por ciento de los ciudadanos piensan que van a ser asaltados en los próximos meses.



También están el problema de las drogas -ya se señaló en esta Sala- y muchas otras situaciones complejísimas, que requieren dedicación absoluta; participación de profesionales, especialistas; políticas de prevención, y, en fin, todo lo que aquí se ha expresado.



A la larga, tendremos que concluir en un Ministerio de Seguridad.



Aquí muchas veces decimos: “Estas cosas no pasan en Chile; estas situaciones se ven menos que en el resto de América Latina”. Por ejemplo, siempre sosteníamos que aquí no tendríamos el problema de las drogas, que la inseguridad y la corrupción no nos iban a tocar. Y las plagas demoran un poco más, pero al final llegan a nuestro país.



En consecuencia -reitero-, apruebo la idea de legislar, en función del acuerdo que se suscribió. Pero estoy convencido de que debemos concretar un Ministerio de Seguridad que asuma el problema integralmente, con todas las facultades, recursos y conocimientos que precisa una materia tan compleja del mundo moderno y que afecta prácticamente a todas las naciones.



Por algo todos los países han llegado a esta solución, señor Presidente.



Cuando hicimos nuestra propuesta el año 2003 revisamos la legislación comparada. Vimos lo que pasaba en América Latina, en Europa, en el Medio Oriente, en las naciones asiáticas. Y todos han concluido en lo mismo.



Entonces -insisto-, me sumo a la aprobación general de este proyecto, como fruto de un acuerdo. Empero, estimo que a la larga, por la situación especial existente en Chile, donde el Ministro del Interior es además Jefe de Gabinete y Vicepresidente de la República, dicho Secretario de Estado no dispondrá de tiempo suficiente para encargarse de una materia tan compleja y delicada como la seguridad pública.



Por eso, expreso mi opinión en tal sentido, que fue refrendada en el informe que preparamos con cinco colegas en 2003 (cualquiera puede revisarlo). Y mantengo lo expresado en ese documento. Yo diría que, al pasar de los años, hemos ido confirmando que lo que ahí planteamos tiene hoy más validez que nunca.



Por lo tanto -repito-, veo esta aprobación como una etapa. Pero al final tendremos que llegar a la creación de un Ministerio de Seguridad.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 28 de julio, a las 12.


Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
-----------------

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, le solicito recabar el acuerdo de la Sala con el objeto de ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas.



Hemos ido avanzando en esa iniciativa; se ha logrado una serie de acuerdos; los integrantes de la Comisión de Hacienda presentarán nuevas indicaciones, y el Ejecutivo tiene listo un conjunto de proposiciones que hemos ido concordando durante el debate en la Comisión de Hacienda. Por lo tanto, pido extender dicho término hasta el 28 de julio en curso.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la solicitud.



--Así se acuerda.

)----------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en el número 5 del Orden del Día se halla el proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970”.



La iniciativa, que crea una ventanilla única de patentamiento -en eso consiste el instrumento a que se hace referencia-, cuenta, además, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



Deseo pedir a la Sala, por su intermedio, señor Presidente, que el asunto también sea visto por la Comisión de Economía. Lo anterior, porque dicho órgano técnico trabajó intensamente en los proyectos de adecuación de las normas chilenas a los tratados de libre comercio y las disposiciones de la Organización Mundial del Comercio, entre ellas, de manera muy fuerte, las relativas a las patentes.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

Operación de embalses frente a alertas y

emergencias de crecidas
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica, con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda. La urgencia se calificó de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5081-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 63ª, en 7 de noviembre de 2007.


Informes de Comisión:


Obras Públicas, sesión 65ª, en 14 de noviembre de 2007.

Obras Públicas (segundo), sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.


Hacienda, sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.

Discusión:



Sesión 75ª, en 12 de diciembre de 2007 (se aprueba en general).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 12 de diciembre del año pasado.



La Comisión de Obras Públicas deja establecido, para los efectos reglamentarios, que los artículos 5º, 10, 13, 16, 18, 19 y 20 no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe, manteniendo, en consecuencia, el texto aprobado en general.



De conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, esas disposiciones deben darse por aprobadas.



Les recuerdo a Sus Señorías que los artículos 13 y 16 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



--Se dan por aprobados todos los artículos mencionados, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, que se pronuncian a favor 22 señores Senadores.
 El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Obras Públicas efectuó una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general, dándoles su aprobación por unanimidad, salvo a una de ellas, que el señor Presidente pondrá en discusión y votación oportunamente.



A su vez, la Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa en los mismos términos en que lo hizo la de Obras Públicas, y en forma unánime.



Cabe recordar que las modificaciones aprobadas por unanimidad deben ser votadas sin debate.



Los artículos 4º, 11, 12, 15 y 17 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales y requieren para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas todas las normas que se acogieron por unanimidad.



--Se aprueban, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, que se pronuncian a favor 22 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas. En la tercera se transcriben las enmiendas efectuadas al proyecto aprobado en general, y en la cuarta, el texto final que resultaría en caso de que se acogieran.



La Comisión de Obras Públicas propone sustituir el artículo 1º por el siguiente:



“La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su capacidad de regulación o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados, junto con otros derechos y obligaciones que indica.”.



Lo anterior fue aprobado por tres votos a favor (Honorables señores Kuschel, Letelier y Romero) y una abstención (Senador señor Ruiz-Esquide).



Esa es la única norma que el señor Presidente pondrá en discusión y votación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El Honorable señor Longueira pidió que el proyecto fuese tratado como de Fácil Despacho y el Senador señor Navarro manifestó interés en usar de la palabra. En consecuencia, podría adoptarse la fórmula de que ambos intervinieran: el segundo, quien ha declarado mantener un punto de vista encontrado, para impugnar la iniciativa, y el primero, para defenderla.



Y luego se pasaría e inmediato a la votación.

El señor LONGUEIRA.- Me parece bien.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si no existen inconvenientes, así se procederá.



Acordado.



En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo recordar a la Sala que el proyecto de ley obedece a una situación muy concreta y práctica: las crecidas del río Biobío ante un extraordinario índice de precipitaciones, de las cuales resultó que las represas hidroeléctricas de Pangue y Ralco iniciaran tareas de descarga de aguas, dada la imposibilidad de contenerlas.



La evacuación generó un gran debate, porque la liberación de miles y miles de metros cúbicos de agua puede hacer crecer de manera violenta los niveles del caudal y afectar a poblaciones aledañas, desde Los Ángeles hasta Talcahuano, es decir, desde el punto medio hasta la desembocadura.



Por lo tanto, se buscaba contar con un mecanismo de control, de regulación, para que cuando las empresas tuvieran que tomar esa medida, producto de fuertes precipitaciones, ello se hiciera en forma anticipada, a fin de evitar que un procedimiento demasiado rápido perjudicara a pueblos y comunas cercanas.



Siempre se pensó que la iniciativa apuntara a proteger, esencialmente, a los afectados por una inundación que se genere por la evacuación de aguas realizada por una empresa y que altere el nivel natural, en la medida en que el efecto de acumulación no se registraría si existiera un flujo permanente.



Invito a los señores Senadores a leer el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas. La verdad es que se gastó tiempo en un importante e interesante debate sobre cómo pagarles a las empresas si efectivamente deben evacuar aguas y luego no se recupera el nivel normal. Ese asunto ocupó gran parte del análisis.



He quedado realmente sorprendido por el tenor de la discusión. Se ha dedicado un gran número de páginas a ocuparse en el concepto de indemnización a las empresas, pero muy poco a la que procede en caso de daños a terceros, es decir, a campesinos, a personas.



Por mi parte, propuse -y lamento profundamente que la indicación haya sido rechazada- que quien infringiere “las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control” recibirá una pena de presidio menor en su grado máximo, con un aumento sustantivo en la multa.



Sin embargo, con sorpresa y cierto desagrado, por cierto, me he impuesto de lo que dispone el artículo 11. O sea, ¡será preciso pagarles indemnización a las empresas!



El Gerente de ENDESA, cuando ocurrió la crecida que afectó a Hualqui, particularmente a Chiguayante, dijo: “No estoy dispuesto a botar dinero. Cuando boto agua, boto dinero”. La Comisión recogió ampliamente ese concepto.



He planteado la cuestión a mi Honorable colega Letelier, quien presidió la Comisión, y he leído sus indicaciones. El señor Senador expuso que no se da una situación de igualdad entre los habitantes de villorrios y comunas, los campesinos, y una empresa hidroeléctrica.


Y también cabe considerar las dificultades de la Dirección General de Aguas (DGA).



Me preocupa enormemente el contenido del artículo 11, el cual dispone que si se produce la crecida y, a causa de las medidas determinadas por dicho organismo conforme al artículo 10, “el embalse no recuperare el nivel de aguas” -por haberse cometido un error en la anticipación y registrarse menos lluvia después de la evacuación- “el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.”.



Prosigue el artículo 11:



“La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse tal acuerdo, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.



“Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, la evaluación del daño se determinará calculando la diferencia entre el resultado económico que se produce por la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de las nuevas medidas y el resultado económico que se hubiera producido por la operación del embalse si hubiere estado en condiciones de conservar las aguas que se ordenó evacuar.”. Es decir, mientras más onerosa resulte la generación de electricidad -por ejemplo, si está más caro el petróleo, habrá mayor costo de producción-, más alta será la indemnización.



Y continúa la norma, a la cual se le dedican innumerables enmiendas:



“En el caso contemplado en el inciso precedente, el monto de la indemnización será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, el monto de la indemnización será establecido por un árbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales indicadas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en dicho inciso y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o al sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo.”.



Cabe hacer presente que el CDEC (Centro de Despacho Económico de Carga) se halla conformado, ampliamente, por las propias empresas.



El artículo 11 concluye así:


“En el caso del panel de expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.”.



El Ministerio de Obras Públicas tiene pésimas experiencias en materia de paneles de expertos o de árbitros arbitradores. Acaba de ser condenado a pagar 117 millones de dólares, conforme a la resolución más perversa de la cual haya escuchado, pues el árbitro que nombró votó a favor de la empresa: BESALCO S.A. Y a esta se le siguen otorgando contratos. Se le continúan entregando miles y miles de millones de pesos a una empresa que demanda al Fisco, que le incumple; que no les cancela a los pequeños contratistas en todo el país; que construye cárceles de mala calidad y las abandona.



Entonces, me produce mucho temor, respecto del pago a las empresas, que se dispongan paneles, árbitros, o sea, todas las condiciones para llegar a acuerdo; pero que, cuando se trate de pagar a terceros -es decir, a los que buscábamos proteger con la ley en proyecto-, todo se despache en diez líneas.



En efecto, el artículo 17 expresa que, “En caso de incumplimiento,” -de las operadoras, las hidroeléctricas o el embalse- “dicha autoridad” -la DGA- “lo denunciará ante el juez de letras competente,” -en verdad, no conozco a ninguno especializado en hidráulica, en embalses, en evacuación de aguas, materias muy complejas- “quien impondrá una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales”.


No se habla de indemnización, sino que se deja todo en manos del juez competente.



Me siento un poquito estafado con el debate. Y, por cierto, votaré en contra de estos artículos. Porque creo que, al final, la discusión sobre una iniciativa que apuntaba a regular los embalses de contención pasó a centrarse en cómo estos no tengan que botar agua, en vez de resguardar a la gente que puede resultar dañada.



La Dirección no está en condiciones de ser un organismo fiable, y debe ser reformada. He intervenido ampliamente en el Senado al respecto. Elaboré una propuesta -la envié al Ministerio de Obras Públicas- para modernizarla, para establecer mejores condiciones de funcionamiento.



Me pronuncio en contra, señor Presidente. Pienso que, lamentablemente, nos salió el tiro por la culata, pues terminamos, como siempre, protegiendo a las empresas, en vez de a los ciudadanos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Antes de otorgar la palabra al Honorable señor Longueira, el señor Secretario precisará lo que se va a votar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Hago presente que el proyecto completo fue aprobado por unanimidad, con excepción del artículo 1º propuesto por la Comisión de Obras Públicas, donde se abstuvo el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como ha dicho el señor Secretario, la única norma no aprobada por unanimidad en la Comisión de Obras Públicas -en la de Hacienda se registró un consenso acerca de lo que le correspondió analizar- fue el artículo 1º, debido a la abstención a que se hizo referencia.



Quiero hacer algunas precisiones respecto de lo expresado por el Senador señor Navarro, pues no se ajusta ni al texto ni a lo que dispone el proyecto de ley.



En primer lugar, sin ser abogado, puedo manifestar que todos los jueces ejercen jurisdicción, sin perjuicio de la competencia que les corresponde o no en el ejercicio de su función. El proyecto establece aquellos con competencia para conocer de los conflictos que pudieran derivar de las materias que contempla.



Y lo que hace, precisamente, es regular todos los embalses de control del país, lo que hoy no existe. De algún modo, se asume el riesgo del crecimiento inminente de caudales.



El punto que siempre provoca atracción es el pago a los privados, planteado por el Senador señor Navarro.



Resulta importante mencionar que las empresas no recibirán ningún pago por la necesidad de botar agua que establezcan los manuales y la DGA, salvo cuando, en forma extraordinaria, conforme a una facultad que el proyecto le entrega a ese organismo, se formule un requerimiento que exceda lo determinado por los instrumentos técnicos aprobados por este último. Por lo tanto, dado que se dispone esa facultad adicional, se contempla la exigencia de una reparación en caso de un perjuicio.



Pero ha de quedar claro en la Versión Oficial que jamás se cancelará un peso por el agua que debe botarse para garantizar la seguridad de los poblados ubicados aguas abajo de los embalses de control.



Quería hacer esas precisiones, pues se puede caer en distorsiones cuando no se ha participado en la discusión. Para quienes intervinimos resultaba evidente que se trata de un tema complejo y difícil de resolver.


Hubo un gran debate en torno a si era preciso pagar solo el agua que se botaba adicionalmente o toda la que fuera obligatorio botar en virtud de los manuales. Obviamente, la Comisión concordó en que aquella que debieran eliminar los embalses de control para garantizar la seguridad de las personas y los poblados aguas abajo no se tiene que pagar. El Fisco solo lo hará -ya lo he señalado- en un caso excepcional, cuando el Ejecutivo exija que se bote más agua de la que se dispone técnicamente para cada embalse. Por eso, se determinan la obligación de contemplar un manual y sanciones muy importantes cuando ello no se cumple.



También se disponen mecanismos de monitoreo.



Creo que nos encontramos, al final, ante un gran proyecto.


Ahora bien, el Honorable señor Ruiz-Esquide se abstuvo respecto del artículo 1º por una razón no tan ligada a esa disposición, sino a las posteriores. En el caso del monitoreo, la DGA exige -así lo planteó el Ejecutivo- que se realice en forma diaria y que los instrumentos para tal efecto sean financiados y controlados por privados, obviamente según los requisitos técnicos establecidos por dicha institución. El Senador señor Ruiz-Esquide, en cambio, era partidario de que la Dirección General de Aguas instalara sistemas de monitoreo en cada embalse de control en el país.



Lo importante es que exista el monitoreo, condición que tendrán que cumplir los embalses cuando se dicte el reglamento respectivo.



Por lo tanto, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa, que considero muy positiva y necesaria.



De haber contado con una normativa como esta, nos habríamos evitado situaciones anteriores que causaron daños a personas y poblados ubicados aguas abajo de los embalses de control.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Su Señoría, acordamos que intervinieran solo dos Senadores: uno a favor y otro en contra del proyecto.



No es que no quiera concederle el uso de la palabra, sino que tenemos esa limitante.

El señor LETELIER.- Fui aludido por el Senador Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En ese caso, tiene la palabra.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo quiero clarificar lo siguiente.



El colega referido manifestó una inquietud, que comparten varios Senadores, respecto de la responsabilidad legal de los embalses cuando causan daño a la comunidad aguas abajo debido a su mal manejo.



Él tiene razón en que ese es un problema. Sin embargo, tal situación no constituye el objeto del proyecto de ley en estudio. Por ende, la razón por la cual sus indicaciones no fueron tomadas en cuenta radica en que ellas escapan a la idea matriz de la iniciativa.



El Senador Navarro aludió a que se estaría defendiendo más a las empresas que a las comunidades. Por el contrario, la normativa propuesta faculta al Estado para obligar a los embalses a evacuar aguas a fin de evitar daños a la comunidad aguas abajo. Y solo para el caso de que aquel tome una decisión errada por malos pronósticos se establece el mecanismo de compensación.



El colega Navarro tiene todo el derecho a preocuparse por lo que pasa cuando hay mal manejo de los embalses. Todos compartimos su inquietud. Pero, lamentablemente, este proyecto no tiene que ver con ese tema.



Por tanto, las referencias que efectuó son equívocas.



El interés de la Comisión de Obras Públicas apunta a defender las comunidades aguas abajo y a establecer mecanismos para que el Estado intervenga en forma oportuna.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación el artículo 1º.

El señor VÁSQUEZ.- ¿No hay indicación?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señor Senador.



Está en votación el artículo 1º, única norma que no fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Obras Públicas. 


¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 1º del proyecto (25 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Navarro.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, el proyecto queda aprobado en particular y despachado en este trámite.

SEGUNDO PROTOCOLO DE PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS PARA ABOLICIÓN DE PENA DE MUERTE

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte”, adoptado por la Asamblea General de la ONU el 15 de diciembre de 1989, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4732-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 79ª, en 8 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal objetivo de este instrumento internacional es prohibir la pena de muerte estableciendo que cada uno de los Estados Partes adoptará las medidas necesarias para abolirla en su jurisdicción.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó esta iniciativa, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El informe deja testimonio de la reserva que formulará Chile respecto del Segundo Protocolo en el sentido de que podrá aplicar la pena de muerte en tiempo de guerra como consecuencia de una condena por un delito sumamente grave de carácter militar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo en general y en particular, y queda despachado en este trámite.
PROTOCOLO DE CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A ABOLICIÓN DE PENA DE MUERTE

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”, que aprueba el “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990 en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA y suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4733-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 79ª, en 8 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto de acuerdo es suprimir la pena de muerte.



La Comisión de Relaciones Exteriores, al igual que en el caso anterior, aprobó la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El informe deja constancia de la reserva que presentará el Ejecutivo en el sentido de que podrá aplicarse la pena de muerte en tiempo de guerra conforme al Derecho Internacional por delitos sumamente graves de carácter militar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo quiero manifestar que nuestro país se halla en sintonía con la legislación internacional sobre la materia, porque la pena de muerte ha sido abolida en todas las normas del Código Penal. Además, de acuerdo con tratados existentes, no se puede reponer tal sanción para los delitos en que ya fue suprimida.



Dicha penalidad solo subsiste para algunos delitos contemplados el Código de Justicia Militar.



Durante la discusión del proyecto de acuerdo aprobado por la Comisión, el Ejecutivo, al igual que en la iniciativa anterior, se comprometió a presentar una reserva del siguiente tenor sobre tales delitos: “El Estado de Chile formula la reserva autorizada por el Artículo 2 párrafo 1 del Protocolo a la Convención Interamericana de Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte, en el sentido de que podrá aplicar la pena de muerte en tiempo de guerra conforme al Derecho Internacional por delitos sumamente graves de carácter militar.”.



Tal situación está cubierta en nuestra legislación. Por tanto, esa materia no se verá afectada.



Por lo demás, se encuentra en tramitación una iniciativa relativa a este asunto, la que aún no se ha aprobado.



Hoy Chile cumple perfectamente tal condición. En consecuencia, aprobar el proyecto de acuerdo con la referida reserva resulta algo por completo razonable.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, nosotros vamos a concurrir con nuestros votos favorables a aprobar el “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción.



Como se sabe, somos partidarios de que la pena de muerte se elimine de todos los textos legales de nuestro país. Pese a los esfuerzos realizados hace unos ocho años, cuando se discutió el tema en el Parlamento, no logramos pleno acuerdo para abolir dicha sanción en el Código de Justicia Militar, en particular tratándose de delitos en tiempo de guerra.



Pero igual avanzamos. 



Ahora nos pronunciaremos a favor de este instrumento internacional en el entendido de que nuestro interés -y el de muchos otros-, como un gesto de civilidad, es que la pena de muerte se suprima de todas las leyes chilenas, de acuerdo con compromisos internacionales suscritos en otros contextos.



Señor Presidente, aprobaremos el proyecto, pero no renunciaremos a nuestro deseo de que también se modifique el Código de Justicia Militar en esta materia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo en general y en particular, y queda despachado en este trámite.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Propongo suspender la sesión por algunos minutos, dado que encuentran ausentes algunos señores Senadores que intervendrán con motivo del homenaje que se rendirá a continuación.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Mientras tanto, ¿es posible tratar el proyecto relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz, que es muy simple y fue aprobado por unanimidad en la Comisión?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por supuesto, mientras se integran a la Sala los Honorables colegas.

MODIFICACIÓN DE DECRETO LEY N° 2.695, DE 1979,  EN LO RELATIVO

A FORTALECIMIENTO DE DERECHO DE PROPIETARIO DE BIEN RAÍZ INSCRITO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5417-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag).


En primer trámite, sesión 59ª, en 17 de octubre de 2007.


Informe de Comisión:


M. Ambiente y B. Nacionales, sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es fortalecer el derecho de los propietarios de bienes raíces inscritos en el registro del Conservador de Bienes Raíces respectivo, frente a las disposiciones contempladas en el decreto ley N° 2.695, de 1979.



La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath y Longueira.



El texto aprobado por el órgano técnico se transcribe en la parte pertinente del primer informe que Sus Señorías tienen en sus pupitres.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la estabilidad en el régimen de tenencia de tierras y el derecho de propiedad y su protección son, sin duda, presupuestos básicos para lograr un desarrollo económico sustentable.



El sistema registral inmobiliario chileno, que obliga a inscribir todos los derechos reales por tratarse de fuentes constitutivas de derecho, tal como lo ordena el artículo 686 del Código Civil, se encuentra regido por una variedad de principios, dentro de los cuales destaca el de prioridad registral, uniformemente reconocido por nuestra jurisprudencia. En el artículo 17 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces se establece prioridad al título que ingresa primero en el libro repertorio, el cual, una vez calificado en forma adecuada, tiene efectiva preeminencia para acceder al registro.



En armonía con lo señalado, la opinión doctrinal usualmente admitida ha sido que, para adquirir tanto la posesión regular como la irregular de un inmueble inscrito, cuando se invoca un título traslaticio de dominio, es necesaria la inscripción conservatoria de este, habida consideración de que en nuestro sistema civil, para la existencia de la posesión regular, se requiere la tradición cuando se hace valer un título traslaticio de dominio. Y la tradición del dominio de los bienes raíces se efectúa por la inscripción del título en el registro conservatorio. 



Por otro lado, el poseedor inscrito no pierde su posesión mientras subsiste la inscripción a su favor. Y para que esta no subsista es imprescindible que el adquirente realice una nueva inscripción.



Señor Presidente, en 1979 se dictó el decreto ley N° 2.695, que estableció normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y la constitución del dominio sobre ella. Dicho cuerpo legal se promulgó en atención a que la deficiente constitución del dominio de las pequeñas propiedades raíces agrícolas y urbanas generaba problemas de índole socioeconómica, pues se impedía que ellas se incorporaran al progreso productivo nacional.



Así, se buscó hacer posible la incorporación real de propiedades al mercado, facilitando el acceso al crédito y a la asistencia técnica y dar estabilidad a los titulares del derecho de dominio, lo que en definitiva se traduce en un mejoramiento de las condiciones de vida del pequeño propietario.



El procedimiento para sanear títulos se consigna con carácter administrativo y se radica en el Ministerio de Bienes Nacionales, el cual dicta una resolución que permite a su dueño disponer libremente del bien, transcurrido un año desde su inscripción en el correspondiente Conservador de Bienes Raíces.



Aun cuando es efectivo que el ordenamiento jurídico otorga protección al poseedor de una propiedad raíz que no ha llegado a ser dueño, ya sea porque la persona de quien la adquirió no era propietaria o porque el modo de adquirirla no operó correctamente, el problema radica en que, de acuerdo con el texto del decreto ley N° 2.695, se han exagerado, en mi opinión, los privilegios concedidos al poseedor en perjuicio de los derechos del verdadero dueño y/o poseedor inscrito.



Es así como el sistema se ha prestado para múltiples abusos. Muchas veces los verdaderos propietarios han perdido sus bienes dado que otras personas planifican, por la vía administrativa, quedarse con ellos.



Por tales razones, resulta necesario fijar un límite al mencionado decreto ley, con el solo propósito de proteger al dueño de un inmueble que, amparado en la inscripción de su propiedad o posesión en el Conservador de Bienes Raíces, ha cumplido, además, con la obligación de pagar el impuesto territorial.



En consecuencia, señor Presidente, el proyecto en análisis pretende limitar los efectos de dicho decreto ley, proteger la propiedad privada y evitar el absurdo jurídico que se da hoy día: pese a que el Fisco reputa como dueño o poseedor a quien le paga el referido tributo, que es el verdadero propietario, permite que se le entregue un título a quien no lo es, aceptando, de este modo, que haya dos propietarios al mismo tiempo.



Por eso ha habido unanimidad para aprobar el proyecto en estudio.



Además, el Ejecutivo ha planteado la posibilidad de incorporar nuevas disposiciones, a fin de limitar aún más el ámbito del decreto ley. 



Finalmente, cabe consignar que la iniciativa contiene sanciones para los funcionarios del Ministerio de Bienes Nacionales que, a sabiendas de la existencia de un título, incurran en negligencia en el procedimiento y con ello perjudiquen a los verdaderos dueños o poseedores inscritos.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, seré muy breve.



Adherí con mucho agrado a la moción del Senador señor Prokurica, porque estimo que es altamente relevante mejorar el decreto ley N° 2.695, el cual, si bien otorga facilidades para sanear las pequeñas propiedades rurales o urbanas, se ha prestado para demasiados abusos.



Así como hay ladrones que se apropian de bienes muebles, también existen los que roban bienes raíces. El ex Senador Zurita nos decía que en la Corte Suprema a esta normativa se la llamaba “ley ladrona”, porque, a través de ella, algunos se robaban las propiedades.



Por eso, tanto en esta iniciativa como en otros cuerpos legales, se han introducido adecuaciones para hacer más preciso el mecanismo que permite a las personas regularizar sus bienes. Y, desde luego, estoy muy de acuerdo con todas ellas.



Pero quiero llamar la atención de los Honorables colegas frente al hecho de que el Tribunal Constitucional, con fecha 25 de octubre del año 2007, declaró inaplicables los artículos 15 y 16 del decreto ley N° 2.695, porque resolvió que el título de dominio registrado con anterioridad prevalece al inscrito mediante las normas de dicho cuerpo legal, aunque hubiese pasado el año que en este caso se exige para que opere la prescripción..



Tengo en mis manos tal dictamen, y los señores Senadores lo pueden consultar. Supe de él porque en esta Sala se da cuenta de los fallos del Tribunal Constitucional. Este me llamó la atención y, por eso, solicité el texto en forma inmediata. Y ahí observé que se declaran inaplicables los artículos 15 y 16 del mencionado decreto ley, que constituyen la base de requerimientos planteados por algunas personas.



 Por lo tanto, el referido organismo se ha preocupado del tema, lo que se reafirma con mayor razón en el proyecto en análisis.



En consecuencia, mi voto será ampliamente favorable. 



Ojalá que todos puedan adquirir sus propiedades en forma legítima. El decreto ley 2.695 tuvo por objeto regularizar los bienes raíces que, a través de distintas sucesiones, se habían ido traspasando de un familiar a otro.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el decreto ley N° 2.695, más conocido como “de saneamiento de la pequeña propiedad raíz”, fue dictado en su época con la finalidad de regularizar una gran cantidad de inmuebles cuyos dueños no podían, entre otras cosas, acceder a créditos de diversas instituciones financieras.



Mediante dicha norma se pudo normalizar la posesión de muchas tierras en varias Regiones del país, cuyos propietarios en este momento tienen el carácter de legítimos.



Sin estar en contra del proyecto que nos ocupa, me merecen dudas algunas de sus disposiciones. Por ejemplo, el texto aprobado por la Comisión dice: “Sin perjuicio de lo anterior, no le serán aplicables las normas de la presente ley a los inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente en que el pago del impuesto territorial, en los casos que corresponda, reúna las características de regularidad y continuidad…”, lo que viene a derogar lo señalado por el inciso segundo del artículo 2°, el cual dispone: “No será obstáculo para el ejercicio de este derecho la circunstancia de que existan inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble”. Vale decir, si se demuestra la posesión no es necesario un título inscrito para adquirir el dominio del inmueble. 



Creo que esto restringe bastante lo preceptuado por el decreto ley N° 2.695, el cual perseguía la loable finalidad de regularizar alguna propiedad raíz cuando faltaren antecedentes.



Quiero llamar la atención sobre el hecho de que, por desconocimiento de este cuerpo legal, muchos habitantes de las provincias de Aisén y de Coihaique, por ejemplo, fueron despojados de sus propiedades, a pesar de ser legítimos poseedores, precisamente por lo del título inscrito.



Eso me merece dudas, nada más. Y espero que cuando se discutan las indicaciones correspondientes se puedan aclarar.



Yo no estoy en contra del proyecto, pero me preocupa que vayamos a colocar más exigencias o más requisitos a un decreto que ha sido bastante positivo para la regularización de la pequeña propiedad raíz.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Recuerdo que a las 18:30 se va a realizar el homenaje al General Director de Carabineros señor José Bernales. 



Restan ocho minutos para el término del Orden del Día.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el proyecto en debate fue analizado por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y corresponde a una moción del Senador señor Prokurica -quien asistió a sus dos sesiones-, además de representantes del Ejecutivo. 



Se resolvió dejar algunas materias para la discusión particular, con lo cual estuvo de acuerdo el autor de la moción. 



La idea central de la iniciativa es perfeccionar y proteger la propiedad, en el caso de aquellas personas que la tienen, y establecer básicamente que algunos preceptos del decreto ley N° 2.695 no serán aplicables a los bienes raíces cuyos propietarios mantengan al día el pago del impuesto territorial. Porque algunas personas, pese a haber  cancelado sus contribuciones, han  comprobado que otro sujeto ha inscrito una propiedad superpuesta a la de ellas.



Se trata de evitar los abusos producidos por la aplicación de aquel instrumento legal. 



Sin embargo,  ese decreto ley ha  sido muy eficaz no solo para que la gente pueda suscribir créditos, sino también para que en esos bienes raíces pudiesen conectarse servicios básicos. Ese fue el sentido social de su dictación. Porque, al no estar regularizados los títulos,  no podían acceder a luz, agua ni alcantarillado.



Por lo tanto, la moción apunta específicamente a garantizar y resguardar la propiedad privada. Y el Ejecutivo planteó la incorporación de algunas ideas, las cuales serán analizadas por el Senador señor Prokurica y por personeros del Gobierno para su perfeccionamiento. 



Por ello, me parece que en la discusión particular el texto del proyecto va a ser complementado y mejorado, porque su idea matriz apunta en el sentido correcto. 



En la Comisión de Medio Ambiente la idea de legislar fue aprobada en forma unánime y espero que en la misma forma sea acogida por la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente el proyecto que nos ocupa, porque modifica un decreto ley que si bien sirvió para regularizar la situación anómala en que se encontraban muchos predios, también se utilizó para la apropiación de pequeños terrenos por parte de empresas, particularmente en sectores rurales.



Además, lo voy a aprobar, porque es indispensable regularizar y establecer quiénes pueden efectivamente hacer uso de los derechos establecidos en el decreto ley N° 2.695. Ello, para evitar las apropiaciones indebidas de quienes, con pleno conocimiento y de mala fe, después de cinco años, ni siquiera pueden ser perseguidos penalmente. 



Por todo lo anterior, anuncio mi voto a favor, para evitar que aquellas situaciones ocurridas en el pasado se puedan repetir en el futuro.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como dijo el Senador señor Longueira, este proyecto fue tratado en la Comisión de Medio Ambiente, aunque no es de su especialidad lo relacionado con bienes raíces e inmuebles. También fue analizado durante mucho tiempo en la Cámara de Diputados.



El principio jurídico de propiedad tiene que prevalecer. No obstante, como la señora Ministra de Bienes Nacionales lo expresara en el informe de la Comisión, los requisitos planteados no van a ser los únicos medios de acreditación de la posesión. Porque también queremos evitar el hecho de que una persona que haya habitado y explotado un predio por décadas, de la noche a la mañana lo deba abandonar -como ha ocurrido muchas veces en la Región del Biobío-, porque alguien pagó un par de impuestos y se lo quitó.



Pienso que en ese caso la posesión efectiva del dominio de la tierra es un tema de principio. 



Yo voy a votar a favor, teniendo en cuenta el compromiso de la señora Ministra en el sentido de revisar el rol de los Conservadores de Bienes Raíces, donde hay un asunto pendiente, no solo por los ingresos que perciben estos profesionales, sino por el gran poder que acumulan por la información de que disponen. 



No me parece decente que, al legislar sobre esta materia, no nos preocupemos de hacer justicia sobre quien legaliza la inscripción de una propiedad y gana mucho dinero por ello. Además, siempre allí quedan en desmedro los débiles frente a los poderosos, por la no accesibilidad al registro y por los montos cobrados. 



Múltiples empresas forestales han aplicado el sistema que ahora se pretende evitar. O sea, ellos inscriben, provocan la superposición y luego pagan el impuesto. Eso ha pasado en múltiples ocasiones con comunidades indígenas en la provincia de Arauco. Ellas tenían la posesión del predio, pero con una inscripción cuyos deslindes no eran exactos, por no haber geógrafo ni satélite para determinarlos con exactitud. Las empresas pagaban los impuestos por una inscripción superpuesta, luego hacían el deslinde y los propietarios menores -particularmente comunidades mapuches- quedaban sin predios.



En tal sentido, dejo constancia de que mi voto favorable se sustenta, en estricto rigor, en el compromiso de la Ministra Romy Schmidt en los siguientes aspectos:



“1.- Establecer la prohibición de enajenar o gravar inmuebles que se encuentren en proceso de regularización, mientras subsistan las acciones para reclamar del procedimiento.



2.- Eliminar la exigencia de requerir al Servicio de Impuestos Internos determinados antecedentes que en la actualidad pueden obtenerse válidamente por medios electrónicos.”. 



Eso facilita el acceso a documentación de gente más modesta.



“3.- Incorporar dentro de los medios de notificación uno que considere los avisos radiales, a objeto de recoger la particular realidad del mundo rural.”. 



Cuando se publican los avisos en periódicos de circulación nacional la gente del campo no tiene ocasión de leerlos. La radio es su medio de comunicación. Y ellos tienen derecho a conocer este tipo de notificaciones para poder reclamar.



“4.- Complementar el artículo 22 del decreto ley N° 2.695, de 1979, estableciendo que en el caso que se hubiere recurrido a la vía judicial, y esta termine por abandono de procedimiento, el juez de la causa devuelva, de oficio, el expediente al Ministerio de Bienes Nacionales, a objeto de continuar con el procedimiento administrativo. Ello por cuanto en la materia, la jurisprudencia no ha sido uniforme.



“5.- Establecer que la oposición a la solicitud se pueda ejercer desde que la misma se acoge a tramitación, y hasta un plazo de 60 días hábiles contados desde que se efectúa la publicación de la resolución que la acogió, y”. 



O sea, son 60 días hábiles desde que se acoge, más el tiempo de la difusión por radio y no solo por medios escritos, ya que los campesinos no leen diarios.



“6.- Precisar que el patrocinio y representación del Ministerio, al que está obligado ante los tribunales de justicia para el peticionario de escasos recursos, pueda ser desistido por el Ministerio en caso de que el oponente cuente con un mejor derecho.”. 



Tal situación también avala la protección de los más débiles en caso de litigio por posesión de tierras. 



En ese entendido, y bajo dicho contexto, voto a favor. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Me van a permitir que, desde la testera, haga una pequeña y sola reflexión sobre la materia: en verdad estoy convencido de que, pese a todo lo que se quiera decir, lo más seguro es la teoría de la propiedad inscrita. Ojala que ella vaya acompañada de la posesión. 



Debemos tomar todos los resguardos, pues no cabe duda de que el débil tiene que ser el más protegido.



--Se aprueba en general el proyecto, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 4 de agosto. 

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 



Del señor ALLAMAND: 



A la señora Subsecretaria de Marina, al señor Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de Los Ríos y al señor Alcalde de Lago Ranco, pidiéndoles pronunciamiento sobre DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DE PROYECTO “INSTALACIÓN DEL SERVICIO DE ALCANTARILLADO Y TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS DE LA LOCALIDAD DE LAGO RANCO”.


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro del Interior, solicitándole establecer PRIORIZACIÓN DE PRODUCTO CERTIFICADO EN SERVICIOS PÚBLICOS CON CALEFACCIÓN O COCCIÓN DE ALIMENTOS A LEÑA, a la señora Ministra de Agricultura y al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, recabándoles su opinión sobre APOYO ECONÓMICO PARA SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE LEÑA, y al señor Director Nacional del INP, para que considere SITUACIÓN PREVISIONAL DE SEÑOR SIGNIFREDO SEGUNDO MONJE CARRASCO.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Hacienda y de Transportes, dándoles a conocer DIVERSAS PETICIONES DE CARÁCTER FINANCIERO DE GREMIOS DE TRANSPORTE URBANO Y RURAL DE AISÉN, y a los señores Subsecretario de Pesca y Director Nacional de SERNAPESCA, solicitándoles información respecto de AUTORIZACIÓN DE CONSULTORÍA PARA ORGANIZACIÓN GREMIAL DE PESCADORES ARTESANALES DE UNDÉCIMA REGIÓN.



Del señor NÚÑEZ:



A la señora Subsecretaria de Marina, pidiéndole ACTUALIZACIÓN DE NÓMINA OFICIAL DE CALETAS DE PESCADORES ARTESANALES e información sobre CONCESIONES MARÍTIMAS EN LITORAL, ambos de provincia de Huasco (Tercera Región).


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Minería, solicitándole AUDIENCIA PARA REPRESENTANTES DE ASOCIACIONES MINERAS DE SAN FELIPE, CATEMU, PUTAENDO, CABILDO Y PETORCA.
)-----------(

HOMENAJE EN MEMORIA DE GENERAL DIRECTOR DE CARABINEROS, 

SEÑOR JOSÉ ALEJANDRO BERNALES RAMÍREZ, Y COMITIVA,

RECIENTEMENTE FALLECIDOS
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Antes de conceder el uso de la palabra a los señores Senadores que en nombre de la Corporación intervendrán, debo precisar que, por acuerdo unánime de los Comités y, de alguna manera, acogiendo el clamor popular que se desbordó en las calles de Santiago y a lo largo de todo Chile durante los días posteriores a tan tristes pérdidas, el Senado rinde hoy este merecido homenaje al General señor José Alejandro Bernales, a los Comandantes Orozco y Tapia y al Capitán Fuenzalida. 



En ese sentido, nuestra Corporación, en nombre de la nación toda, realiza tal reconocimiento; y para ello cada Comité ha designado un señor Senador que lo representará.



En primer lugar, tiene la palabra el Honorable señor García, en nombre del Comité Renovación Nacional. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, prudencia, justicia, templanza, fortaleza, dignidad humana, protección de la vida, principio de proporcionalidad, secreto profesional, honestidad profesional, imparcialidad profesional, lealtad a la misión y honor de carabinero. 



Así se definen los valores y principios del “ser profesional” de Carabineros de Chile. Al repasarlos uno a uno, podemos concluir que el General Director de Carabineros don José Alejandro Bernales Ramírez (Q.E.P.D.) encarnó cada uno de ellos, haciendo de su vida profesional un ejemplo que perdurará por siempre en su amada institución. 



Señor Presidente, señoras Senadoras, señores Senadores, señor General Director de Carabineros, don Eduardo Gordon, y comitiva institucional; familias del ex General Director don Alejandro Bernales y de su señora Teresa Bianchini; familias del señor Teniente Coronel don Óscar Tapia Bacigalupo y de su señora Carolina Reyes; familia del señor Teniente Coronel don Ricardo Orozco Ugalde; familia del señor Capitán don Mauricio Fuenzalida Ayala, señoras y señores: 



Me dirijo a ustedes, por especial misión que me han encomendado los Senadores de Renovación Nacional, para rendir sentido homenaje de admiración y gratitud a la vida y obra del General Director de Carabineros don José Alejandro Bernales Ramírez, fallecido trágicamente en un accidente aéreo en la ciudad de Panamá, en cumplimiento de una visita institucional. 



Murió junto a su esposa, señora Teresa Bianchini Frost, con quien le unía un amor sincero y hermoso, dejando tres hijos, Alejandro Javier, Cristián Antonio y Francisco Tomás, nueras y nietos. 



Les unía además una profunda fe en Dios, una activa participación en la Iglesia Católica, preparando parejas de novios para el matrimonio, entre otras tareas religiosas, y les unía también el mismo amor por Carabineros de Chile, ya que la señora Teresa presidió la Corporación de Ayuda a la Familia de Carabineros, realizando una intensa labor social y humanitaria, llegando a crear un centro de rehabilitación integral para hijos de Carabineros, establecimiento líder en la recuperación y estimulación de niños con discapacidad o capacidades diferentes, que los limitan en su crecimiento, castigando la calidad de vida que todo niño merece. 



Dejó de existir junto a sus camaradas de armas el Teniente Coronel Ricardo Orozco Ugalde, el Teniente Coronel Óscar Tapia Bacigalupo y el Capitán Mauricio Fuenzalida Ayala. También perdió la vida la señora Carolina Reyes, esposa del Teniente Coronel Óscar Tapia.



La tragedia de Panamá, que llevó de la vida terrenal a personas tan queridas y de virtudes ciudadanas tan notables, inundó al país de un profundo dolor y a Carabineros de Chile, de una tristeza difícil de superar. 



El día del fatal accidente me encontraba en mi oficina en Temuco, la que se ubica a solo media cuadra de la Jefatura de la Novena Zona de Carabineros de Chile. Confirmada la muerte del General Bernales, me dirigí de inmediato hasta dicha jefatura para expresar mi pésame. Durante el trayecto, vi a muchos carabineros con lágrimas en sus rostros, expresión de la conmoción que el hecho provocó en cada uno de los integrantes de la Institución, sin excepción. 



Hoy, los Senadores de Renovación Nacional, reiteramos a todos los familiares de las personas fallecidas nuestros sentimientos de afecto y dolor por el duelo que les aflige, nos unimos en íntima oración por el eterno descanso de las almas que Dios llamó a su lado, pidiendo asimismo que otorgue cristiano consuelo a todos sus seres queridos y a la noble institución de Carabineros de Chile. 



Pedimos igualmente para que se agilice la investigación que debe determinar las causas de la tragedia aérea. Estoy seguro de que ello traerá mayor tranquilidad a las familias y a Chile entero. La verdad de lo ocurrido es indispensable para encontrar la necesaria paz, ante tan dolorosa partida. 



Señor Presidente, señoras Senadoras, señores Senadores, invitados especiales, conocí al General Bernales durante el ejercicio de la jefatura de la Novena Zona de Carabineros de Chile, Región de La Araucanía. Allí aprendí de sus valores y principios; conocí su templanza y apego estricto al Estado de Derecho. No fue fácil su misión en nuestra Región; sin embargo, con constancia y profesionalismo, logró desarticular la organización denominada “Coordinadora Arauco Malleco”, cuyos principales líderes cumplen condena por incendios terroristas en la Octava y Novena Regiones. 



El 28 de noviembre de 2003, el General Bernales dejó la jefatura de la Novena Zona para asumir otra delicada y difícil misión: la Dirección de Inteligencia Institucional. Dos años más tarde fue nombrado General Director de Carabineros, cargo que ejerció con orgullo y humildad, con energía y prudencia, con mucha cercanía a su gente; con toda razón la prensa dijo: “Sangre verde corre por sus venas”; una manera de definir su alto profesionalismo y su absoluto compromiso con el éxito de la institución y con la seguridad de la ciudadanía. 



Fuerte es el eco en nuestros oídos de una de las muchas frases que lo retrataban: “No se me va a caer una estrella, si en un momento se me caen las lágrimas.”. Porque así era la cercanía con su gente, y porque así era el dolor que sentía cuando uno de los suyos encontraba la muerte en cumplimiento de su deber.



El General Director de Carabineros don José Alejandro Bernales Ramírez fue un hombre de excepción, un Carabinero de honor, un servidor público ejemplar, un chileno que demostró con hechos su profundo y sincero amor por Chile.



Por ello, los homenajes se multiplican a lo largo y ancho del territorio nacional.



Tengo en mis manos copia de una carta del Senador señor Romero dirigida a la señora Presidenta de la República, mediante la cual solicita que en la ciudad de Los Andes -donde el General prestó sus primeros servicios en la Institución y conoció a su esposa, señora Teresa Bianchini-, el primer puerto terrestre de Chile próximo a ser inaugurado, lleve el nombre “Puerto Terrestre General Director de Carabineros José Alejandro Bernales”. Esperamos que esta iniciativa prospere. Así como esperamos también que las acciones que busquen tributar homenaje en memoria del General Bernales y su esposa se materialicen con prontitud.



Al concluir, permítanme recordar la primera estrofa del himno de Carabineros de Chile:



“Orden y Patria es nuestro lema,



la ley espejo de nuestro honor;



del sacrificio somos emblema



Carabineros de la Nación.”.



General Bernales, sepa usted que todo Chile reconoce que el orden y la patria fueron su lema; el cumplimiento de la ley fue su honor; el sacrificio máximo lo llevó a la eternidad. Es usted un nuevo mártir de Carabineros de Chile, un nuevo héroe de la patria.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, señora Senadora, señores Senadores, señor General Director de Carabineros, familiares del General Bernales y de la comitiva que lo acompañaba en su viaje, quienes han vivido momentos muy duros, al igual que todo Chile. 



No es fácil para mí hoy día hablar del General Bernales.



Lo hago en nombre propio y en representación de la Democracia Cristiana.



Aún están vivas en nuestra memoria las imágenes, las palabras y los reconocimientos con que sus restos fueron despedidos recientemente junto a los de su esposa y de toda la comitiva que lo acompañaba en Panamá.



Parece imposible decir algo que no se haya dicho. 



Por ello, hoy he querido dirigir estas palabras de homenaje al General Bernales, recogiendo lo que ya mucho hemos escuchado o visto. No habrá, entonces, ocasión para sorprenderse con este tributo. Porque lo verdaderamente admirable es constatar cómo un hombre sencillo, un esposo, un padre cariñoso y un Carabinero dedicado fue capaz de llegar tan profundo en el alma de un pueblo, en el alma de Chile.



Por eso, por haber sido un servidor público destacado y querido, hoy el Senado también le rinde un homenaje. 



Muchos de los que estamos aquí tuvimos el privilegio de conocerlo y pudimos trabajar con él. Nos unía un afán común: la lucha contra el delito y el hacer de este país un lugar más tranquilo.



Como herencia, el General Alejandro Bernales deja una Institución que avanza a paso firme en el cumplimiento de su misión; querida y respetada, profesional y eficaz, cercana a la ciudadanía. Así lo demuestran las últimas encuestas, que ubican a Carabineros como una de las instituciones más confiables de la sociedad.



Tras esa valoración ciudadana hay una valiosa organización que ve coronados sus esfuerzos por acercarse y comprender a la comunidad, y que ha exhibido el liderazgo para guiar este proceso.



Vale la pena resaltar que no solo en Chile se ven los frutos de esa reputación. Cuando fui Ministra de Relaciones Exteriores me sentía inmensamente orgullosa cada vez que nos pedían cooperación, y la primera solicitud siempre era que nuestros Carabineros pudieran ayudar a las policías de los distintos países de la región.



Y me sentía más orgullosa aún al saber que, en muchas ocasiones, con motivo de las recomendaciones que se daban a jóvenes extranjeros que deseaban venir a Chile, además de interiorizarlos acerca de los lugares atractivos del país, del clima, etcétera, les advertían especialmente: “Si te detiene algún Carabinero, no se te ocurra ofrecerle dinero, porque irás preso”. 



¡Por Dios, señor Presidente, señora Senadora y señores Senadores, qué orgullosa me sentía cuando hacían esa afirmación!



Podemos señalar, entonces, que este líder deja a Carabineros y a los chilenos un gran legado.



Por un lado, el Plan Estratégico Bicentenario, carta de navegación que establece políticas claras con miras al 2010. 



Este plan propone enfrentar la victimización delictual con un enfoque innovador. Esto significa enfatizar la capacitación del personal, la incorporación de nuevas tecnologías en la labor preventiva, el fortalecimiento de la gestión con indicadores de eficiencia orientados a la obtención de resultados, como es la reducción de la victimización.



Son también parte de este legado la incorporación de conceptos que han sido más propios del mundo privado. Me refiero, por ejemplo, a la lógica de servicios de calidad al usuario, que ha permitido la puesta en marcha de programas que implican la permanencia de efectivos policiales en los barrios, como el delegado comunitario y los vigilantes del Plan Cuadrante. También la apertura de la Institución hacia la comunidad, que ha posibilitado, incluso, que sea ella la que evalúe a sus unidades policiales.



Sin embargo, nos parece que las virtudes del General Bernales no solo alcanzaban el ámbito estrictamente profesional. Él era un hombre creyente, un esposo enamorado, un padre querido y un jefe preocupado de las personas con las que trabajaba. Su labor como guía de encuentros matrimoniales, las iniciativas para la socialización con sus carabineros, su preocupación  por sus funcionarios y sus familias, nos hablan de la esencia profundamente cristiana del General Alejandro Bernales.



Estuvo allí, sacando la voz para defender a los suyos, cuando algún carabinero resultó muerto o herido. Estuvo allí para acompañar a sus viudas y huérfanos. Y, en sus últimos días, lo vimos compartiendo un café y dando apoyo a los carabineros que hacían frente a la emergencia en Chaitén.



Por ello, su despedida y la de toda su comitiva fue desbordada de tanto afecto espontáneo, de tanto cariño retribuido.



El General Bernales representó a cada chileno al acompañar los restos de muchos carabineros que honraron con su vida el servicio.



Pues bien, al momento de su partida, todos los chilenos y chilenas representaron el sentimiento de la Institución completa en calles, plazas y esquinas.



El testimonio de vida del General Bernales es señero en la forma como los cristianos debemos entender el servicio público.



Ya lo decía el Cardenal Silva Henríquez:



“El pueblo chileno es un pueblo muy noble, muy generoso y muy leal.



“Se merece lo mejor. A quienes tienen vocación o responsabilidad de servicio público les pido que sirvan a Chile, en sus hombres y mujeres, con especial dedicación.



“Cada ciudadano debe dar lo mejor de sí para que Chile no pierda nunca su vocación de justicia y libertad.”.



Estimados Senadores y familiares de las víctimas, quiero hacer propicia esta instancia para rendir un justo tributo a todas las autoridades del sector Defensa, que han tenido la responsabilidad de apoyar la continuidad institucional de Carabineros en momentos tan difíciles.



En este proceso han rescatado lo mejor de la experiencia del General Bernales y han combinado aquello con una mirada prospectiva, de continuidad, liderazgo y eficacia del nuevo Alto Mando. Como Senadora, tuve la ocasión de conversar con el General Gordon en muchas oportunidades.



Hombres como el General Bernales nos animan a cumplir nuestro rol con el máximo rigor, en beneficio de los chilenos y chilenas que han delegado en nosotros sus sueños, sus anhelos y sus esperanzas de hacer de esta patria un lugar más justo, más humano y en paz.



Por ello, solo podemos honrar su testimonio sirviendo mejor a Chile, entregando excelencia en nuestro trabajo y recordando que los cristianos, los humanistas y los buenos hombres y mujeres entregan a su patria lo mejor de sí, se esfuerzan siempre por nuestro país y tienen como norte su bien superior.



La labor profesional y humana del General Bernales da testimonio de aquello en todos los aspectos de su vida.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el turno del Comité Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, señores Senadores, la ciudadanía quedó conmocionada por la muerte, en un accidente aéreo en Ciudad de Panamá, del General Director de Carabineros don José Bernales Ramírez, de su esposa, señora Teresa Bianchini Frost, y de los miembros de la comitiva que los acompañaba: Comandante Oscar Mario Tapia Bacigalupo y su esposa Carolina Reyes Cruz, Comandante Ricardo Javier Orozco Ugalde y Capitán Mauricio Fuenzalida.



Las muestras de dolor y de afecto colectivo que todos observamos en sus funerales -como se ha recordado aquí- fueron la reacción espontánea de nuestro pueblo ante la muerte de un hombre, de un Carabinero, de un profesional, cuyos méritos personales y técnicos trascendieron a la Institución.



El General Bernales -qué duda cabe- fue un profesional de natural inteligencia, a la que unía una sólida formación especializada en Ciencias Policiales y Seguridad Pública. Pero fue más que eso: entendió que las competencias que requería un oficial de Carabineros para cumplir a cabalidad con su liderazgo exigían estar al tanto no solo de los nuevos conocimientos sobre la especialidad policial, sino también de otras disciplinas, particularmente las relacionadas con las personas, como la Gestión de Recursos Humanos y la Inteligencia Emocional.



En una de sus declaraciones a la prensa, demostrativa de cómo entendía el mando, expresó lo siguiente:



“Usar uniforme no implica ser mal genio o que uno se sienta con un poder enorme... Cuando hablo de humanizar el mando lo digo basado en los valores, en la doctrina, junto con la disciplina y la jerarquía. Así, cualquier Jefe dentro de la escala puede mandar, pero sin pasar a llevar a los demás. Creo que en todo esto la inteligencia emocional me ayuda mucho”.



Y, como recordó un Honorable colega, también afirmó: “No se me va a caer una estrella si en un momento se me caen las lágrimas y tampoco se me cae una estrella cuando tengo que dar a alguien de baja.”.


Fue un Jefe moderno respecto a cómo entendía y practicaba las complejidades de la gestión en Carabineros. Combinó sus conocimientos teóricos y su experiencia con el uso de las nuevas tecnologías de la información y de las comunicaciones.



Modernizó la gestión en Carabineros, incorporando, entre otras medidas, indicadores de gestión, cumplimiento de metas y cuentas públicas a la comunidad, a lo que ya estamos acostumbrados los Senadores.



Manejaba sus computadores, utilizaba las planillas Excel y recurría -como Sus Señorías lo saben- a una pantalla de plasma que le permitía realizar videoconferencias con cuarteles de Carabineros en distintas zonas del país.



La verdad es que a veces parecía el presidente de una gran empresa, aunque él decía: “No somos una empresa, pero vamos a ser la mejor.”.



Tenía una gran meta: “El Carabinero del Bicentenario”, al que definía como “un profesional probo, muy inserto en la comunidad. Tiene que utilizar la tecnología. Tiene que proyectarse hacia el futuro. La visión institucional que tengo es de primer nivel en el orden nacional e internacional, inspirada en valores como vocación de servicio, disciplina, honradez, lealtad, valentía, tolerancia e imparcialidad. Quiero que todo nuestro personal sea poseedor de un profundo respeto por las personas.”.


Otra dimensión de la personalidad del General José Bernales fue su preocupación por todos quienes se hallaban vinculados a Carabineros de Chile, particularmente por los que eran víctimas de la lucha contra la delincuencia, y sus familiares. Siempre estuvo con ellos; es decir, no solo en el momento de sus funerales o de su ingreso al sistema hospitalario, sino también con posterioridad, cuando los familiares de las víctimas, esposas e hijos experimentan con amargura la profundidad de la ausencia. En esos actos lo acompañó siempre su esposa la señora Teresa Bianchini, quien, entre otras tareas, ejerció la presidencia de la Corporación de Ayuda a la Familia de Carabineros, y creó el Centro de Rehabilitación Integral para Hijos de Carabineros. Quienes conocieron a la señora Teresa, la calificaron como “una mujer encantadora, excelente madre de sus tres hijos, una persona muy querida, solidaria e íntegra”.



El General Bernales fue un hombre cercano a la gente, qué duda cabe. Con sencillez, alternaba con todos aquellos que se le acercaban o con quienes debía tratar. Y Sus Señorías lo saben muy bien.



Antes de asumir la Dirección de Carabineros, le correspondió desempeñar el mando en la difícil Región de La Araucanía -que representamos algunos Senadores-, el que ejerció con autoridad y éxito. Al respecto, debo recordar que desarticuló la Coordinadora Arauco Malleco, organización de mapuches que realizó actos de violencia y daños a la propiedad, como una forma de luchar equivocadamente por sus reivindicaciones.



Permítanme manifestar que no deja de ser significativo que uno de los dirigentes mapuches, sin renunciar a sus demandas, haya formulado  declaraciones elogiosas, durante sus funerales, respecto al rol que cumplió el General Bernales en aquella oportunidad, valorando su disposición al diálogo y a la negociación.



En esa misma Región le correspondió participar en la implementación, como plan piloto, de la Reforma Procesal Penal -como bien se recordó-, y crear, además, la Unidad Integral Investigativa para conocer los delitos de connotación social en coordinación con el Ministerio Público.



Honorables colegas, deseo hacer referencia a quienes integraban la comitiva del General José Bernales y su esposa. Me refiero al Comandante Oscar Mario Tapia Bacigalupo y a su esposa, Carolina Reyes Cruz, al Comandante Ricardo Javier Orozco Ugalde y al Capitán Mauricio Fuenzalida.



Ellos fueron destacados oficiales que han recibido el cariño y el reconocimiento de sus pares. Ellas, las señoras Teresa y Carolina, fueron nobles mujeres que supieron enfrentar con valor ser compañeras de quienes cumplen una función exigente durante extensas jornadas de trabajo y con evidentes riesgos.



A sus familiares, particularmente a sus viudas, señoras Carmen Gloria Ubilla de Orozco y Catalina Villegas de Fuenzalida, y a sus hijos, les hago llegar mis condolencias, en nombre del Partido Por la Democracia, al cual pertenezco.



El General José Bernales Ramírez fue un hombre íntegro, un profesional innovador, un Jefe ecuánime, quien, por su inteligencia, conocimientos y preocupación por sus subalternos, era poseedor de prestigio y autoridad indiscutibles.



Fue, asimismo, un ciudadano ejemplar. Reunía  en alto grado las competencias necesarias para desempeñar el difícil cargo de General Director de Carabineros.



A ese hombre ejemplar rindo homenaje en nombre de mi colectividad. Y hago llegar nuestras sentidas condolencias a sus hijos, Alejandro Javier, Cristian Antonio y Francisco Tomás. Ellos tienen en sus padres un gran ejemplo a seguir.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila, representante del Partido Radical, en el tiempo del Comité Mixto.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, Honorables colegas:



El Partido Radical también se asocia a este homenaje. Pero lo consagramos al ser humano de carne y hueso, no al héroe mítico construido por los medios a partir de un accidente lamentable.



Ampliamos nuestro reconocimiento a todas las víctimas de aquel hecho luctuoso. Les hacemos llegar a sus deudos el más sincero sentimiento de pesar.



Concretamente, vayan nuestras condolencias a las familias Bernales Bianchini y Tapia Reyes. También, a la esposa e hijos del Teniente Coronel Ricardo Orozco, y a la esposa e hijo del Capitán Mauricio Fuenzalida.



Particularmente, no tengo recuerdo de un suceso en que el fenómeno televisivo haya sacudido con tan arrolladora fuerza el lado emocional de la población. No solo el conjunto de la sociedad sino que además todas las instituciones del país sucumbieron a una suerte de catarsis colectiva. Ahí están los tres días de duelo nacional para confirmarlo.



Soy consciente del riesgo que involucra tomar distancia del estremecimiento generalizado que produjo la inclemente descarga mediática.



De mis palabras, nadie intente desprender falta de sensibilidad. Al contrario: hay sensibilidad, y mucha, pero dirigida a la Institución y a todos sus miembros por las pérdidas humanas que han debido lamentar.



Tan valiosa es la vida del más modesto efectivo de Carabineros que muere en actos de servicio como la de su General Director. Uno y otros han ido tejiendo el devenir institucional hecho carne en la historia de la república.



Parafraseando a Nicanor Parra, podemos expresar, entonces, que todos los auténticos servidores públicos, por el solo hecho de morir, son héroes.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Letelier, en representación del Comité Socialista.

El señor LETELIER.-  Señor Presidente, estimados colegas; familiares del General José Alejandro Bernales, del Comandante Ricardo Orozco, del Comandante Óscar Tapia y de su señora, Carolina Reyes, y del Capitán Mauricio Fuenzalida; General Director de Carabineros, don Eduardo Gordon, y comitiva institucional:



En representación de los Senadores del Partido Socialista de Chile, me ha tocado intervenir en este acto en que la Cámara Alta rinde homenaje al extinto General Director de Carabineros José Bernales y esposa, al Comandante Orozco, al Comandante Tapia y señora, y al Capitán Fuenzalida, fallecidos recientemente en Panamá mientras cumplían funciones propias de su Institución.



Sin lugar a dudas, la muerte del General Bernales y de su comitiva tocó muy profundamente a todas las chilenas y chilenos, quienes a lo largo y ancho del país izaron nuestra bandera a media asta y concurrieron por miles a las comisarías, tenencias y retenes, por más lejos de sus hogares que estuvieran, para entregar sus condolencias a los funcionarios de Carabineros que se encontraban en tales recintos.



Chile se unió, dejando de lado las diferencias políticas y las diferencias sociales, para decir adiós al General Bernales.



Los carteles con expresiones como “General del pueblo”, “Un buen General”, “Luchador contra la delincuencia”, que la gente espontáneamente levantó al paso de su féretro, demuestran el cariño y aprecio que le tenían los chilenos y chilenas.



Como parte de nuestro pueblo, los socialistas no estuvimos ausentes de ese sentimiento de gran pesar, que hoy, a más de un mes de ocurrida la tragedia, reiteramos a sus familiares y colegas de la Institución presentes hoy en las tribunas de esta Alta Cámara.



Señores Senadores, señoras Senadoras, si hay algo que nos explica tales muestras de dolor, admiración y cariño dadas por toda la comunidad nacional, inéditas en nuestro país, son la gran personalidad del General Bernales y la cercanía que alcanzó con su pueblo durante su mandato como General Director de Carabineros.



En efecto, a la cabeza de su querida Institución, ejerció el mando evidenciando un gran carisma, un tremendo liderazgo, pero, sobre todo, mostrándose como un General de carne y hueso -así lo han señalado aquí varios Senadores- que sufría cuando uno de los suyos resultaba herido o era asesinado y que no temía expresar con lágrimas su gran pesar e impotencia.



Todo eso nos demostró a los chilenos que estábamos en presencia de un General distinto: un General de gran humanidad, con caridad cristiana, sensible y muy abierto.



Pero, al mismo tiempo, era un General con carácter y coraje para enfrentar los desafíos, y muy especialmente las agresiones y asesinatos perpetrados contra funcionarios de su Institución; un General comprometido no solo con la modernización de Carabineros de Chile, con el proyecto destinado a crear la Institución para el Bicentenario, sino también con la lucha contra la delincuencia.



Para el General Bernales, servir a la comunidad era un objetivo de vida. Y así actuó a lo largo de toda su existencia como uniformado.



Por tal motivo, durante su gestión como General Director se preocupó especialmente por hacer de Carabineros una institución confiable y cercana a los chilenos, sobre todo a los más modestos, a aquellos que más requerían sus servicios.



Todo eso transformó al General Bernales en un hombre respetado e incluso querido por la gran mayoría de sus compatriotas -hecho no menor-, ya que durante su mandato promovió e inculcó en su gente el valor del respeto a los derechos de todos los ciudadanos, haciendo a un lado a los funcionarios involucrados en actos reñidos con la ley.



Chile perdió a un gran servidor público. La memoria y el legado del General Bernales no son patrimonio solo de su Institución, sino de todos los chilenos.



Tal como lo señaló la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, con ocasión del fallecimiento del entonces General Director, “Es muy valioso para el país que una institución policial haya alcanzado tal grado de compenetración con la gente como ha hecho Carabineros de Chile, que hoy es la expresión del Derecho, de la defensa de la Ley y de los valores que dan sentido democrático”.


Los Senadores socialistas, sinceramente, reconocemos y valoramos la senda del General Bernales, quien entregó todo por su Institución y por asegurar a los chilenos protección, tranquilidad y paz.



A sus familiares, especialmente a sus hijos, quienes enfrentaron con hidalguía la dura experiencia de la tragedia ocurrida, les expresamos desde aquí nuestro más profundo sentimiento de solidaridad y respeto.



Nos sumamos a la demanda, al reclamo, al deseo de que las investigaciones arrojen cuanto antes todos los antecedentes que se requieren para tener plena tranquilidad.



Obviamente, sabemos que el legado del General Bernales se plasmará en los cientos de jóvenes que año tras año ingresan a la Institución. Su consigna de no descansar hasta dar con los asesinos de carabineros y derrotar a la delincuencia es el sello que seguirán los que están hoy y los que vendrán mañana. 



Carabineros continuará siendo una institución confiable para la inmensa mayoría de los chilenos. Y eso lo debemos en gran parte a la semilla que sembró el General José Alejandro Bernales Ramírez.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas)
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el turno del Comité Independientes, tiene la palabra el Honorable señor  Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, señoras Senadoras, señores Senadores, señor General Director de Carabineros y comitiva institucional que lo acompaña, familiares de las víctimas:



Nos convoca el día de hoy el propósito de tributar un sentido homenaje a un General ejemplo de servidor público que dirigió a Carabineros de Chile con tanta distinción y altruismo, liderazgo que lo llevó a ser uno de los eslabones más importantes para colocar a esa respetada Institución en el sitial que hoy conocemos.



Muy pocas veces en nuestro país hemos visto cómo miles de compatriotas han llorado la pérdida de alguien considerado en forma espontánea como líder positivo. Es el caso del extinto General Director de Carabineros don José Alejandro Bernales, quien pereció en un lamentable accidente junto a su esposa, señora Teresa Bianchini Frost, y a los miembros de la comitiva que los acompañaba: Teniente Coronel don Óscar Tapia, Comandante don Ricardo Orozco, Capitán don Mauricio Fuenzalida y señora Carolina Reyes.



La ciudadanía pudo darse cuenta de cómo una persona con dotes innegables, excelente hombre, Carabinero, General intachable, incansable en la búsqueda de un país más ordenado y justo, nos dejó en circunstancias tan dolorosas. 



Los chilenos apreciamos al auténtico servidor público. Conocemos sus sacrificios, su entrega y su profesionalismo en el combate contra la delincuencia.



Valoramos asimismo el Plan Cuadrante y otras medidas asumidas por el General Bernales, a quien merecidamente, en forma póstuma, se le reconoce como “El General del pueblo”. Y esperamos que así sea recordado siempre.



Bajo su liderazgo profundizó la modernización institucional de Carabineros; se preocupó permanentemente por mantenerlo como una institución confiable y vecina a la comunidad, y reflejó, igualmente, su ansiedad por brindarle seguridad a toda la gente.



Ante la tragedia, en forma natural, como si se tratara de una parte de sus familias, a lo largo de todo el país, de norte a sur, miles de chilenas y chilenos izaron a media asta la bandera nacional en sus hogares y en sus lugares de trabajo. 



Aún recordamos las imágenes de la gente que se acercaba al carabinero más cercano para estrecharle la mano y expresarle así su conmoción y su pésame.



Carabineros de Chile es hoy la expresión del Derecho y de la defensa de la ley. La Institución le debe al General Bernales el ser hoy más profesional, más eficiente y más cercana a la gente. Su trayectoria le permitió alcanzar un gran conocimiento de aquella, de su problemática y de sus desafíos. Asimismo, su cercanía con la comunidad le posibilitó dar solución a los requerimientos de esta. Los diversos compromisos que asumió contribuyeron a su extenso conocimiento del país, de sus regiones y de las necesidades de la ciudadanía.



No solo la Región Metropolitana fue testigo de los avances promovidos por el General Bernales, ya que todas las Regiones, incluso las más alejadas, fueron incluidas en el Plan Cuadrante y en el proceso de modernización de la tantas veces mencionada institución policial.



A modo de testimonio, citaré las propias palabras del General Bernales cuando afirmó: “Carabineros de Chile ya no es el mismo, pues cambiamos, para hacer frente con más energía, ímpetu y sobre todo profesionalismo a aquellos que pretenden quebrantar la paz social y la tranquilidad de la ciudadanía”. Y añadió: “Tenemos certeza en el trabajo conjunto, en que una verdadera alianza vecino-carabinero es la fórmula que permitirá contar con espacios públicos seguros y desarrollar una vida en comunidad en armonía y en paz”.



Señor Presidente, hemos perdido a un gran servidor público, a un gran General, a un gran hombre. Y creemos que el mejor homenaje que se le puede rendir al General Bernales es prolongar su trabajo y sus enseñanzas, para que su Institución pueda servir a la patria de la mejor forma posible.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente; señoras Senadoras y señores Senadores; mi muy estimado amigo Eduardo Gordon; queridos familiares del General Bernales y de los miembros de la comitiva que lo acompañaba en el momento del accidente:



En representación de los Senadores de la Unión Demócrata Independiente, tengo el privilegio de participar en el homenaje que el Senado de la República les rinde al General señor Alejandro Bernales y a los integrantes de la comitiva que lo acompañaba cuando se produjo el fatal accidente; homenaje que, ciertamente, quedará impreso en la historia de esta Corporación; homenaje originado en un hecho triste, penoso, pero de toda justicia en su fondo.



“Los grandes Generales no mueren, sólo sus cuerpos se desvanecen”. Esta antigua frase de la cultura militar alude a la huella ejemplar que personalidades de excepción dejan como legado a sus instituciones y a sus comunidades. 



Es el caso de José Alejandro Bernales Ramírez, General Director de Carabineros de Chile, cuyo trágico deceso conmovió a todo nuestro país. Y el pueblo chileno, intuitivo como es, percibió que la muerte le había quitado a un varón excepcional.



Al enterarse del suceso, surgieron en la memoria colectiva las conductas, lealtades, corajes y firmezas que le habían visto mostrar desde el más alto cargo de Carabineros de Chile, institución a la que el mismo pueblo califica como “la más abnegadamente servicial”. 



Y la gente se estremeció ante la pérdida de un hombre de esa jerarquía.



Pero los hombres de esa jerarquía no se improvisan. Y, por lo tanto, una somera referencia a los distintos pasos que marcaron su vida servirá para hacer justicia y justificar el sentido de este homenaje en el Senado de la República.



José Alejandro nació en Santiago el 29 de enero de 1949, en un luminoso día de verano capitalino. Luego de recibir en su hogar una formación cristiana y humana que le permitió ingresar a la Escuela de Carabineros de Chile a comienzos de 1970, egresó de ella el 16 de enero de 1972, tras superar con éxito las duras exigencias que demanda la formación de los futuros oficiales durante sus dos años en el alma máter institucional.



El inicio de su carrera como Oficial lo acerca a nuestro primer puerto, al ser destinado a la 7ª Comisaría de Valparaíso, y luego sube a la cordillera, a Los Andes, donde pienso que debe de haber conocido a la joven Teresa Bianchini Frost, su compañera de toda la vida, con quien se casa en 1975. De esa unión nacen sus tres hijos: Alejandro Javier, Cristián Antonio y Francisco Tomás.



En lo académico, el Oficial de Carabineros Alejandro Bernales es graduado de la Academia de Ciencias Políticas, Profesor Institucional y Magíster en Ciencias Policiales y Seguridad Pública, por mencionar las calificaciones más complejas de obtener. Y créanme que algún grado de autoridad me asiste en los méritos que se requieren para obtener estos logros.



En lo profesional, el Coronel Bernales asume la gran responsabilidad formadora de sus subordinados al ser designado Director de la Escuela de Suboficiales de la Institución y, posteriormente, de la Escuela de Carabineros de Chile, dos destinaciones de privilegio que corona con su ascenso a General el 2 de noviembre de 1999 y, cuatro años más tarde, a General Inspector.



Culmina su carrera al ser designado General Director de Carabineros de Chile el 27 de noviembre de 2005.



Al margen de esta información biográfica, impresionaron las muchas formas que tomó su cariño por aquellos a quienes siempre llamó “sus” carabineros, posesivo que los hombres suelen guardar solo para sus familiares más cercanos y que nos muestra que sintió por ellos lo que un buen padre: responsabilidad por hacerlos mejores, respaldo en los tiempos difíciles, resolución cuando los atacaban, felicidad cuando lograban un éxito. Con un agregado valioso: inalterablemente dispuesto a castigar con la ley a quien los maltratara mientras cumplían su deber de resguardar el orden de la Patria.



“Que no se duerman… Que no se duerman, porque los vamos a encontrar”, dijo, con los ojos húmedos de pena, pero con tono firme y resuelto, respecto de quienes habían asesinado a uno de “sus” carabineros. Desde ese momento, adquirió una estatura especial para los chilenos.



La gente no se equivocó en absoluto y su juicio sobre el General hizo que su fallecimiento fuera causa de profunda pena en todo el cuerpo social de la Patria. El golpe de la noticia sobre las imágenes guardadas en millones de memorias conmovidas fue seguido de una caudalosa información sobre aspectos más personales del General Bernales.



En ese cúmulo de informaciones resaltan los aspectos especialmente relevantes de su esposa, dama que no le iba en zaga en jerarquía espiritual. Católicos practicantes ambos, crearon una familia con tres hijos que mostraron su recia formación al enfrentar estoicamente el terrible drama de perder a sus padres en un accidente absurdo.



Pero el matrimonio Bernales Bianchini fue más allá de su hogar para expandir su experiencia de vida espiritual. Ambos organizaban y conducían las reuniones de reflexión para matrimonios de oficiales y personal de Carabineros aportando el consejo elocuente de su propio ejemplo. Todo ello, quitando tiempo a su descanso y sin descuidar los deberes abrumadores de él, como General Director, y de ella, como conductora personal de diferentes programas en beneficio de las mujeres de la Institución, de las esposas y viudas de carabineros, de sus hijos y de niños discapacitados a quienes se les entregaban cuidados y tratamientos especiales, entre los que cabe destacar el llevarlos a las unidades policiales que disponían de caballos para brindarles tratamientos de hipoterapia que tanto bien les procuran.



He querido dejar para el final el tratar de reseñar los rasgos que diseñaron la excepcional familia que formó el General Bernales, porque quienes conocemos la vida militar sabemos lo que es hacer familia en una sucesión de ausencias y destinaciones inexorables, y valoramos mucho los notables logros obtenidos por el General y su esposa, Teresita. La actitud de sus tres hijos durante las exequias que conmovieron a Chile nos mostraron con elocuencia lo que se consigue de estos cuando los padres constituyen una estructura moral y espiritual de depurados caracteres.



No podría terminar mis palabras sin hacer una referencia a los integrantes de su delegación: el Comandante Oscar Tapia y su esposa, Carolina Reyes; el Comandante Ricardo Orozco y el Capitán Mauricio Fuenzalida, a quienes el destino se llevó en la plenitud de sus existencias y cuando el futuro predecible les auguraba éxitos profesionales y venturas personales y familiares. Vayan para sus familias nuestras sentidas condolencias.



Finalmente, quisiera expresar que el General Bernales le dio un significado trascendente a su existencia en el legado que entregó a su Institución, Carabineros de Chile, y en sus tres hijos, que ya demuestran ser sus dignos herederos.



En consecuencia, se le puede aplicar con justicia lo dicho al comienzo: “Los grandes generales no mueren, sólo sus cuerpos se desvanecen.”



Gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:28.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 356

ACTAS APROBADAS

SESION 31ª, ORDINARIA, EN MARTES 1 DE JULIO DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor  Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes; Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Planificación subrogante, don Eduardo Abedrapo Bustos y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara; las señoras Ministras de Salud, María Soledad Barría Iroumé; Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, doña Ana Lya Uriarte Rodríguez y la señora Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart Herrera.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones vigésimo séptima, ordinaria, de 17 de junio de 2008; vigésimo octava y vigésimo novena, ambas especiales y trigésima, ordinaria, todas de 18 de junio del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Quince de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, informa que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que extiende la bonificación por retiro voluntario creada por la ley N° 20.209, crea una bonificación adicional para el personal que indica e introduce modificaciones a la ley N° 20.209 (Boletín N° 5.922-05).


-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados (Boletín N° 4.968-07).



Con los ocho siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma” respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (Boletín N° 5.343-01).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (Boletín N° 5.081-15).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero en la elección del Presidente de la República (Boletín N° 268-07).


4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).


5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, relativo a la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas” (Boletín N° 5.500-10).


6.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (Boletín Nº 2.949-05).



8.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).


Con los cuatro siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (Boletín N° 5.434-13).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones (Boletín Nº 4.356-13).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).


4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último, retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional los días 30 de junio y 1 de julio del año en curso, para participar en la XXXVª Reunión Cumbre de Jefes de Estado MERCOSUR y los países asociados, en la ciudad de Tucumán, República de Argentina.



Informa, además, que durante su ausencia la subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley que extiende la bonificación por retiro voluntario creada por la ley N° 20.209, crea una bonificación adicional para el personal que indica e introduce modificaciones a la ley N° 20.209 (Boletín N° 5.922-05).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el fin de saber si haría uso de la facultad que le otorga el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04) (con urgencia calificada de “simple”).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.



Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada respecto del proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los tres siguientes, envía copias autorizadas de las sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra del artículo 174 del Código Sanitario; de los artículos 6° letra b números 3 y 6, 107 y 161 del Código Tributario, y del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento.



Con los tres últimos, remite copia autorizada de dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra del inciso primero del artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales y de otro en contra de los incisos primero, segundo y tercero del artículo 96 del Código de Minería.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a irregularidades en el proyecto Programa Comuna Segura Compromiso 100.



Del señor Ministro del Interior subrogante, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la situación de sequía en la Zona Austral.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Romero, Flores, Frei, Larraín, Muñoz Barra, Prokurica y Zaldívar, en que se expresó a Su Excelencia la Presidenta de la República el rechazo del Senado a las actividades terroristas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en el continente (Boletín N° S 1.053-12).



Del señor Ministro de Hacienda, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la posibilidad de rebajar el IVA respecto del pan.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, relativo a la restricción de ciertas artes de pesca en las Regiones V, VI y VII.



Ocho del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la falta de conectividad de las localidades de Chaitén y Futaleufú con el resto del país.



Con los cuatro siguientes, contesta igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativos al proyecto de conectividad por mar y por tierra de Chaitén con el territorio nacional; a la extracción de material de cantera en el área del río Andalién; a los trabajos en el mencionado río que han solicitado las Juntas de Vecinos de Puchacay y del valle de Lonquén, y a la propuesta de modificar el Plan Regulador Metropolitano.



Con el sexto, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la adopción de medidas para acelerar el proceso de reparación del Puente Cautín, Ruta S-11 R (Lautaro) y sus accesos y a la construcción de una nueva estructura.



Con el séptimo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo a proyectos encaminados a dar una solución definitiva al puerto de Corral.



Con el último, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la adquisición o construcción de una barcaza para el Lago General Carrera.



Cuatro de la señora Ministra de Salud:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a los derechos de los pastores evangélicos para ingresar a los hospitales públicos.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo los problemas existentes en el Hospital de Quilacahuín y a la contaminación del agua potable del sector.



Con el tercero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, referido a medidas tendientes a asegurar una atención digna a los usuarios del Hospital Regional de Temuco.



Con el último, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a centros hospitalarios de alta complejidad en la V Región.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de los problemas que afectan a los vecinos del Comité Un Hogar Feliz, de la Población Villa Las Cumbres, comuna de Angol.



Con el segundo, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la postulación al subsidio rural de la Comunidad de Autoconstrucción del Comité de Allegados Padre Alberto Hurtado, de Osorno.



Del señor Ministro de Agricultura subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, referente al proyecto “Desarrollo y Aplicación de Buenas Prácticas de Manejo Agrícola (BPM) para el apropiado uso de indicadores de contaminantes agroquímicos y coliformes fecales, en la producción hortícola para el mercado nacional entre las Regiones I y VII”.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a impedimentos para la ejecución del proyecto de electrificación rural del sector Cadillal Alto, comuna de Corral.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido al derrame de 180 toneladas del compuesto químico “2-etilhexanol” en la localidad de Ventanas, comuna de Quintero.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro del Interior, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, relativo a problemas que afectan a la Organización de Pescadores Artesanales de Arauco.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referente a supuestas irregularidades que ocurrirían al interior de esa institución.



De la señora Subsecretaria de Marina, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, acerca de la solicitud de condonación del pago de la Patente Única de Acuicultura efectuada por la Asociación de Productores de Ostras y Ostiones de Chile A.G.



Del señor Subsecretario de Transportes, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la restricción para taxis colectivos en Temuco.



Del señor Tesorero General de la República subrogante, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al alto nivel de endeudamiento de los habitantes de la Región de Aysén.



De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, relativo a los problemas de anegamientos y humedad que ha debido enfrentar la población de TilTil Bajo- de Copiapó- y a la responsabilidad en los mismos de la Empresa Aguas Chañar S.A.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de las dificultades que tienen los habitantes de la localidad de Selva Oscura, comuna de Victoria, para cancelar sus cuentas por consumo de energía eléctrica.



Del señor Director Nacional de Pesca, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al virus ISA (anemia infecciosa del salmón).



Del señor Director General de Aguas subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, acerca del funcionamiento del sistema de derechos de agua en el país, especialmente en las Regiones VII y IX.



Del señor Director General subrogante del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de la implementación del Programa de Observación del Ambiente Litoral en la comuna de Punta Arenas.



Del señor Secretario Ejecutivo de SECTRA, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, relativo al análisis de los medios de transporte de carga que debieran existir en el país.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a la investigación tendiente a encontrar a catorce personas desaparecidas.



Del señor Intendente de la Región de Los Lagos, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, relativo a los recorridos de las barcazas que atienden las zonas de Ayacara, Loyola, Chumeldén y Casa de Piedra y a la situación que afecta a los pescadores artesanales, buzos y algueros de la zona.



Del señor Secretario Regional Ministerial suplente de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Los Lagos, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre medidas tendientes a regularizar los recorridos de las barcazas que atienden las zonas de Ayacara, Loyola, Chumeldén y Casa de Piedra.



Del señor Alcalde de San Pablo, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Allamand, referido a iluminación eléctrica en la localidad de Quilacahuín.



Del señor Subgerente de Abastecimientos de Codelco Norte, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido al destino de diversas maquinarias que se utilizaban en la Mina Sur de Codelco.



Del señor Especialista Principal en Normas Internacionales y Relaciones Laborales de la Oficina Subregional para el Cono Sur de América Latina de la Oficina Internacional del Trabajo, relativo a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, acerca de una presentación efectuada ante dicha entidad por ex trabajadores de la Cámara Marítima de Chile.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (Boletín N° 5.738-10) (con urgencia calificada de “simple”).



Nuevo primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Letelier, Naranjo y Navarro, con la que inician un proyecto de ley que limita la multa por infracción a las normas sobre protección fitosanitaria en los casos en que la internación de elementos prohibidos al país obedece a un error o descuido (Boletín N° 5.931-01).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.



Del Honorable Senador señor Ominami, con la que inicia un proyecto de ley que impide a las empresas concesionarias de electricidad suspender o cortar el suministro eléctrico por deudas originadas en servicios ajenos a su función de concesionarias de un servicio público (Boletín N° 5.937-08).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en materia de cierre de la investigación y actuaciones posteriores y la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en lo relativo a responsabilidad de los fiscales (Boletín N° 5.938-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, en lo relativo al horario de funcionamiento diferenciado para los establecimientos de una comuna (Boletín N° 5.939-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Cantero, para ausentarse del país a contar del día 2 de julio del presente año.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Durante la sesión llega a la Mesa un informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (Boletín N° 5.315-05) (con urgencia calificada de “simple”).




-- Queda para Tabla.

_________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Fijar, hasta las 17:00 horas del día de hoy, un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín Nº 3.139-05). Dichas indicaciones deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2) Tratar, como si fueran de Fácil Despacho, en la Sesión Ordinaria del día de hoy, los siguientes asuntos:



2.1.- Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (Boletín Nº 5.738-10).



2.2.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece una excepción a la inhabilidad contemplada en el artículo 54, letra b) de la Ley de Bases de la Administración del Estado, con el objeto de permitir el ingreso de parientes y familiares al Servicio Exterior, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Relaciones Exteriores. (Boletín Nº 4.313-06).



3) Despachar, en la Sesión Ordinaria del día de mañana, miércoles 2 de julio del presente año, el proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE Nº 38, sus Anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica. (Boletín Nº 5.128-10).



4) Incorporar, en la Tabla de Fácil Despacho de la Sesión Ordinaria del día de mañana, miércoles 2 de julio del año en curso, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley Nº 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (Boletín Nº 5.315-05).


5) Citar a una Sesión Especial para el día de mañana, miércoles 2 de julio del presente año, de 15:45 a 16:00 horas, con el fin de ocuparse del oficio de  Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio de Televisión Nacional de Chile a la señora Marcia Scantlebury Elizalde y a los señores José Antonio Galilea Vidaurre y Cristián Leay Morán, por el período de ocho años (Boletín Nº S 1.075-05).

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere al acuerdo adoptado por los Comités, el cual se ha transcrito precedentemente, en cuanto a tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley Nº 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, correspondiente al Boletín Nº 5.315-05 y manifiesta su aprensión en cuanto a que ello no impida efectuar un adecuado debate respecto de esa materia y la posterior presentación de indicaciones.



Sobre el particular, el señor Presidente señala que dicho proyecto sólo se discutirá en general y en caso de ser aprobado, luego se fijará un plazo para presentar indicaciones.
_____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba al Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su protocolo facultativo, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, con informe de la Comisión 

de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado por los Comités y ratificado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba al Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su protocolo facultativo, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, correspondiente al Boletín N° 5.738-10, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Gómez, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor Secretario General  hace presente que el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores incorpora la explicación que fuera dada por el señor Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores respecto de la constitucionalidad del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.


Agrega que el Presidente de la Comisión informante, Honorable Senador señor Gazmuri, dejó constancia del parecer de ella en cuanto a entender que no existe cesión de jurisdicción en favor del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, sino que éste tiene meramente un carácter de entidad de monitoreo y de recomendaciones.


El señor Secretario General, finalmente, hace presente que la iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 número 18) de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.
- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de acuerdo, ningún señor Senador hace uso de la palabra. 



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto de acuerdo, es aprobado por 22 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Apruébanse la "Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad" y su Protocolo Facultativo, adoptados  el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, durante su 61° Periodo Ordinario de Sesiones, celebrada en Nueva York.".
______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece una excepción a la inhabilidad contemplada en el artículo 54, letra b) de la Ley de Bases de la Administración del Estado, con el objeto de permitir el ingreso de parientes y familiares al Servicio Exterior, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de 

Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado por los Comités y ratificado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una excepción a la inhabilidad contemplada en el artículo 54, letra b) de la Ley de Bases de la Administración del Estado, con el objeto de permitir el ingreso de parientes y familiares al Servicio Exterior, correspondiente al Boletín N° 4.313-06.


Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por tratarse de un proyecto de artículo único y conforme lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, procedimiento que propone a la Sala adoptar y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Relaciones Exteriores hizo lo propio, aprobando en general y en particular el proyecto, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero.


Finalmente, hace presente que la iniciativa tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, en virtud de lo previsto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi, en su calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Letelier y Romero y al señor Ministro Secretario General de Gobierno.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 29 votos a favor de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Arancibia, Gazmuri y Muñoz Barra.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



"Artículo único.- Agrégase a la letra b) del artículo 54 de la ley Nº 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, a continuación del punto (.) aparte, que pasará a ser seguido, la siguiente oración: “Esta inhabilidad no será aplicable respecto del personal del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima, con informe de la Comisión de 

Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima, correspondiente al Boletín N° 2.949-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Hacienda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Ominami y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor García, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que el artículo 1° del proyecto tiene el carácter de norma de quórum calificado, conforme lo dispuesto en el número 21) del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el artículo 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

- - -



En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ávila y Frei.

- - -



Luego, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella de la señora Subsecretaria de Hacienda.



Así se acuerda.

- - -



Continuando con la discusión general del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, García, Ominami, Longueira y Vásquez.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento a sesionar mientras lo hace la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Así se acuerda.



Luego, el señor Presidente, a petición de los Honorables Senadores señores Bianchi y Cantero, procede a abrir la votación del proyecto de ley.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor y 5 abstenciones, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y  señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Navarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, García, Gómez y Horvath.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día lunes 4 de agosto de 2008, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Subsecretaria de Hacienda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DE LA AUTORIZACIÓN PARA DESARROLLAR ACTIVIDAD ECONÓMICA


Artículo 1°.- Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales de carácter industrial y mercantil en materias gráficas, o de aquellas que hagan sus veces, y metalúrgicas, en conformidad y con estricta sujeción al artículo 3° de esta ley, a través de una sociedad anónima que constituirán el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, quienes deberán mantener permanentemente la propiedad de las acciones representativas de su capital social.


Artículo 2°.- De acuerdo con la autorización establecida en el artículo anterior, el Fisco, representado por el Tesorero General de la República, y la Corporación de Fomento de la Producción en conformidad a su ley orgánica, constituirán, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, una sociedad anónima que se denominará Casa de Moneda de Chile S.A., la que se regirá por las normas de las sociedades anónimas abiertas, quedando sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, a la empresa Casa de Moneda de Chile S.A., en materias relacionadas con empresas del Estado, sólo les serán aplicables las normas que establecen los artículos 11 de la ley N° 18.196 y 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


Artículo 3°.- El objeto de esta sociedad será realizar por cuenta propia o ajena:


1) La fabricación de cuños y la elaboración de monedas;


2) La fabricación de planchas y la elaboración de billetes;


3) La impresión de especies valoradas y documentos de fe pública que requieran de seguridad especial;


4) La fabricación de placas patentes para vehículos o para el control de otros impuestos;


5) La aposición de timbres en documentos públicos y privados gravados con tributos;


6) La refinación de oro y plata para las actividades relacionadas directamente con el giro social;


7) La fabricación, desarrollo, distribución y comercialización de elementos que constituyan instrumentos de fe pública y las respectivas certificaciones;


8) La prestación de servicios, desarrollo de proyectos, realización de consultorías y asesorías y la realización de todas aquellas actividades derivadas de la especialidad que le otorgue a la empresa el desarrollo de las tareas y actividades referidas en este artículo;


9) La compraventa, importación y exportación de todo tipo de bienes y servicios relacionados directamente con las actividades referidas precedentemente; el suministro, distribución y comercialización de aquéllos, y


10) Otros servicios conexos, complementarios y auxiliares que se indiquen en los estatutos y que digan estricta relación con el objeto social contenido en este artículo.


Las actividades incluidas en el objeto social no se entenderán de exclusividad de la empresa que se autoriza crear por esta ley.


Casa de Moneda de Chile S.A. podrá celebrar toda clase de actos y contratos relacionados con el objeto social.


Artículo 4°.- En la constitución de la sociedad anónima, corresponderá al Fisco una participación del 1% del capital social y a la Corporación de Fomento de la Producción una participación del 99%.


Los socios deberán mantener de modo permanente, la propiedad de las acciones representativas de la participación social señalada en el inciso anterior. En caso de que se propongan aumentos de capital, sólo podrán votar a favor de dicha proposición si cuentan con los recursos necesarios para suscribir las cantidades requeridas que les aseguren la mantención de dichos porcentajes. Las acciones en referencia serán inembargables.


Artículo 5°.- El capital inicial de la sociedad que se crea por esta ley será una cantidad igual a la suma del valor libro, al 31 de diciembre de 2006, de los bienes fiscales que estén destinados o en uso  por el servicio público Casa de Moneda de Chile regido por el decreto con fuerza de ley Nº 228, de 1960, de acuerdo a lo que determine el balance a dicha fecha. La determinación  del valor libro de tales bienes se efectuará por decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda, el cual se deberá dictar dentro del plazo de 30 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley.


El patrimonio de la sociedad estará constituido por el capital inicial y por los activos y pasivos, derechos, rentas y beneficios, cualquiera sea su naturaleza, que perciba o posea a cualquier título, y por las obligaciones legalmente contraídas por el servicio público Casa de Moneda de Chile en uso de su giro.


El patrimonio final de la sociedad, se tendrá por suscrito, aportado y enterado, en un 99% por la Corporación de Fomento de la Producción y en un 1% por el Fisco de Chile.


Dentro de los 120 días siguientes a la constitución de la sociedad, la empresa deberá realizar un balance de acuerdo a las normas dictadas por la Superintendencia de Valores y Seguros para las sociedades anónimas abiertas, con el objeto de determinar las diferencias existentes a aquella fecha entre los derechos, obligaciones y patrimonio, en relación a los asignados por el decreto supremo aludido en los incisos anteriores.


Dichas diferencias de tipo contable o ajustes que pudieran surgir, se adecuarán conforme a las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, y se entenderán traspasadas de pleno derecho, desde la fecha de aprobación del referido balance, a la sociedad continuadora legal del servicio público Casa de Moneda de Chile, por medio de un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, en el plazo de 30 días contado desde la aprobación del balance referido en este inciso.


Autorízase al Tesorero General de la República para que suscriba las acciones a nombre del Fisco.


Artículo 6º.- La sociedad anónima que se ordena constituir por esta ley será la continuadora legal del servicio público Casa de Moneda de Chile, a contar de la fecha en que inicie su existencia legal.


Artículo 7°.- Las inscripciones, subinscripciones y anotaciones existentes a nombre o con relación al servicio público Casa de Moneda de Chile, respecto de inmuebles, vehículos, marcas comerciales y otros bienes objeto de inscripción en algún registro, se entenderán vigentes y para todos los efectos, de pleno derecho y por el solo imperio de la ley, a nombre de la sociedad anónima que se autoriza constituir, debiendo los respectivos Conservadores o encargados de tales registros, proceder a practicar las nuevas inscripciones, subinscripciones y anotaciones a nombre de Casa de Moneda de Chile S.A., con la sola solicitud que al respecto le presente el Gerente General de esta sociedad.


Artículo 8°.- Todos los actos, contratos, publicaciones, inscripciones y subinscripciones que tengan por objeto llevar a cabo la transferencia de los activos y pasivos de bienes de cualquier naturaleza, desde el servicio público Casa de Moneda de Chile a la sociedad anónima que le sucede, estarán exentos de todo impuesto o derecho.


Artículo 9º.- Facúltase al Ministro de Hacienda para que, en representación del Fisco y conjuntamente con el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, concurra a la aprobación de los estatutos sociales, de sus modificaciones posteriores y suscriba los documentos pertinentes.


Los referidos estatutos y sus modificaciones deberán ajustarse estrictamente a las normas contenidas en esta ley.


Corresponderá al directorio, conferir poderes generales al gerente general y especiales a otros ejecutivos o a abogados de la empresa y, para casos específicos y determinados, a terceras personas. Estos poderes los podrá revocar o limitar en cualquier momento sin expresión de causa.

TÍTULO II

DEL PERSONAL DE LA CASA DE MONEDA DE CHILE


Artículo 10.- El personal de Casa de Moneda de Chile, cualquiera sea la calidad jurídica y el régimen laboral a que esté afecto, continuará desempeñándose, sin solución de continuidad, en la sociedad anónima a que se refiere esta ley y se regirá por las normas de la legislación laboral y previsional aplicables a los trabajadores del sector privado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.


Del mismo modo, se incorporarán a la nueva sociedad las personas que estén proporcionando servicios a Casa de Moneda contratadas sobre la base de honorarios, en forma continua, a lo menos durante los dos años previos a la fecha de publicación de esta ley.


Los contratos de trabajo que corresponda celebrar entre la nueva empresa y los trabajadores, deberán constar por escrito dentro de los 60 días siguientes a la constitución de la sociedad. El total de haberes y demás beneficios económicos que se consignen, no podrá ser inferior, en su monto final mensual, al que perciban los trabajadores de Casa de Moneda de Chile en el mes anterior al de la creación de la empresa, considerando en lo que respecta a las contraprestaciones variables, el promedio de los últimos tres meses.


Artículo 11.- El personal en actual servicio podrá mantenerse en el régimen previsional al que se encuentra adscrito, sin perjuicio de su derecho a optar por el régimen establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.


Quienes, a la fecha del traspaso, reunieran las condiciones habilitantes para los efectos de lo dispuesto en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, las mantendrán, no obstante los cambios que producirá la aplicación de la presente ley.


Artículo 12.- Los trabajadores que en virtud del artículo 14 transitorio de la ley N° 18.834, se han mantenido afectos al régimen de desahucio, podrán hacerlo efectivo solamente cuando se retiren definitivamente del empleo que sirvan en la empresa.


Para ello, se les considerará como tiempo servido únicamente el que se habría computado de percibirlo al momento de la incorporación en la nueva empresa. Al impetrarlo, se pagará aplicando como remuneración la que corresponda al efecto, según la legislación vigente a dicha fecha, expresada en unidades de fomento.


A contar del día primero del mes siguiente a su incorporación a la sociedad anónima, cesa la obligación del interesado a cotizar al fondo de desahucio, aun cuando opte por mantener su régimen previsional.


Artículo 13.- El personal a que se refiere el inciso primero del artículo 10 tendrá derecho a las indemnizaciones que les correspondan por término de la relación laboral, de conformidad con el Código del Trabajo y, para tal efecto, se le considerarán los años de servicio prestados en Casa de Moneda de Chile. Sin embargo, no les será aplicable el artículo 7° transitorio de dicho Código.


No obstante lo anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 7° transitorio del Código del Trabajo, al personal a que se refiere este artículo, cuya relación laboral con Casa de Moneda de Chile se encontraba regida por dicho Código, sin solución de continuidad, desde antes del 14 de agosto de 1981 hasta la fecha.


Artículo 14.- A las personas a que se refiere el inciso segundo del artículo 10, les será computado, además del período trabajado en la nueva empresa, los años servidos en Casa de Moneda de Chile contratadas sobre la base de honorarios y que se hayan desempeñado en esa calidad de forma continua e ininterrumpida a lo menos durante los veinticuatro meses previos a la fecha de constitución de la sociedad, contabilizándose al efecto 30 días de indemnización por cada año de servicio, en el evento que la empresa ponga término a la relación laboral por aplicación de alguna de las causales del artículo 161 del Código del Trabajo, no siéndole aplicable el artículo 7° transitorio de dicho Código. Lo dispuesto en el presente artículo no será considerado, en ningún caso, como antecedente de una relación de trabajo dependiente con dicho Servicio.


Artículo 15.- Los trabajadores de la Empresa que, con motivo del cambio de régimen laboral, vean disminuida la duración del feriado que tuvieren reconocido de conformidad con el artículo 98 de la ley N° 18.834, tendrán derecho a que dicha disminución les sea recompensada proporcionalmente en la remuneración que pacten con aquélla.


Artículo 16.- Durante los 60 días, contados desde la publicación de esta ley, el Director de Casa de Moneda de Chile o el Gerente General de la nueva sociedad, según corresponda, podrá disponer el traspaso de funcionarios que desempeñen cargos de carrera en calidad de titulares, a una planta transitoria que se constituirá adscrita a la Subsecretaría de Hacienda con dicho personal.


Los funcionarios traspasados mantendrán su régimen estatutario, previsional, nivel de remuneraciones, antigüedad, planta y grado de Escala Única de Sueldos.


Una planilla suplementaria, que se reajustará en la misma proporción y oportunidad en que lo sean las remuneraciones del sector público, complementará dicha remuneración en el evento que el total de haberes resulte inferior a la última remuneración que, con carácter de permanente, percibiera el titular en Casa de Moneda más el promedio de las remuneraciones variables de los 3 meses previos al traspaso. Dicha planilla suplementaria será imponible en la misma proporción en que lo sean las remuneraciones que compensa.


El personal que reúna las condiciones señaladas en el inciso primero de este artículo podrá postular, dentro del plazo que allí se señala, a ser incorporado a la referida planta transitoria. El Director de Casa de Moneda o el Gerente General de la nueva sociedad resolverá fundadamente dichas postulaciones.


Los funcionarios que se integren a esta planta, no serán considerados en la dotación máxima de personal establecida para dicha Secretaría de Estado y los cargos que sirvan, se suprimirán de pleno derecho al quedar vacantes por cualquier causa.


El número de personas traspasadas a la planta transitoria, no podrá exceder del 30% del total de cargos provistos con funcionarios en calidad de titulares a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo 17.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 6 meses contados desde la fecha de traspaso del personal de Casa de Moneda de Chile a la planta transitoria adscrita a la Subsecretaría de Hacienda, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por medio del Ministerio de Hacienda, traspase, mediante nombramiento o encasillamiento y sin solución de continuidad, al personal de la referida planta transitoria a cualquier órgano o servicio de los referidos en el inciso primero del artículo 21 de la ley N° 18.575, para desempeñar labores propias del cargo que detente y en empleos de la misma jerarquía. Estos nombramientos o encasillamientos no podrán significarle menor renta, para lo cual, cualquier diferencia se pagará por planilla suplementaria de similares características de la concedida en el artículo 15.


Los traspasos que impliquen cambio de la residencia habitual, fuera de la Región Metropolitana de Santiago requerirán de la aceptación del funcionario, la cual deberá constar por escrito.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá modificar, en los servicios a los cuales traspase funcionarios, las plantas y dotaciones de personal, creando los cargos necesarios y estableciendo, de ser pertinente, sus requisitos específicos. El Presidente de la República, de preferencia, traspasará personal a los cargos vacantes de las plantas de funcionarios de los servicios a los que se incorpora.


Los traspasos que se dispongan, no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


Las personas traspasadas conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo.


Artículo 18.- El personal que haya percibido indemnización por separación de su empleo, en virtud de lo establecido en los artículos 13, 14 permanentes y 1° transitorio, no podrá ser recontratado, ni aun sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelva la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


No obstante, podrán efectuarse reincorporaciones de personas que hayan percibido indemnización, en casos calificados por el Gerente General fundados en la especialización alcanzada por el trabajador, sin que estas situaciones puedan exceder del 5% de los beneficiarios.


La aplicación de la presente ley será incompatible con lo dispuesto en el artículo 148 de la ley N° 18.834.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1° transitorio.- Otórgase por única vez, un bono al retiro a los trabajadores y funcionarios de Casa de Moneda de Chile, de acuerdo a lo que se establece a continuación:


1. Los trabajadores que a la fecha de constitución de la empresa, se hubieran desempeñado en calidad de planta o contrata conforme a las normas del Estatuto Administrativo o aquellos trabajadores contratados bajo las normas del Código del Trabajo en el servicio Casa de Moneda de Chile, y que cesen en el cargo o terminen su contrato de trabajo por renuncia voluntaria y no pudieran acceder al bono por retiro establecido en la ley Nº 20.212, por aplicación de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º transitorio o que no cumplan con el requisito de antigüedad exigido en el Nº 1 del artículo 7º transitorio del mencionado cuerpo legal, recibirán un bono por término de la relación laboral equivalente a un mes de remuneraciones por año de servicio, con un tope máximo de 11 meses, calculado sobre el promedio de las últimas doce remuneraciones y además tendrán derecho a un beneficio económico cuyo monto será el que se pasa a señalar:


a. Para aquellos cuya remuneración, incluidas las contraprestaciones variables promedio de los tres meses anteriores al término de sus contratos, sea igual o inferior $472.000 mensuales, el beneficio será equivalente a seis meses de las referidas remuneraciones y contraprestaciones;


b. Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $472.000 y que no excedan de $780.000 mensuales, el beneficio será de cuatro meses, y


c. Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $780.000 mensuales, el beneficio será de dos meses.


Para acceder a los beneficios señalados en el inciso anterior, los trabajadores deberán cumplir los siguientes requisitos:


1. Haberse desempeñado en el Servicio Casa de Moneda de Chile a lo menos por 10 años ininterrumpidos e inmediatamente previos a la constitución de la Empresa, a la fecha de publicación de la ley;


2. Que tuvieren 60 o más años de edad, si son mujeres y 65 o más años, si son hombres, a la fecha de publicación de la ley.


Este bono será compatible con el bono al retiro contemplado en el artículo séptimo de la ley Nº 19.882, en las mismas condiciones y con los mismos requisitos mencionados en dicho cuerpo legal.


Los beneficios de que trata este número procederán respecto de aquellos trabajadores, que renuncien voluntariamente a sus cargos dentro de los 120 días siguientes a la constitución de la empresa, y no serán imponible ni tributable, ni constituirá renta para ningún efecto legal.


2. Los trabajadores que a la fecha de constitución de la empresa, se hubieran desempeñado en calidad de planta o contrata conforme a las normas del Estatuto Administrativo o aquellos trabajadores contratados bajo las normas del Código del Trabajo en el servicio Casa de Moneda de Chile, y que cesen en el cargo o se les termine el contrato de trabajo, por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo y no pudieran acceder al bono por retiro establecido en la ley Nº 20.212, por aplicación de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º transitorio o que no cumplan con el requisito de antigüedad exigido en el Nº 1 del artículo 7º transitorio del mencionado cuerpo legal, recibirán como complemento a la indemnización por años de servicio que corresponda de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley, un bono cuyo monto será el que se pasa a señalar:


a. Para aquellos cuya remuneración, incluidas las contraprestaciones variables promedio de los tres meses anteriores al término de sus contratos, sea igual o inferior $472.000 mensuales, el beneficio será equivalente a seis meses de las referidas remuneraciones y contraprestaciones;


b. Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $472.000 y que no excedan de $780.000 mensuales, el beneficio será de cuatro meses, y


c. Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $780.000 mensuales, el beneficio será de dos meses.


Para acceder a los beneficios señalados en el inciso anterior, los trabajadores deberán cumplir los siguientes requisitos:


1. Haberse desempeñado en el Servicio Casa de Moneda de Chile a lo menos por 10 años ininterrumpidos e inmediatamente previos a la constitución de la Empresa, a la fecha de publicación de la ley.


2. Que tuvieren 60 o más años de edad, si son mujeres y 65 o más años, si son hombres, a la fecha de publicación de la ley.


El beneficio de que trata este número procederá respecto de aquellos trabajadores, a quienes se les ponga término a sus contratos dentro de los 120 días siguientes a la constitución de la empresa, y no será imponible ni tributable, ni constituirá renta para ningún efecto legal. No obstante lo dispuesto anteriormente, no podrá acceder a este beneficio el personal del Servicio Casa de Moneda de Chile que se encontraba regido por las normas del Código del Trabajo al que se le aplique lo dispuesto en el artículo 7º transitorio de dicho cuerpo legal y que se haya desempeñado sin solución de continuidad desde antes del 14 de agosto de 1981 hasta la fecha.


El bono al retiro de que trata este artículo será incompatible con el bono al retiro establecido en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.212.


Artículo 2° transitorio.- Derógase a contar de la fecha de constitución de la sociedad Casa de Moneda de Chile S.A., el decreto con fuerza de ley N° 228, de 1960, del  Ministerio de Hacienda y las normas complementarias del mismo.


Artículo 3° transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2008 la aplicación del  artículo 16 de esta ley se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.


Artículo 4° transitorio.- Autorízase al Presidente de la República para transferir a la empresa Casa de Moneda de Chile S.A. la suma necesaria para financiar el pago de bonificaciones y demás gastos que pudiera irrogar la aplicación de la presente ley en el año 2008 con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.


Artículo 5º transitorio.- Las asociaciones o agrupaciones de funcionarios de Casa de Moneda de Chile, regidas por la ley Nº 19.296, que se encontraren con personalidad jurídica vigente a la fecha de Constitución de la Sociedad, deberán, en el plazo de un año contado desde dicha fecha, adecuar sus estatutos a lo establecido en el Libro III del Código del Trabajo. El incumplimiento de esta obligación dentro del plazo señalado, significará la caducidad de la personalidad jurídica de la respectiva organización por el solo ministerio de la ley.


Cada organización sindical que comience a regirse por el Libro III del Código del Trabajo, será la sucesora legal de la respectiva asociación o agrupación de la Casa de Moneda de Chile.


Artículo 6º transitorio.- La primera negociación colectiva de carácter no reglada entre los sindicatos legalmente constituidos en la nueva empresa y el directorio de ella, se podrá llevar a cabo a partir del plazo de 120 días contado desde, ocurrido que sea, el primero de los siguientes hechos: el nombramiento del directorio de la empresa o la conformación de los sindicatos de la nueva empresa.


Artículo 7º transitorio.- La nueva empresa deberá iniciar los trámites necesarios para obtener la calificación de las labores desempeñadas en Casa de Moneda como trabajos pesados, de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.404 y su reglamento.


Los trabajadores y funcionarios de Casa de Moneda de Chile, que por efectos de esta ley sean traspasados a la nueva empresa, podrán iniciar los trámites necesarios para el reconocimiento del tiempo trabajado en el servicio como trabajos pesados de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.404, para lo cual se computará dentro de dicho plazo la totalidad del tiempo trabajado por estas personas en las labores calificadas como pesadas de acuerdo a la ley.


Artículo 8º transitorio.- Todos los trabajadores y funcionarios que sean traspasados a la nueva empresa que crea esta ley, podrán optar al bono al retiro que contempla la ley Nº 20.212 siempre que cumplan con los plazos, requisitos y condiciones establecidas en el mencionado cuerpo legal.


Artículo 9° transitorio.- Decláranse bien pagados, al momento de publicación de la ley, los montos percibidos por los funcionarios de Casa de Moneda de Chile por concepto de la asignación sustitutiva de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185; de la bonificación compensatoria de los artículos 10 y 11 de la ley N° 18.675; de la planilla suplementaria a que se refiere el artículo septuagésimo de la ley N° 19.882; de la asignación de producción del artículo 2° del decreto ley N° 632, de 1974; los incentivos de producción a todo el personal de Casa de Moneda de Chile incluidos supervisores, vigilantes privados, personal de planta operativa y a honorarios; así como de las horas extraordinarias que haya efectuado el personal de la planta operativa contenida en el artículo 20 de la ley N°18.827 y aquellas pagadas a vigilantes privados regidos por el decreto ley Nº 3067, de 1981 y por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.


Asimismo, téngase por bien pagada respecto de todo el personal de Casa de Moneda de Chile, incluidos supervisores, vigilantes privados, personal de la planta operativa y a honorarios, la suma de $ 24.000, que mensualmente ha percibido hasta el momento de publicación de la ley, a título de bonificación especial.


En consecuencia, decláranse ajustados a derecho los pagos indicados en los incisos precedentes efectuados por la Casa de Moneda al personal que en cada caso se señala.”.
_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, con nuevo primer informe de la 

Comisión de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, con nuevo primer informe de la Comisión de Salud, correspondiente al Boletín N° 4.921-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que, en la sesión 2ª, ordinaria, de 12 de marzo de 2008, la Sala acordó que el proyecto volviera a la Comisión para que emitiera un nuevo primer informe, otorgando al efecto un plazo de 30 días. Posteriormente, por acuerdo de los Comités, ratificado por la Sala, se amplió dicho plazo hasta la última semana del mes de mayo en curso, y, luego, se fijó como nuevo plazo para tal efecto el día 20 de junio del año en curso.



El señor Secretario General agrega que la Comisión de Salud discutió esta iniciativa sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi y Ruiz-Esquide.


Finalmente, hace presente que el artículo 5° del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, conforme lo establece el inciso quinto del N° 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para  ser aprobado de las cuatro séptimas partes de los Honorables Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general el proyecto, ningún señor Senador hace uso de la palabra.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente, a solicitud del Honorable Senador señor Muñoz Barra, procede a abrir la votación del proyecto de ley.

- - -



Durante la votación, el señor Secretario General da lectura a una solicitud de los Honorables Senadores señores Romero y Orpis, en representación de los Comités Partido Renovación Nacional y Partido Unión Demócrata Independiente, respectivamente, mediante la cual requieren cambiar el trámite dispuesto en la Cuenta respecto del proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece la Ley General de Educación, correspondiente al Boletín N° 4.970-04, en el sentido que sea discutido por las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas y no separadamente por cada una de ellas como se había dispuesto.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien expresa su disconformidad con esta solicitud.



Luego, el señor Presidente señala que dicha solicitud queda para ser votada luego de que termine la del proyecto de ley en actual votación.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 29 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Coloma, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Cantero, Girardi, Letelier, Navarro, Ominami, Romero y Ruiz-Esquide.


A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día lunes 11 de agosto del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY


Artículo 1°. Todos aquellos que expendan o comercialicen alimentos, de cualquier clase y a cualquier título, destinado al consumo humano, deberán, en todo momento asegurar su inocuidad, fomentar un consumo racional y saludable, informar veraz e íntegramente sobre la composición de sus productos, subproductos y componentes, y responder de los perjuicios que causen a los consumidores, en su caso, en conformidad a la ley y a la reglamentación vigente.


Artículo 2°. Se define para efectos de esta ley como nutrientes indicadores de calidad de dieta todos aquellos cuyo contenido excesivo o deficitario en los alimentos pueden constituir un factor de riesgo para la salud de las personas, incluyendo efectos de largo plazo como la prevalencia o severidad de enfermedades crónicas relacionadas con la nutrición. 


Artículo 3°. Los fabricantes, distribuidores e importadores de alimentos deberán declarar y rotular el contenido de nutrientes indicadores de calidad de dieta definidos en esta ley en el envase o rótulo del producto e informar de ello a la autoridad sanitaria.


Deberá rotularse, en todo caso, el contenido de grasas totales, grasas saturadas, grasas trans, azúcar, sodio, fibra y calcio.


Artículo 4°. No se podrá adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos innecesarios de acuerdo a la naturaleza propia del alimento, o que con su adición generen una impresión que puedan inducir a equívocos, engaños o falsedades, o que de alguna forma sean susceptibles de crear una impresión errónea respecto a la naturaleza, composición o calidad del producto y del contenido de nutrientes indicadores de la calidad del alimento.


Artículo 5°. Los establecimientos educacionales del país deberán incluir en sus programas de estudios en todos sus niveles de enseñanza, hábitos de una alimentación saludable y los efectos nocivos de una dieta excesiva en grasas, grasas saturadas, azúcares, sodio y otros alimentos cuyo consumo en determinadas cantidades o volúmenes pueden representar un riesgo para la salud.


Artículo 6°. Los alimentos o comida preparada que presenten la condición sanitaria de “alimento con altos contenidos de nutrientes indicadores de exceso” no podrán expenderse, ni comercializarse dentro de establecimientos educacionales de educación básica y media, ni a menos de 100 metros de distancia de ellos.


Se prohíbe su expendio, a título gratuito, a menores de 18 años. Además, no podrán ser expendidos, distribuidos ni comercializados a cualquier título, a menores de 14 años. 


Artículo 7°. Los alimentos que presenten a lo menos la cantidad de nutrientes indicadores de exceso o déficit que se expresan a continuación serán etiquetados como para cada caso se indica en las tablas siguientes, o bajo una leyenda y simbología equivalente, sin perjuicio de las facultades de la Autoridad Sanitaria en la materia.


Para la grasa total, grasa saturada, azucares adicionadas y sodio corresponderá señalar: “alimento con bajo, mediano o alto contenido de nutrientes poco saludables” respectivamente:

	Nutrientes indicadores
	Bajo Contenido


	 Mediano Contenido  SHAPE  \* MERGEFORMAT 



	Alto Contenido 

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 




	Grasas
	≤ 3 gramos/100 gramos

≤ 1,5 gramos/100 ml
	>3 y < a 20 g/100 gr

>1,5 y <10 g/100 ml
	≥ 20 g/100g

≥10 g/100ml



	Grasas Saturadas


	≤1,5 gramos/100 gramos

≤0,75 gramos/100 ml
	>1,5 y < a 5 g/100 gr

>0,75 y <2,5 g/100 ml
	≥5g/100g

≥2,5g/100ml

	Azúcares adicionados

(incluye monosacáridos + disacáridos)
	≤ 5 gramos/ 100 gramos

≤2,5 gramos/100 ml
	>5 y <15 g/100 gr y

 >2,5 y < 7,5 g/100 ml


	≥10g/100g

≥7,5g/100ml



	Sal
	≤0,3 gramos/100 gramos

≤0,3 gramos/100 ml

(equivale a 120 mg de sodio)


	>0,3 y <1,5 g/100 gr y

 >0,3 y < 1,5 g/100 ml

(equivales a entre 120 a 600 mg de sodio)
	≥0,5g/100 g

≥1,5g/100ml

(equivale a más de 600 mg de sodio)



Para la fibra y el calcio corresponderá señalar: “alimento con bajo, mediano o alto contenido de nutrientes saludables”, respectivamente: 

	Nutrientes indicadores
	Bajo Contenido

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



	 Mediano Contenido

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



	Alto Contenido

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 




	FIBRA 
	≤ 0,5 g/100 gramos

≤ 0,1 gramos/100 ml
	>0,5 < y 3g/100 gr

>0,1 y < 1,5 g/100 ml
	≥ 3g/100g

≥1,5 g/100ml



	CALCIO
	≤ 0,1g/100 gramos

≤ 0,01 gramos/100 ml
	>0,1 y 0,1 g/100 gr

>0,01 y < 0,1 g/100 ml
	≥ 1,0 y 1,5 g/100g

≥0,1 y 0,15 g/100ml





El porcentaje de grasas trans, producidas por hidrogenación industrial presentes en cualquier alimento no podrá superior del 2% de la grasa total.


Artículo 8°. Los alimentos calificados de alto contenido de nutrientes indicadores de exceso no podrán ser ofrecidos o publicitados a menores de edad, ni incluir a dichos menores en su oferta publicitaria ni a adultos que representen alto grado de admiración, popularidad o conocimiento entre el público infantil. Su publicidad sólo podrá hacerse, en medios masivos, en horario nocturno. 


En todo caso, no podrá inducirse su consumo en menores de edad o valerse de medios que se aprovechen de su credulidad. La venta de estos alimentos no podrá efectuarse mediante ganchos comerciales, no relacionados con las características propias del producto, tales como regalos, concursos, juegos u otro elemento de atracción infantil.


De ninguna manera se podrán atribuir propiedades, condiciones o beneficios distintos a las que realmente presentan o contengan de acuerdo a su propia naturaleza.


Toda publicidad de estos alimentos deberá llevar una advertencia de la autoridad sanitaria que señale los riesgos en la salud de su consumo indiscriminado o indebido.


Artículo 9°. El que produjere, expendiere o comercialice cualquier alimento que por su contenido de nutrientes indicadores de exceso genere o pueda generar daños en la salud de las personas y que se presente o comercialice como de bajo contenido o asemeje un bajo contenido de nutrientes indicadores de exceso siendo de alto contenido de nutrientes indicadores de exceso será sancionado con la pena de multa de 50 a 1000 UTM 


Artículo 10. El que produjere, expendiere o comercialice cualquier alimento que genere o pueda generar daños en la salud de las personas por el sólo hecho de su consumo, será sancionado con la pena de multa de 50 a 5000 UTM. 


Artículo 11. El que produjere, expendiere o comercialice cualquier alimento en contacto con elementos tóxicos o contaminantes será castigado con la pena de multa de 50 a 5000 UTM. Si de ello además derivare la contaminación de los alimentos o riesgo o daño en la salud de los consumidores, la pena será además la de presidio menor en su grado mínimo a medio.


Artículo 12. Las infracciones a las disposiciones de la presente ley serán sancionadas de acuerdo al Libro X del Código Sanitario sin perjuicio de las sanciones especiales que se establecen.


Artículo 13. Un reglamento regulará y desarrollará las materias a que se refiere esta ley, el que se dictará dentro de los 6 meses siguientes a su publicación en el Diario Oficial. 
- - -


Seguidamente, el señor Presidente señala que corresponde efectuar la votación de la solicitud presentada por los Comités Partido Renovación Nacional  y Partido Unión Demócrata Independiente, respecto del cambio de tramitación dispuesto en la Cuenta para el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece la Ley General de Educación, correspondiente al Boletín N° 4.970-04.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier y Romero.


Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Romero señala que, al presentar la solicitud, se requirió, expresamente, que la votación se efectuara en la sesión ordinaria del día de mañana.


Luego, el señor Presidente propone a la Sala, a sugerencia del Honorable Senador señor Larraín, que la votación de esta solicitud se efectúe al inicio de la sesión ordinaria del día de mañana, después de la lectura de la Cuenta.


Así se acuerda.
- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Girardi, Navarro, Prokurica y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidente de la República que adopte las medidas necesarias para enviar oportunamente la solicitud que el Estado de Chile debe entregar ante la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR), para poder extender la plataforma continental jurídica más allá de la Zona Económica Exclusiva, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Girardi, Navarro, Prokurica y Sabag, correspondiente al Boletín N° S 1.049-12, por medio del cual solicitan adoptar el proyecto de acuerdo que se consigna más adelante.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores analizó este proyecto de acuerdo, sugiriendo algunas enmiendas de redacción que fueron consultadas con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que bajo la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR) los Estados costeros pueden declarar una plataforma continental extendida y ejercer derechos en el territorio marítimo localizado más allá de la Zona Económica Exclusiva (ZEE), y se les permitirá explorar la "plataforma continental extendida", esto es, el lecho marino y el subsuelo, y explotar sus recursos naturales (no obstante el régimen de los recursos marinos vivos de la ZEE);
2. Que la Comisión de Minería y Energía del Senado, por oficio de 5 de diciembre 2007, señaló que en nuestra plataforma continental existirían grandes riquezas minerales y energéticas, por lo que los derechos de Chile sobre esa área se deben proteger de la mejor forma posible;
3. Que la Organización de las Naciones Unidas ha establecido como límite el mes de mayo de 2009 para que los países que suscribieron la CONVEMAR (entre ellos, muchos en desarrollo) sometan sus solicitudes para declarar una plataforma continental extendida. De no cumplir con lo anterior, dichos países perderán jurisdicción sobre los recursos existentes en tales áreas, las cuales pasarán a ser Patrimonio de la Humanidad;

4. Que el Ministerio de Relaciones Exteriores, por oficio N° 1.596 de 21 de diciembre de 2007, informó que para los efectos de lo acordado en la CONVEMAR existe un Comité, constituido por organismos especializados, que ha determinado, entre otros aspectos, las áreas potenciales a declarar, los cronogramas y los requerimientos técnicos obligatorios (relativos específicamente a estudios geofísicos y batimétricos) que se necesitan para efectuar la correspondiente presentación;

5. Que los estudios geofísicos y batimétricos son los elementos técnicos preponderantes para respaldar nuestra solicitud ante la CONVEMAR. En este sentido, es importante señalar que en Chile no existen, ni en el ámbito público (Armada Nacional y ENAP) ni en el sector privado, las tecnologías de exploración requeridas, las cuales son complejas y escasas, por la profundidad a la cual se debe realizar la operación (aproximadamente 7.000 metros);

6. Que en el caso de las tecnologías para realizar la batimetría (multihaz) actualmente disponibles en el país, nuestra Armada Nacional alcanza un máximo aproximado de 1.000 metros de profundidad y la empresa privada de 400;

7. Que, según nuestros cálculos, a marzo de 2008 los plazos necesarios para desarrollar los trabajos batimétricos han entrado en una fase crítica, lo cual arriesga que no se pueda cumplir con la CONVEMAR;

8. Que, en conformidad con lo indicado en el citado oficio N° 1.596 de la Cancillería, para cumplir con la CONVEMAR se está llevando a cabo un esfuerzo importante a fin de contar con la tecnología nacional y extranjera más idónea para recolectar los datos útiles para este trabajo, interpretarlos y presentarlos, en relación a aquellas áreas del territorio nacional con potencialidad para explotarlas;
9. Que, al tenor del artículo 76 de la CONVEMAR, las solicitudes deberán ser respaldadas por rigurosos datos científicos que permitan definir los límites exteriores de la plataforma continental. Los estudios que se presenten a la CONVEMAR serán revisados por especialistas de las Naciones Unidas, por lo cual el instrumental a utilizar, la información a levantar y los informes técnicos deberán satisfacer a la comunidad científica internacional;
10. Que los instrumentos requeridos en los estudios para la CONVEMAR son fabricados a pedido. En la actualidad no hay en el mercado instrumentos de segunda mano y los escasamente existentes a nivel mundial no están disponibles en el corto y mediano plazo, dada la gran actividad de exploración petrolera en ejecución, o bien son de disponibilidad limitada (por ejemplo, aquellos pertenecientes a la Armada de alguna nación amiga);
11. Que, a mayor abundamiento, las pocas fábricas que hacen los instrumentos a pedido operan según la fecha de emisión de la orden de compra, demorando aproximadamente ocho a diez meses en la producción. Después es necesario instalar el mecanismo en el barco y probarlo, lo cual en el mejor de los casos tarda de dos a tres meses adicionales. Lo anterior no comprende los plazos necesarios para realizar los trabajos de terreno y elaborar los respectivos informes técnicos (esto es, otros dos a tres meses de actividad);
12. Que una prueba de lo reducido de los plazos y de la complejidad del instrumental requerido podría ser ofrecida por la Armada Nacional, a partir del equipo batimétrico multihaz que posee en operaciones;
13. Que, dado los reducidos plazos para presentar la información a la CONVEMAR, la opción de adquirir los instrumentales sería de menos riesgo para Chile, dado el largo período de fabricación e implementación que se precisaría hasta el momento en que se pudieran comenzar los trabajos;
14. Que la utilización de medios de alguna Armada amiga implica el peligro de que, por razones institucionales imprevistas, no se puedan desarrollar los estudios oportunamente. Ello sería especialmente complejo, atendido que, como se dijera, las áreas que no sean declaradas constituirán Patrimonio de la Humanidad. En otras palabras, sería preferible para los intereses nacionales que, por motivos estratégicos, no sea ésta la opción;

15. Que si la alternativa técnica chilena, determinada en base a aspectos económicos, es sólo presentar información que se pudiera conseguir de otros países (por ejemplo, de cruceros científicos en la región) o únicamente estudios geofísicos, como antecedentes para la solicitud ante la CONVEMAR, entonces cabría discutir si ello constituye un fundamento suficiente para solicitar declarar una plataforma continental extendida, a objeto de ejercer derechos sobre el territorio marítimo localizado más allá de la ZEE;
16. Que si se recurre a la información levantada a partir de antiguos cruceros de investigación realizados por terceros países (que sea fiable y que pueda ser invocada con anuencia de sus titulares), debe advertirse que el área geográfica estudiada podría no ajustarse a las áreas específicas en actual interés de declarar por Chile, lo cual supone una merma del territorio susceptible de la declaración;

17. Que atendido que las solicitudes se deberán respaldar por rigurosos datos científicos que permitan definir los límites exteriores de la plataforma continental, en Chile las operaciones de exploración se restringirían a un perímetro que va desde aproximadamente las costas de Puerto Montt hasta un zona próxima al norte de Punta Arenas. Esta sería el área de ratificación ante la ONU. En el caso de Japón, por ejemplo, se dispuso en sus costas de tres buques de investigación para dar soporte a la CONVEMAR;
18. Que, en función de lo expuesto, existirían dos posiciones para establecer cuáles serían las áreas que podrían ser declaradas, mediante los estudios pertinentes. Si se atiende a que es una decisión estratégica extender nuestra plataforma continental por las riquezas minerales y energéticas allí existentes, y que si no se efectúa la declaración las áreas de interés serán Patrimonio de la Humanidad, entonces cabría pensar en:
- Las áreas que en forma fácil, con el sustento técnico apropiado, podrían ser declaradas, y
- Las áreas que en forma más difícil, siempre con el sustento técnico apropiado, podrían ser declaradas (por ejemplo, de Talcahuano a Puerto Montt o incluso más al norte);
19. Que en la selección del área geográfica de exploración priman aspectos técnicos, económicos y de visión estratégica. Si no se solicita la extensión de la plataforma continental para la CONVEMAR nuestra capacidad para explotar los recursos naturales, presentes o futuros, existentes en la zona se verá muy afectada, pues tales recursos serán estimados Patrimonio de la Humanidad;

20. Que no podemos dejar pasar la posibilidad única, acordada por las Naciones Unidas, de extender nuestra jurisdicción sobre la plataforma continental. La única barrera de entrada está representada por los aspectos técnicos de su defensa ante la CONVEMAR. Para ello se requieren recursos destinados a implementar las tecnologías correspondientes;
21. Que, al tenor del oficio de la Cancillería citado precedentemente, para la CONVEMAR se precisa de apoyo financiero a fin de cumplir con los objetivos propuestos;
22. Que, por lo reducido de los plazos a que se ha aludido en puntos anteriores, entraremos en un período crítico para la presentación oportuna de la solicitud de que se trata, de no mediar voluntad política y apoyo financiero urgente;
23. Que, actualmente, no existen en Chile tecnologías que satisfagan los requerimientos de la CONVEMAR, ni el sector público ni en el privado, así como tampoco existen instrumentales de segunda mano ni disponibilidad para arrendarlos;
24. Que para que prosperen a tiempo las labores tendientes a la presentación de la solicitud de Chile ante la CONVEMAR, es imperioso lograr una estrecha relación entre los sectores público y privado, los que deberán actuar mancomunadamente con los medios que cada cual posea, y
25. Que en esta materia, y respecto de las mediciones requeridas para los efectos de la CONVEMAR, no pueden olvidarse los plazos totales que necesitó la Armada para implementar su sistema multihaz de levantamiento batimétrico hasta dejarlo completamente operativo.

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva disponer se realicen todas las gestiones necesarias para el pronto envío de la solicitud que el Estado de Chile debe entregar ante la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR), de manera de declarar una plataforma continental extendida y ejercer derechos sobre los recursos que se encontraren en el territorio marítimo localizado más allá de la Zona Económica Exclusiva (ZEE), no obstante el régimen de los recursos marinos vivos de esta última.

La tardanza en la remisión de esta solicitud, atendidos los plazos establecidos para efectuar los estudios necesarios, podría afectar la posibilidad de que Chile extienda la plataforma continental e implicar, eventualmente, pérdida de jurisdicción sobre una ilimitada cantidad de valiosos recursos.”.
_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Horvath, Larraín, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República que confiera suma urgencia al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15); al proyecto de ley sobre prevención de la contaminación electromagnética (Boletín N° 3.150-12), y al proyecto de ley que obliga a informar sobre los niveles de radiación electromagnética que emiten los artefactos e instalaciones que señala (Boletín N° 5.747-11), con informe de la Comisión de Medio Ambiente y 

Bienes Nacionales.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Horvath, Larraín, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, correspondiente al Boletín N° S 1.058-12, por medio del cual solicitan adoptar el proyecto de acuerdo que se consigna más adelante.



Añade que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales informa que este proyecto de acuerdo no le merecía observaciones.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que son muchas las personas que han hecho notar su molestia y sensación de inseguridad por su salud, ante la aparición repentina, a metros de sus hogares, de enormes antenas de servicios de telecomunicaciones, sin que previamente hayan podido informarse, a lo menos, de los rangos y niveles de sus distintos tipos de emisiones;
2. Que no existe una regulación apropiada en la materia que permita el resguardo de los derechos e intereses de las comunidades afectadas, y
3. Que este asunto ha sido por años un tema conocido por las autoridades, por lo que su postergación sólo acrecienta la disconformidad de la población por la desatención de aquéllas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva hacer presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley:


a) El que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15);


b) El relativo a la prevención de la contaminación electromagnética (Boletín N° 3.150-12), y


c) El que obliga a informar sobre los niveles de radiación electromagnética que emiten los artefactos e instalaciones que señala (Boletín N° 5.747-11).”.

_________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto y Vásquez, mediante el cual se rechaza la incursión militar que realizó el Ejército de Colombia en el territorio de Ecuador y se respaldan las gestiones que el Gobierno de Chile ha efectuado, tanto en solidaridad con el Gobierno y el pueblo de Ecuador, como por el pleno respeto del derecho internacional y los principios 

consagrados en la Carta de la OEA



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto y Vásquez, correspondiente al Boletín N° S 1.047-12, por medio del cual se rechaza la incursión militar que realizó el Ejército de Colombia en el territorio de Ecuador y se respaldan las gestiones que el Gobierno de Chile ha efectuado, tanto en solidaridad con el Gobierno y el pueblo de Ecuador, como por el pleno respeto del derecho internacional y los principios consagrados en la Carta de la OEA.

- - -



En votación el proyecto de acuerdo, es rechazado por 15 votos contra 4 y una abstención. 



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Cantero, Coloma, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Letelier, Navarro y Ominami.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Queda terminada la discusión de este asunto.

____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriendo su pronunciamiento respecto de la solicitud de prolongación de la fecha de utilización de los cilindros de gas natural comprimido antiguos en los automóviles que circulan en la XII Región.



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitando estudiar la posibilidad de instalar un antena de telefonía móvil en el sector de Quechereguas, comuna de Traiguén.



- De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Orpis, Pérez Varela y Romero al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, solicitando remitir sus observaciones y medidas respecto de las conclusiones de los estudios que se adjuntan en relación con los delitos que se indican cometidos en el año 2007 e información respecto de la puesta en marcha del nuevo procedimiento laboral.



- De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela y Romero al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, requiriendo emitir sus observaciones y medidas respecto de las conclusiones de los estudios que se adjuntan en relación con los delitos que se indican cometidos en el año 2007.



- De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Orpis, Pérez Varela y Romero a los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público; General Director de Carabineros de Chile y Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, requiriendo información sobre las bandas o pandillas que cometen delitos y actúan en las diferentes Regiones del país. 



- Del Honorable Senador señor Horvath:


1) Al señor Ministro del Interior y señora Delegada Presidencial para la Emergencia en Chaitén, solicitando estudiar un mecanismo que permita a los arrendadores de los inmuebles afectados por la erupción del volcán ubicado en esa  Comuna obtener el bono dispuesto para ese efecto.


2) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo la adopción de diversas medidas en relación con las obras de encauzamiento y defensa del río Blanco o Chaitén que está realizando esa Cartera de Estado en conjunto con el Cuerpo Militar del Trabajo del Ejército de Chile. 


3) Al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, solicitando incluir en el Fondo para las Energías Renovables el financiamiento de los proyectos relativos a la producción y comercialización de la leña.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.


En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere al cobro excesivo que está efectuando el Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción a las cooperativas lecheras del país por la auditoría y fiscalización que realiza a dichas entidades y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor  Ministro titular de esa Cartera de Estado, para que estudie, analice y, en la medida de lo posible, rectifique el procedimiento que está desarrollando ese Organismo.



Adhiere a esta petición, en su nombre, el Honorable Senador señor Kuschel.



Luego, el señor Senador se refiere a la peligrosidad vial de la Ruta N 59, que une las ciudades de Chillán y Yungay y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que estudie la posibilidad de incorporar dicha Ruta en un plan de inversiones que le otorguen un estándar que permita el tránsito con seguridad.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, el primero de ellos con la adhesión del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien se refiere a diversas situaciones derivadas de la tragedia ocurrida en la zona de Palena como consecuencia de la erupción del volcán Chaitén y, en particular, a las obras de limpieza del río Blanco, que tiene especial relevancia para evitar los anegamientos y deslizamientos de material sobre la ciudad de Chaitén y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas; a las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo y Delegada Presidencial para la Emergencia en Chaitén; a los señores Intendente de la X Región, Gobernador Provincial de Palena y Alcalde de esa Comuna, con el objeto de que adopten las medidas necesarias, en la materia que a cada uno corresponda, de manera de cubrir adecuadamente los requerimientos de las personas que resultaron afectadas por dicha catástrofe.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Kuschel,  de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Seguidamente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere al mismo tema y, en especial, a las repercusiones que dicha catástrofe ha tenido en la XI Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, en las materias respectivas, a los señores Ministros del Interior y de Obras Públicas y a las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo y Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, para que tomen las medidas para paliar los efectos derivados de esa calamidad pública con la urgencia necesaria.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Allamand, quien se refiere a los problemas de contaminación que afectan a las ciudades de Valdivia y Osorno y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud, requiriendo información respecto de esta materia y a los señores Intendentes de las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos y Gobernadores de las Provincias de Osorno y de Valdivia, para que establezcan una mesa de trabajo con autoridades del sector ambiental, organizaciones de la sociedad civil y del sector empresarial a fin de elaborar un plan de emergencia que contenga las medidas que más adelante deberán incorporarse en los planes de prevención o de descontaminación.



Adhieren a estas peticiones, en sus nombres, los Honorables Senadores señores Kuschel y Navarro.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Allamand, con la adhesión de los Honorables Senadores señores Kuschel y Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien, luego de agradecer a los Honorables Senadores señores Flores, Cantero y Zaldívar por haberle cedido el tiempo correspondiente a su Comité, el que se suma al del Partido Socialista, se refiere al sistema de otorgamiento de becas de especialización en el extranjero y al hecho de que no se hayan considerado este tipo de beneficios en el área de las ciencias sociales, según se ha informado y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación y, por su intermedio a CONICYT y FONDECYT, y al señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, requiriendo información comparativa entre los fondos destinados desde 1990 a la fecha para las ciencias sociales y las demás áreas del conocimiento.


Luego, el señor Senador se refiere a la necesidad de aplazar la Prueba de Selección Universitaria y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación y al señor  Rector de la Universidad de Chile, solicitando información  acerca de las razones por las cuales no se podría adoptar esta decisión.



Finalmente, el Honorable Senador rinde homenaje al centenario del natalicio del ex Presidente de la República, don Salvador Allende Gossens. 



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano y Mixto, Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 32ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 2 DE JULIO DE 2.008.


Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor  Zaldívar.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica,  Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; Secretario General de Gobierno, don Francisco Vidal Salinas y de Justicia, don Carlos Maldonado Curti.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

___________

CUENTA

Informe



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del directorio de Televisión Nacional de Chile a la señora Marcia Scantlebury Elizalde y a los señores José Antonio Galilea Vidaurre y Cristián Leay Morán (Boletín N° S 1.075-05).


-- Queda para la Tabla de esta sesión.

_______________

ORDEN DEL DIA

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República por el que requiere el acuerdo del Senado para designar, como miembros del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a la señora Marcia Scantlebury Elizalde y a los señores José Antonio Galilea Vidaurre y Cristián Leay Morán, con informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, 

unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, por el que requiere el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a la señora Marcia Scantlebury Elizalde y a los señores José Antonio Galilea Vidaurre y Cristián Leay Morán, correspondiente al Boletín Nº S 1.075-05, para cuyo despacho ha hecho presente la urgencia  del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



Agrega que Su Excelencia la Presidenta de la República solicita el pronunciamiento del Senado para designar a las personas mencionadas como Directores de Televisión Nacional por un período de ocho años que vencería el 23 de mayo del año 2016.



El señor Secretario General añade que las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, en sesión celebrada el día 1 de julio del año en curso, conoció los antecedentes referidos a esta solicitud, escuchando, asimismo, los planteamientos de la señora Scantlebury y de los señores Galilea y Leay acerca de la televisión pública y sus desafíos y por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Espina, Gómez, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Pizarro y Ruiz-Esquide, dan a conocer a la Sala que, en la designación de los directores de Televisión Nacional de Chile en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.



El señor Secretario General, finalmente, hace presente que la referida designación debe contar, para su aprobación, con el voto conforme de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.
- - -



En discusión la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República, ningún señor Senador hace uso de la palabra.


Cerrado el debate y puesta en votación la proposición, es aprobada por 31 votos a favor y 3 en contra, de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Letelier y Naranjo.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Navarro, Pizarro y Ruiz-Esquide, quienes fundamentan su voto.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, queda aprobada la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como integrantes del Directorio de Televisión Nacional de Chile a la señora Marcia Scantlebury Elizalde y a los señores José Antonio Galilea Vidaurre y Cristián Leay Morán.


Queda terminada la discusión de este asunto.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 33ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 2 DE JULIO DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor  Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, Secretario General de Gobierno, don Francisco Vidal Salinas y de Justicia, don Carlos Maldonado Curti.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones vigésimo séptima, ordinaria, de 17 de junio de 2008; vigésimo octava y vigésimo novena, ambas especiales y trigésima, ordinaria, todas de 18 de junio del año en curso, que no han sido observadas.

______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero en la elección del Presidente de la República (Boletín N° 268-07).


-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base (Boletín N° 5.433-13).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha aprobado, con excepción de las que indica, las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que regula el lobby (Boletín N° 3.407-07) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas respecto de los artículos 6°, letra b) números 3 y 6, 107 y 161 del Código Tributario.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, en que se solicitaba información relativa a las fiscalías de la Región de Los Ríos.



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al alto nivel de endeudamiento con el Fisco que se aprecia en los habitantes de la Región de Aysén.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, referido a la necesidad de regular la industria del salmón.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del proyecto de conectividad por mar y por tierra para Chaitén.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la posibilidad de impartir un instructivo para las Municipalidades y Direcciones Regionales del Serviu del país en que se explique la correcta ejecución de la ley N° 20.234, sobre saneamiento y regularización de loteos.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la situación planteada por los integrantes del Comité de Vivienda Villa El Bosque respecto de una factura girada a nombre de la Ilustre Municipalidad de Lautaro.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones subrogante, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a los requerimientos en materia de comunicaciones de la comuna de Lago Verde, XI Región.



Del señor Director del Instituto Nacional de Deportes, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la construcción de una cancha de pasto sintético dentro de la pista atlética de la ciudad de Coyhaique.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para pronunciarse, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados (Boletín N° 4.968-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Queda para la Tabla de esta sesión.

Moción



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en lo relativo a la rehabilitación de adolescentes con problemas de dependencia de sustancias ilícitas y de alcohol (Boletín N° 5.946-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Allamand, García, Prokurica, Orpis y Romero, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que proponga una nueva institucionalidad para el Programa País de Eficiencia Energética (Boletín N° S 1.084-12).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Girardi, con el que solicitan que se posterguen las fechas para la rendición de la Prueba de Selección Universitaria (Boletín N° S 1.085-12).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se modifique el decreto supremo N° 38, que reglamenta el transporte remunerado de escolares, estableciéndose requisitos especiales para el transporte en zonas interurbanas (Boletín N° S 1.086-12).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Navarro, para ausentarse del país a contar del día 3 de julio del presente año.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Durante la sesión llega a la Mesa un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados (Boletín N° 4.968-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala con el propósito de dirigir un oficio a Su Excelencia el Presidente de la República de Colombia y al Senado de ese país congratulándolos por la liberación de la señora Ingrid Betancourt y de las demás personas que estaban secuestradas, instando, al mismo tiempo, a realizar todas las acciones conducentes a obtener la libertad de aquéllos que se encuentran privados de ella, víctimas de secuestros de esa naturaleza.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien sugiere que se incluya en esas comunicaciones lo señalado por esta Corporación y por el Gobierno Chileno, en el sentido de continuar implementando los acuerdos de paz, en los cuales están involucrados tanto el Gobierno Colombiano como los actores en el conflicto.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Allamand, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala con el objeto de fijar un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, correspondiente al Boletín Nº 3.975-13, hasta el día lunes 7 de julio del año en curso.



Así se acuerda.

____________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, con 

informe de la Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado por los Comités y ratificado por la Sala en la sesión 31ª, ordinaria, del día de ayer.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, correspondiente al Boletín N° 5.315-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.


Añade que la Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36  del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el número 5) del artículo 1°, contenido en el numeral 4) del artículo 1º del proyecto, tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los  señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez.



A continuación, el señor Presidente procede a abrir la votación. 



Durante la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien expresa que, en su calidad de presidente de una corporación que se dedica a la pobreza dura, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8º del Reglamento del Senado, no participará en la votación de esta iniciativa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 27 votos a favor, uno en contra y 4 abstenciones, de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Frei, García, Larraín, Navarro, Ominami y Sabag.



Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Ávila, quien fundamenta su voto.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Letelier y Ruiz-Esquide. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 11 de agosto del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense en la ley Nº 19.885, las siguientes modificaciones:


1) Sustitúyese su epígrafe por el que se indica a continuación: “INCENTIVA Y NORMA EL BUEN USO DE DONACIONES QUE DAN ORIGEN A BENEFICIOS TRIBUTARIOS Y LOS EXTIENDE A OTROS FINES SOCIALES Y PUBLICOS”.


2) En el encabezado de su Título I, intercálase, entre las expresiones “para” y “entidades”, la expresión “personas y”.


3) Sustitúyense todas las veces que aparecen en el texto, las expresiones “discapacitadas” y “discapacitados”, por la siguiente “con discapacidad”.


4) Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, que declaren su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa y que no sean empresas del Estado o en la que éste o sus instituciones participen, así como los contribuyentes del impuesto Global Complementario que declaren sobre la base de renta efectiva, que efectúen donaciones en dinero directamente a instituciones señaladas en el artículo 2º o al fondo establecido en el artículo 3º, en adelante “el Fondo”, podrán deducir de los impuestos indicados los créditos que más adelante se señalan; todo ello de acuerdo a los procedimientos, requisitos y condiciones que a continuación se establecen:


1.- Las donaciones no podrán efectuarse a instituciones en cuyo directorio participen el donante, su cónyuge o parientes consanguíneos hasta el segundo grado. En caso que el donante sea una persona jurídica, no podrá efectuar donaciones a instituciones en cuyo directorio participen sus socios o directores o los accionistas que posean el 10% o más del capital social, además de los cónyuges o parientes consanguíneos hasta el segundo grado de todos los anteriores. 


2.- No tendrán derecho al crédito tributario a que se refiere este artículo, las donaciones realizadas por candidatos a cargos de elección popular a instituciones que efectúen su labor en los territorios donde hubiesen presentado sus candidaturas desde seis meses antes de la fecha de inscripción de su postulación ante el Servicio Electoral y hasta seis meses después de realizada la elección de que se trate. Tampoco tendrán derecho al crédito tributario establecido en esta ley aquellas donaciones que efectuadas dentro del período de tiempo indicado, fueran realizadas a instituciones en cuyo directorio participen dichos candidatos ni las efectuadas por personas jurídicas donantes en cuyos directorios participen los señalados candidatos.


3.- El monto total de las donaciones que den derecho a este beneficio será el señalado en el artículo 10 de esta ley.


4.- Estas donaciones se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del Impuesto a las Herencias y Donaciones establecido en la ley Nº 16.271.


5.- Los donantes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, el monto de las donaciones, el domicilio, el RUT y la identidad del donatario en la forma y plazos que dicho Servicio determine. La información que se proporcione en cumplimiento de lo prescrito en este número, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35 del Código Tributario. Las instituciones y el Fondo, como donatarios, deberán dar cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos.


6.- El donatario que otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en esta ley o que destine dinero de las donaciones a fines no comprendidos en el proyecto respectivo o a un proyecto distinto de aquél al que se efectuó la donación, deberá pagar al Fisco el impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. Los administradores o representantes del donatario serán solidariamente responsables del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestren haberse opuesto a los actos que dan motivo a esta sanción o que no tuvieron conocimiento de ellos.


7.- Las donaciones de un monto inferior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales efectuadas directamente a instituciones señaladas en el artículo 2º o al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% de tales donaciones contra los impuestos indicados en el inciso primero.


8.- Las donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, en que al menos el 33% del total haya sido efectuado al Fondo, pudiendo el donante proponer el área de proyectos o programas a que se destinará ese porcentaje en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6°, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Las donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, en que un porcentaje inferior al 33% del total haya sido efectuado al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 35% del monto de la donación.


9.- Para efecto de lo señalado en los números anteriores, todas las donaciones de un monto inferior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales realizadas por un donante en forma íntegra a cualquier institución de aquellas señaladas en el artículo 2º, en el mismo año calendario, serán consideradas una única donación por el monto total donado en dicho período para efecto de calcular el crédito tributario.


10.- No obstante lo señalado en los números anteriores, las donaciones efectuadas por los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría referidos precedentemente, que financien proyectos o programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, certificados de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5°, en que al menos el 25% del total de la donación haya sido efectuado al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Si no se aportare al Fondo o el aporte fuere inferior al 25%, el crédito equivaldrá al 40% del monto de la donación. En caso de efectuar donaciones al Fondo, el donante podrá proponer el área de proyectos o programas a que se destinará su donación, en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6°.


11.- El crédito de que trata este artículo sólo podrá ser deducido si la donación se encuentra incluida en la base de los respectivos impuestos correspondientes a las rentas del año en que se efectúo materialmente la donación.


12.- En ningún caso, el crédito por el total de las donaciones de un mismo contribuyente podrá exceder del 2% de la renta líquida imponible del año o del 2% de la renta imponible del impuesto Global Complementario, y tampoco podrá exceder del monto equivalente a 14.000 Unidades Tributarias Mensuales al año.


13.- Las donaciones de que trata este artículo, en aquella parte que den derecho al crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar de la fecha en que se incurra en el desembolso efectivo.


14.- Aquella parte de las donaciones que no pueda ser utilizada como crédito, se considerará un gasto necesario para producir la renta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.


5) Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero, del siguiente modo:


i) Intercálase, entre la voz “reglamento” y el punto seguido que le sucede, las expresiones “y haber sido calificado como de  interés social por el consejo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4°. Además, podrán recibir estas donaciones los establecimientos educacionales que tengan proyectos destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, para sus alumnos y, o apoderados”, reemplazando la conjunción “y” que sigue a la palabra “discapacitadas”, por una coma.


ii) Reemplázase en el número 3), la frase “la rehabilitación de drogadictos” por la siguiente: “la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Para los efectos de acreditar el buen uso de las donaciones a que se refiere el artículo 1°, la institución donataria deberá llevar un Libro de Donaciones, de acuerdo a lo que señale el reglamento a que se refiere el artículo 6°. En todo caso, el Libro referido deberá señalar, por cada donación, a lo menos, el nombre del donante, número de certificado emitido, monto total de la donación y destino de la misma. Asimismo, deberá elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá ser remitido a ese Servicio dentro de los tres primeros meses de cada año. El incumplimiento de lo dispuesto en este inciso será sancionado en la forma prescrita en el número 2) del artículo 97 del Código Tributario, siendo solidariamente responsables del pago de la multa respectiva los administradores o representantes legales del donatario.”.


6) Modifícase el artículo 3°, en el siguiente sentido:


a) En su inciso segundo, sustitúyese la expresión “el número 2” por “los números 7 y 8”.


b) En su inciso tercero, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, lo siguiente: “La determinación del 5% del Fondo, antes indicado, se realizará en la forma que indique el reglamento.”.


7) Modifícase el artículo 4°, de la manera siguiente:


a) Introdúcense en el inciso primero, las siguientes enmiendas: 


i) Intercálase a continuación de la expresión “Confederación de la Producción y del Comercio o su representante”, la siguiente frase, precedida por una coma (,): “un representante de las organizaciones comunitarias territoriales y funcionales constituidas de conformidad con la ley N° 19.418, designado en la forma que establezca el reglamento”.


ii) Sustitúyese la expresión “tres” por “cuatro”, la primera vez que aparece en el texto.


b) Intercálase en el inciso quinto, en el número 3.-, entre la coma que sigue a la expresión “título” y la conjunción “y”, la siguiente oración: “calificar su interés social, considerando las actividades sociales específicas que el beneficiario se propone realizar dentro de un período determinado”.


8) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) En su inciso segundo, reemplázase la expresión “los dos años” por “un año” y agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tratándose de donaciones que financien proyectos o programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, dichos proyectos o programas deberán, además, estar certificados por el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, según los criterios técnicos que se establezcan en el reglamento a que se refiere el artículo 6°.”.


 b) Reemplázase en su inciso tercero, la oración “La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá superar un período de tres años.”, por la siguiente frase: “La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá considerar un plazo inferior a seis meses ni superar un período de tres años.”.


c) Reemplázase su inciso cuarto, por los siguientes dos incisos, pasando el actual inciso quinto a ser inciso sexto:


“El Ministerio de Planificación, mediante resolución fundada, podrá eliminar del registro a aquellas instituciones que hayan incurrido en las siguientes conductas:


a) No haber cumplido las obligaciones impuestas por la donación recibida.


b) Haber destinado dinero de la donación a fines no comprendidos en el proyecto o programa respectivo o a uno distinto de aquel al que se efectuó la donación.


c) Haber incurrido en alguna de las conductas tipificadas en los artículos 11 y 13 de esta ley y en el artículo 97, N° 24, del Código Tributario.


d) Haber sido sancionado por tribunal competente, por denegación arbitraria de atención a beneficiarios del proyecto o programa respectivo, o de otros programas o prestaciones sociales que la entidad beneficiaria administre.


Las instituciones cuya eliminación del registro haya sido declarada por primera vez, no podrán incorporarse nuevamente a éste ni presentar nuevos proyectos o programas a financiamiento de donaciones de que trata esta ley ni a financiamiento de los recursos del Fondo, dentro del plazo de tres años contado desde la fecha de la resolución que aplicó dicha sanción. En caso de declararse nuevamente la eliminación del Registro de dicha entidad, se le aplicará la misma sanción, pero por un plazo de seis años.”.


9) Modifícase el artículo 10, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“El conjunto de las donaciones efectuadas por los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría y por los contribuyentes del impuesto Global Complementario de la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, sea para los fines que señala el artículo 2º de esta ley o para los establecidos en el artículo 69 de la ley Nº 18.681; artículo 8º de la ley Nº 18.985; artículo 3º de la ley Nº 19.247; ley Nº 19.712; artículo 46 del decreto ley Nº 3.063, de 1979; decreto ley Nº 45, de 1973; artículo 46 de la ley Nº 18.899, y en el Nº 7 del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, así como para los que se establezcan en otras normas legales que se dicten para otorgar beneficios tributarios a donaciones, tendrán como límite global absoluto el equivalente al 5% de la renta líquida imponible. Dicho límite se aplicará ya sea que el beneficio tributario consista en un crédito contra el impuesto de Primera Categoría o  contra el impuesto Global Complementario, según corresponda, o bien en la posibilidad de deducir como gasto la donación. Sin embargo, en este límite no se incluirá aquel a que se refiere el artículo 8º. Para la determinación de este límite se deducirán de la renta líquida imponible las donaciones a las entidades señaladas en el artículo 2º.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Con todo, los contribuyentes afectos al impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta señalados en el artículo 1°, podrán efectuar donaciones irrevocables de largo plazo a las instituciones señaladas en el artículo 2º o al fondo establecido en el artículo 3º, hasta por el equivalente a 1,6 por mil de su capital propio tributario, con un máximo de 14.000 Unidades Tributarias Mensuales al año, cualquiera sea la renta imponible del ejercicio respectivo o cuando tengan pérdidas. En tal caso, si en alguno de los ejercicios correspondiente a la duración de la donación, el contribuyente registra una renta líquida imponible tal, que el 2% de ella sea inferior al monto de las cuotas de dicha donación que han vencido y han sido pagadas en el ejercicio, el contribuyente no tendrá derecho al crédito que se indica en el artículo 1° por las cuotas indicadas, pero podrá deducirlas totalmente como gasto aceptado. Las donaciones a que se refiere este inciso son aquéllas en que la donación se efectúa irrevocablemente mediante una escritura pública, no sujeta a modo o condición, estableciendo pagos futuros en cuotas anuales y fijas, expresadas en unidades de fomento y por períodos no inferiores a cuatro ejercicios comerciales.”.


10) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Las instituciones que reciban donaciones acogidas a la presente ley o a otras que otorguen un beneficio tributario al donante, no podrán efectuar ninguna prestación en favor de éste, directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales o exigiendo menos requisitos que los que exijan en general. Tampoco podrán efectuar dichas prestaciones en favor de los empleados del donante, de sus directores, o del cónyuge o los parientes consanguíneos, hasta el segundo grado, de todos éstos, ya sea  directamente o a través de entidades relacionadas en los términos señalados en el artículo 100 de la ley N° 18.045. Esta prohibición, regirá durante los seis meses anteriores y los veinticuatro meses posteriores a la fecha en que se efectúe la donación. Se encuentran en esta situación, entre otras,  las siguientes prestaciones: otorgar becas de estudio, cursos de capacitación u otros;  traspasar bienes o prestar servicios financiados con la donación; entregar la comercialización o distribución de tales bienes o servicios, en ambos casos cuando dichos bienes o servicios, o la operación encomendada, formen parte de la actividad económica del donante; efectuar publicidad, más allá de un razonable reconocimiento, cuando ésta signifique beneficios propios de una contraprestación bajo contratos remunerados y realizar cualquier mención en dicha publicidad, salvo el nombre y logo del donante, de los productos y, o servicios que éste comercializa o presta, o entregar bienes o prestar servicios financiados con las donaciones, cuando signifique beneficios propios de una contraprestación bajo contratos remunerados.


Con todo, lo dispuesto en este artículo no se aplicará cuando las prestaciones efectuadas por el donatario o terceros relacionados o contratados por éste, en favor del donante, tengan un valor que no supere el 10% del monto donado, con un máximo de 15 Unidades Tributarias Mensuales en el año, considerando para este efecto los valores corrientes en plaza de los respectivos bienes o servicios.


El incumplimiento de lo previsto en este artículo hará perder el beneficio al donante y lo obligará a restituir aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar, con los recargos y sanciones pecuniarias que correspondan de acuerdo al Código Tributario. Para este efecto, se considerará que el impuesto se encuentra en mora desde el término del período de pago correspondiente al año tributario en que debió haberse pagado el impuesto respectivo de no mediar el beneficio tributario.


Asimismo, el donante y el donatario que no cumplan con lo dispuesto en este artículo serán sancionados con una multa del cincuenta por ciento al trescientos por ciento del impuesto que hubiere dejado de pagar el donante con ocasión de la donación. La aplicación de esta sanción se sujetará al procedimiento establecido en el número 2° del artículo 165 del Código Tributario.


El Ministerio de Planificación, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, informará una vez al año al Congreso Nacional sobre el funcionamiento de esta  ley.”.


Artículo 2º.- Sustitúyese el número 24 del artículo 97, del Código Tributario, por el siguiente:


“24.- Los contribuyentes de los impuestos establecidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta, que dolosamente reciban contraprestaciones de las instituciones a las cuales efectúen donaciones, sea en beneficio propio o en beneficio personal de sus socios, directores o empleados, o del cónyuge o de los parientes consanguíneos hasta el segundo grado, de cualquiera de los nombrados, o simulen una donación, en ambos casos, de aquellas que otorgan algún tipo de beneficio tributario que implique en definitiva un menor pago de algunos de los impuestos referidos, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que existe una contraprestación cuando en el lapso que media entre los seis meses anteriores a la fecha de materializarse la donación y los veinticuatro  meses siguientes a esa data, el donatario entregue o se obligue a entregar una suma de dinero o especies o preste o se obligue a prestar servicios, cualquiera de ellos avaluados en una suma superior al 10% del monto donado o superior a 15 Unidades Tributarias Mensuales en el año a cualquiera de los nombrados en dicho inciso.


El que dolosamente destine o utilice donaciones de aquellas que las leyes permiten rebajar de la base imponible afecta a los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta o que otorgan crédito en contra de dichos impuestos, a fines distintos de los que corresponden a la entidad donataria de acuerdo a sus estatutos, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.


Los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que dolosamente y en forma reiterada, deduzcan como gasto de la base imponible de dicho impuesto donaciones que las leyes no permiten rebajar, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.


Artículo 1° transitorio.- Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, el reglamento a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.885 deberá ser modificado, adecuándolo a lo establecido en esta ley.


Artículo 2° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la modificación al reglamento a que se refiere el artículo precedente, con excepción de las modificaciones introducidas en el número 9) del artículo 1° de esta ley, las que regirán desde el 1 de enero del año siguiente al de su entrada en vigencia.”.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 94 del Reglamento del Senado, solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para alterar el Orden del Día de esta sesión, en el sentido de colocar en el primer lugar de la Tabla al proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, y sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, correspondiente al Boletín N° 5.128-10.



Así se acuerda.

______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, y sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de 

Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia, de conformidad a lo acordado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, y sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica, correspondiente al Boletín N° 5.128-10.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió esta iniciativa en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y la aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General  agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda hizo lo propio y aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores  Escalona, García, Muñoz Aburto y Sabag, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.



Finalmente, hace presente que esta iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado, conforme lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Carta Fundamental, por lo que requiere para ser aprobada de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo previsto en el artículo 54 N° 1) y en el inciso tercero del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de acuerdo, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular el proyecto de acuerdo, es aprobado por 29 votos a favor, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el artículo 54 N° 1) y en inciso tercero del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica, celebrado por intercambio de Notas, fechadas en Santiago y Lima, el 16 de marzo y el 18 de abril de 2007, respectivamente.".
______________

Votación de la solicitud presentada para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04) sea conocido por las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, Unidas. Acuerdo 

de la Sala.



El señor Presidente anuncia que corresponde efectuar la votación de la solicitud de la referencia, de conformidad a lo acordado por la Sala en la sesión del día de ayer.



El señor Secretario General informa que se trata de la solicitud presentada por los Comités Partido Renovación Nacional y Partido Unión Demócrata Independiente para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04) sea conocido por las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.



En votación la solicitud, se produce el siguiente resultado:15 votos por el rechazo, 13 votos por la aprobación, 2 abstenciones y 2 pareos. 



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Barra y Ruiz-Esquide.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Frei y Sabag. Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Frei.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Alvear y Pizarro.



El señor Secretario General indica que las abstenciones influyen en el resultado por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, corresponde repetir la votación.



Repetida la votación, se produce el siguiente resultado: 15 votos por el rechazo, 13 votos por la aprobación, 2 abstenciones y 2 pareos. 



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Frei.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Alvear y Pizarro.



El señor Secretario General señala que queda rechazada la solicitud para enmendar el trámite de comisiones dado al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación, reglamentariamente por 16 votos contra 13 y 2 pareos, por lo que el proyecto pasa a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, separadamente.
________________

Solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para pronunciarse, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados en la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la solicitud  de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata de la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para pronunciarse, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de reforma constitucional que suprime la referencia al número de Diputados en la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín N° 4.968-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Añade que este proyecto de reforma constitucional fue rechazado en general por la Honorable Cámara de Diputados, por lo que la Jefa de Estado hizo uso del mecanismo previsto en el artículo 68 de la Carta Fundamental, solicitando al Senado que se pronuncie al respecto.



El señor Secretario General agrega la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento  acordó recomendar por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gómez, Pizarro y Muñoz Aburto y dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, que se apruebe en general el proyecto de reforma constitucional.



Finalmente, hace presente que el quórum requerido para aprobar esta iniciativa es los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio.

- - -


En discusión la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien hace presente que el Ejecutivo ha retirado la urgencia calificada de “discusión inmediata” para el despacho de esta solicitud, que originalmente se había presentado, como se ha consignado en la Cuenta, de manera que ella pueda ser discutida y votada en la sesión ordinaria del próximo martes.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien, en representación del Comité Partido Radical Social Demócrata, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta solicitud habida consideración del retiro de la urgencia precedentemente señalada.


En primera discusión, ofrecido el uso de la palabra, ningún señor Senador hace uso de ella.


Queda para segunda discusión la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República.

__________________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con nuevo primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, correspondiente al Boletín N° 4.248-06, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad al acuerdo adoptado los Comités y ratificado por la Sala en la sesión 85ª, ordinaria, de 22 de enero del año en curso, emitió un nuevo primer informe, donde se deja testimonio de que discutió en este proyecto tanto en general cuanto en particular, puesto que la Sala la autorizó para proceder de esa manera.



El señor Secretario General  agrega que en el primer informe la Comisión aprobó en general esta iniciativa, en su texto original, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.



Precisa que en el nuevo primer informe, la Comisión se abocó al análisis de la indicación sustitutiva que presentó el Ejecutivo, dándole aprobación, en forma unánime, a los distintos artículos propuestos, con la sola excepción del artículo 18, crea el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Droga y Alcohol, el cual contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Muñoz Aburto, y el voto en contra del Honorable Senador señor Gómez. 



El señor Secretario General hace presente que los artículos 1°, inciso primero; 2°, inciso segundo; 3°, letras c), k) y l); 4°; 7°, inciso segundo; 9°; 11; 12, inciso segundo y letras a) y b) del inciso tercero; 14; 17, inciso final; 21, numerales 1 a 6, 7, 8 y 11; 23, y 25, número 1) tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 38, 101 y 105 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Finalmente, señala que este proyecto, durante su discusión en particular, también debe ser informado por la Comisión de Hacienda.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien, en nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente y  de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta iniciativa.


En primera discusión, ofrecida el uso de la palabra, ningún señor Senador hace uso de ella.


Queda para segunda discusión la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ávila, en primer trámite constitucional, que sanciona el sobreconsumo de agua potable de uso domiciliario, con informe de 

la Comisión de Obras Públicas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona el sobreconsumo de agua potable de uso domiciliario, correspondiente al Boletín N° 4.837-09.


Añade que la Comisión de Obras Públicas, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Honorable Senado, discutió este proyecto sólo en general, no obstante ser de artículo único, ya que rechazó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira y Romero.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ávila; Letelier, en su calidad de Presidente de la Comisión de Obras Públicas, y Bianchi.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Ávila, de conformidad a lo dispuesto en el número 7) del artículo 131 del Reglamento del Senado, formula indicación para que el proyecto vuelva a la Comisión de Obras Públicas para un nuevo primer informe.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath.



El proyecto vuelve a la Comisión de Obras Públicas para un nuevo primer informe.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de informarle acerca de los planteamientos formulados por los funcionarios del Instituto de Normalización Previsional de Valdivia respecto de la paralización de actividades de dicho Servicio, a objeto de que exprese su opinión acerca de esta materia.



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Contralor General de la República, para que remita copia de los resultados de la investigación realizada respecto de posibles irregularidades en la Ilustre Municipalidad de Calama, que indica.



2) A los señores Intendente Regional de la II Región; Secretarios Regionales Ministeriales de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo de esa Región y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta, requiriendo información acerca del proyecto de mejoramiento, ampliación o extensión en la Avenida Pedro Aguirre Cerda de esa ciudad.



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Fiscal Regional del Ministerio Público de la Región Metropolitana Oriente, requiriendo información respecto de los delitos de macro y micro tráfico de drogas tipificados en la Ley N° 20.000, ocurridos en las comunas de Vitacura, Lo Barnechea, La Reina, Ñuñoa y Macul durante el año 2007 y de los delitos de robo que indica.



- Del Honorable Senador señor Frei a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo su opinión respecto de la solicitud de persona que indica en relación con la adquisición de una vivienda propia.



- Del Honorable Senador señor Horvath a los señores Ministros del Interior y de Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Delegada Presidencial para la Emergencia en Chaitén, requiriendo efectuar un estudio para la subsistencia de las empresas de transportes de pasajeros con destino final en dicha ciudad.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor Presidente de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, solicitando información acerca de la posibilidad de extender el servicio de buses de acercamiento que actualmente existe entre la ciudad de Quillota y la estación de Limache, a las comunas de La Cruz y La Calera.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere al retraso en el funcionamiento de las escuelas de fútbol existentes en el país, materia para la cual se consideran recursos en la actual Ley de Presupuestos de la Nación  y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Subsecretario de Deportes, requiriendo diversos antecedentes sobre el particular.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, de conformidad al Reglamento del Senado.
______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien solicita adjuntar a la presentación que hiciera el día de ayer una lámina obtenida en la página web Google Earth satelital, en la cual se ha demarcado el área que correspondería a la expansión de Chaitén y requiere, asimismo, que se oficie, además, al Servicio Nacional de Geología y Minería y a la Oficina Nacional de Emergencia en relación con esta materia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor  Horvath, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Mixto, Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Independientes, Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA

(4716-07)
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Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:





"Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República en el siguiente sentido:





1. Agrégase en el artículo 8°, el siguiente inciso tercero: 





"El Presidente de la República y demás autoridades que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, y encomendar la administración de sus bienes y obligaciones a terceros, cuando aquella ley así lo exija, en las condiciones y plazos que señale.".





2. Agrégase en el inciso primero del artículo 18, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: 





"Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.".





3. Modifícase el inciso quinto del número 15° del artículo 19 en el siguiente sentido:





 a) Sustitúyense las expresiones "la nómina de sus militantes se registrará en el servicio electoral del Estado, el que guardará reserva de la misma, la cual será accesible a los militantes del respectivo partido", por las siguientes: "la nómina de sus militantes deberá ser pública y se registrará en el servicio electoral del Estado".





b) Intercálase entre las palabras "Una ley orgánica constitucional" y "regulará las demás materias" lo siguiente: 





"establecerá un sistema voluntario de elecciones primarias para la nominación de los candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para los partidos políticos. La misma ley orgánica".





4. Intercálase el siguiente artículo 37 bis:





"Artículo 37 bis.- A los Ministros de Estado les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro de Estado cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.




Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros de Estado estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.".



5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Suprímense en el inciso segundo las expresiones "contra el Fisco".



b) Suprímese el inciso tercero.



6. Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 74:


"Sin embargo, el Presidente de la República, de acuerdo a lo establecido en dicha ley orgánica constitucional, no podrá hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto durante los treinta días anteriores a una elección presidencial, a menos que la funde en exigencias provenientes de los intereses generales o de la seguridad nacional.".



7. Intercálase en el artículo 127, el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:



"No podrán presentarse ni tramitarse proyectos de reformas constitucionales dentro de los noventa días anteriores a una elección presidencial. Esta prohibición se extenderá por el período que medie entre la primera y segunda votación, en el caso de existir esta última, de conformidad al inciso segundo del artículo 26.".



8. Agrégase la siguiente disposición transitoria:



"Vigésima tercera.- La modificación introducida en el inciso segundo del artículo 60, entrará en vigencia transcurridos ciento ochenta días a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA PLANTA DE TROPA PROFESIONAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS

(5479-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, especialmente invitados, los asesores del Ministerio de Defensa Nacional, señores Rodrigo Atria, Ricardo Rincón y Carlos Solar.


Cabe hacer presente que el proyecto de ley debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

 

Los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 10 del proyecto de ley tienen el carácter de normas orgánico constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 105 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del artículo 1°; artículos 3°, 4°, 6°, 7°, 8°, 9° y 11 permanentes; Artículos Primero Transitorio y Artículo Segundo Transitorio.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 3 y 4.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 1.

4.- Indicaciones rechazadas: ---

5.- Indicaciones retiradas: ---

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ---

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se describe-, una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 1º


Su encabezamiento dispone lo siguiente:


“Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 18.948 Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, del siguiente modo:”.

Por su parte, el numeral 9) prescribe:

“9) Introdúcense los siguientes artículos 57 BIS y 57 TER:



“Artículo 57 BIS.- El personal de Tropa Profesional no podrá acogerse a retiro temporal.



Artículo 57 TER.- El retiro absoluto del personal de Tropa Profesional, procederá por alguna de las siguientes causales:



a) Por padecer de enfermedad declarada incurable o sufrir de alguna inutilidad de las señaladas en esta ley.



b) Por enterar el período de años de servicio efectivo para el cual fue nombrado, con un máximo de cinco. 



c) Por estar comprendido en las disposiciones legales y reglamentarias que rigen las eliminaciones.



d) Por aceptación de la petición de renuncia voluntaria al empleo, y



e) Por haber sido condenado por crimen o simple delito.”.”.




La indicación número 1, de S. E. la señora Presidenta de la República, es para incorporar en la letra c) del artículo 57 TER propuesto, a continuación del vocablo “eliminaciones”, la siguiente frase final: “o por necesidades del servicio calificadas por el respectivo Director de Personal o su equivalente”.


El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, explicó que la indicación tiene por objetivo ampliar las causales de retiro absoluto contempladas en el artículo 57 TER del proyecto de ley, otorgando mayor flexibilidad y un mejor manejo del personal a los Directores de Personal de las Instituciones Armadas.



Añadió que esta indicación surgió de las observaciones realizadas por el señor Comandante en Jefe del Ejército, durante la discusión en general de la iniciativa en estudio.



El Honorable Senador señor Arancibia reconoció que si bien esta nueva atribución otorgada a los Directores de Personal o su equivalente, constituye un mecanismo de flexibilización y de optimización de los recursos humanos, también amplía las causales de retiro absoluto a un número ilimitado de situaciones.



El Honorable Senador señor Romero, consultó si la calificación de las “necesidades del servicio”, efectuadas por el Director de Personal o su equivalente, tiene alguna instancia de apelación o de revisión,  a fin de evitar arbitrariedades. 



El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, respondió que la afirmación del Honorable Senador señor Arancibia es certera, en el sentido de que la nueva facultad introducida por la indicación en estudio, es amplia y discrecional. No obstante, indicó, el Ejecutivo tuvo especial cuidado en evitar cualquier tipo de arbitrariedad en la toma de las decisiones referidas a las necesidades del servicio, para lo cual se dispuso expresamente que fueran debidamente “calificadas” por la autoridad competente.


Indicó que la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, confiere igual atribución al Director de Personal o su equivalente, respecto del Cuadro Permanente o Gente de Mar.



El Honorable Senador señor Romero propuso que la nueva causal de retiro absoluto agregada por la indicación, disponga que las necesidades del servicio calificadas por el Director de Personal o su equivalente, revistan el carácter de “fundadas”, evitando así cualquier tipo de injusticia o arbitrariedad.



El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, manifestó que el Ejecutivo no tendría problema en acoger la propuesta de Su Señoría, considerando que precisa la facultad otorgada.

 
Agregó que si bien en el proyecto de ley no se establece expresamente, el decreto con fuerza de ley N° 1, 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, contempla el recurso de apelación para las resoluciones adoptadas por los Directores de Personal o su equivalente.



El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Rincón, añadió que el estatuto vigente en materia de apelación se aplica en forma supletoria al proyecto de ley en estudio.


Los miembros de la Comisión coincidieron con los planteamientos expresados, y acogieron la sugerencia del Honorable Senador señor Romero.


- Puesta en votación la indicación número 1, se aprobó con la modificación antes referida, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Flores, Gazmuri y Romero.
Artículo 2°
 
Su texto es del siguiente tenor:


“Artículo 2°.- El personal de planta de Tropa Profesional gozará de los mismos beneficios que el resto del personal de planta, salvo las excepciones establecidas en la presente ley, y estará afecto al Régimen Previsional y de Seguridad Social de dicho personal, establecido en la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, en todo aquello que no contravenga lo dispuesto en esta ley.”.
 
La indicación número 2, de S. E. la señora Presidenta de la República, es para intercalar, a continuación del término “mismos beneficios”, la frase “, derechos y sistema de remuneraciones”.


El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, indicó que la indicación tiene por finalidad precisar que la Tropa Profesional gozará de la totalidad de los derechos y beneficios que tiene el resto del personal de planta.



El Honorable Senador señor Romero, solicitó la enunciación de algunos ejemplos de situaciones comprendidas en la indicación.



El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, puso de relieve que los derechos, beneficios y el sistema de remuneraciones mencionados en el artículo 2° de la iniciativa, alude a los derechos comprendidos en los artículos 16 y 17 de la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. 




 
Expresó que el referido artículo 16 dispone que el personal tendrá derecho, como retribución por sus servicios, al sueldo y demás remuneraciones adicionales. Además, gozará de los derechos que establezca la ley, tales como feriado anual, permisos con o sin goce de remuneraciones, licencias y subsidios, pasajes y fletes, viáticos, asignación por cambio de residencia, vestuario, equipo y alimentación fiscal.


 - Puesta en votación la indicación número 2, se aprobó con la misma votación a la consignada precedentemente.

Artículo 5

Indica lo siguiente: 

 

“Artículo 5°.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional integrará a la cuenta de capitalización individual del personal de que se trate, en la administradora de fondos de pensiones a la que se encuentre afiliado, la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo descuento y el mes en que se verifique el retiro de dicho personal.

 

Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, deberá comunicar a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, dentro del plazo de treinta días contados desde que se produzca su retiro, en qué Administradora se hará efectivo el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior. Si no lo hiciere, la Caja hará efectivo el traspaso correspondiente en la Administradora que determine en conformidad al reglamento. En ambos casos, en virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la correspondiente afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, de Invalidez y Sobrevivencia, establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.

 

El traspaso de imposiciones a que se refieren los incisos precedentes no se considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones cuando ingrese a la respectiva cuenta de capitalización individual.



Asimismo, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional pagará al personal respectivo la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, del Ministerio Defensa Nacional, salvo en el caso que le corresponda percibir pensión por inutilidad.”. 
 


La indicación número 3, de S. E. la señora Presidenta de la República, es para sustituir el inciso segundo por el siguiente:
 
"Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior se hará efectivo en la administradora que se haya adjudicado la licitación a que se refiere el Título XV del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para el período correspondiente. En virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la respectiva afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia establecido en dicho decreto ley.".
 

El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, explicó que la indicación tiene por objetivo homologar el inciso segundo del artículo 5° de la iniciativa legal con la ley N° 20.255, que Establece Reforma Previsional, y que modificó el decreto ley N° 3.500, de 1980, que fijó el Nuevo Sistema de Pensiones.


En efecto, sostuvo, la indicación dispone que el traspaso de imposiciones desde CAPREDENA O DIPRECA del personal que no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones se hará efectivo en la administradora que se haya adjudicado la licitación a que se refiere el Título XV del citado decreto ley N° 3.500, conforme a la nueva regulación.


El Honorable Senador señor Gazmuri consultó si en el evento de que se amplíe el plazo de permanencia del personal de la Tropa Profesional, que según el proyecto es de cinco años, seguiría imponiendo en CAPREDENA O DIPRECA, por todo el período.


El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, hizo presente que se encuentra en estudio el proyecto de ley sobre nueva carrera militar, el que contemplaría la ampliación del período de servicio de los Soldados Profesionales, estableciendo una carrera militar corta. Agregó que durante todo este período de servicio dicho personal cotizará en DIPRECA O CAPREDENA, según el caso.


- Puesta en votación la indicación número 3, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores  Arancibia, Gazmuri y Romero.
Artículo 10

Establece lo siguiente:

 
“Artículo 10.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948, los asignatarios de un causante perteneciente al personal de planta de Tropa Profesional, sólo llegarán hasta el cuarto grado. 

 

Asimismo, en el caso del personal soltero sin hijos que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, si el padre, en su caso, no pudiere gozar de montepío por no reunir las condiciones exigidas por la ley, sólo le sucederá la madre de filiación matrimonial aun cuando estuviere casada con aquél. En estos casos tendrá aplicación lo previsto en el inciso tercero del artículo 88 bis de la ley N° 18.948.

 

Las normas sobre asignatarios establecidas en los incisos precedentes serán aplicables para los efectos del desahucio a que se refiere el artículo 90 (93) de la ley N° 18.948 y de la indemnización a que se refieren los artículos 69 (71) y 70 (72) del mismo cuerpo legal.”.

La indicación número 4, de S. E. la señora Presidenta de la República, es para suprimir en el inciso segundo la frase “de filiación matrimonial”.


 


El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Atria, destacó que la indicación tiene por finalidad homologar este artículo con lo dispuesto en la ley N° 19.585, que modificó el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación, con la finalidad de terminar con la distinción entre los hijos, en atención a la filiación -matrimonial o no matrimonial- de la madre. 





En este caso, se trata de no discriminar el tipo de filiación de la madre, para efectos de determinar el orden de precedencia en el otorgamiento de la asignación de montepío, en caso de fallecimiento de un Soldado Profesional soltero y sin hijos en un acto de servicio.





El Honorable Senador señor Romero hizo presente que el concepto de “madre” utilizado en el precepto incluye tanto a la biológica, como a la adoptiva.


- Puesta en votación la indicación número 4, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Flores, Gazmuri y Romero.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Número 9


Incorporar, a continuación del vocablo “eliminaciones”, de la letra c) del artículo 57 TER propuesto, la siguiente frase final: “o por necesidades fundadas del servicio calificadas por el respectivo Director de Personal o su equivalente”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 1).

Artículo 2°


Intercalar, a continuación de la expresión “mismos beneficios”, lo siguiente: “, derechos y sistema de remuneraciones”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 2).

Artículo 5°

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior se hará efectivo en la administradora que se haya adjudicado la licitación a que se refiere el Título XV del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para el período correspondiente. En virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la respectiva afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia establecido en dicho decreto ley.".

(Unanimidad 3x0. Indicación número 3).

Artículo 10

Inciso segundo

Eliminar la expresión “de filiación matrimonial”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 4).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 18.948 Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, del siguiente modo:

 

1) Intercálase en el artículo 4º, entre las expresiones “- Cuadro Permanente y de Gente de Mar” y “- Empleados Civiles”, lo siguiente: “- Tropa Profesional”.

 

2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 6º la siguiente oración: “Sin embargo, podrán consultarse plazas de empleados civiles que no formen escalafón cuando se trate de funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas clasificados.”, por la frase “Sin embargo, podrán consultarse plazas de personal que no forme escalafón para empleados civiles que realicen funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas calificados, y para el personal que se desempeñe en la tropa profesional.”.

 

3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7º:
 

“Los nombramientos y retiros del personal de Tropa Profesional se harán por resolución de la respectiva Dirección del Personal o Comando del Personal, en su caso.”.



4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 10 la frase “y Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “, Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y Personal de Tropa Profesional,”.



5) Sustitúyese en el artículo 37(38), en la columna relativa a los Clases de la Armada, la denominación del último grado de Gente de Mar de esa institución correspondiente a “Marinero y Soldado”, por la de “Marinero 1º y Soldado 1º”.


 6) Introdúcese el siguiente artículo 37 BIS: 


 “Artículo 37 BIS.- El único grado jerárquico del personal de Tropa Profesional y su equivalencia entre las instituciones será el siguiente:

Ejército
           Armada
                       Fuerza Aérea

Soldado

Marinero y Soldado
                                Soldado”.



7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 38 (39) la frase “del personal de Oficiales y del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “del personal de Oficiales, del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y de Tropa Profesional,”.



8) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 42 (43):



“La antigüedad de los soldados y marineros de Tropa Profesional de diferentes Instituciones se determinará por la fecha de nombramiento, y entre los de igual fecha, se determinará por el orden de precedencia Ejército, Armada y Fuerza Aérea.”.



9) Introdúcense los siguientes artículos 57 BIS y 57 TER:



“Artículo 57 BIS.- El personal de Tropa Profesional no podrá acogerse a retiro temporal.


 Artículo 57 TER.- El retiro absoluto del personal de Tropa Profesional, procederá por alguna de las siguientes causales:



a) Por padecer de enfermedad declarada incurable o sufrir de alguna inutilidad de las señaladas en esta ley.


 b) Por enterar el período de años de servicio efectivo para el cual fue nombrado, con un máximo de cinco. 


 c) Por estar comprendido en las disposiciones legales y reglamentarias que rigen las eliminaciones o por necesidades fundadas del servicio calificadas por el respectivo Director de Personal o su equivalente.


d) Por aceptación de la petición de renuncia voluntaria al empleo, y



e) Por haber sido condenado por crimen o simple delito.”.


 Artículo 2°.- El personal de planta de Tropa Profesional gozará de los mismos beneficios, derechos y sistema de remuneraciones que el resto del personal de planta, salvo las excepciones establecidas en la presente ley, y estará afecto al Régimen Previsional y de Seguridad Social de dicho personal, establecido en la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, en todo aquello que no contravenga lo dispuesto en esta ley. 


 Artículo 3°.- El personal a que se refiere la presente ley no tendrá derecho a la pensión de retiro establecida en el artículo 77(79) de la ley N° 18.948 y sólo tendrá derecho al desahucio a que se refiere el artículo 89(92) en caso de percibir pensión por inutilidad.


Artículo 4°.- La Caja de Previsión de la Defensa Nacional hará devolución al personal de planta de Tropa Profesional retirado, del monto total que hubiese impuesto, durante su permanencia en dicha planta, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, y en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, de Guerra, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

 

a) Que registre a lo menos ocho cotizaciones mensuales en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, y

 

b) Que una vez producido su retiro de la planta de Tropa Profesional, el respectivo personal no continúe prestando funciones en alguna institución que le implique tener la calidad de imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.

 

Artículo 5°.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional integrará a la cuenta de capitalización individual del personal de que se trate, en la administradora de fondos de pensiones a la que se encuentre afiliado, la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo descuento y el mes en que se verifique el retiro de dicho personal.

 

Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior se hará efectivo en la administradora que se haya adjudicado la licitación a que se refiere el Título XV del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para el período correspondiente. En virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la respectiva afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia establecido en dicho decreto ley.

 

El traspaso de imposiciones a que se refieren los incisos precedentes no se considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones cuando ingrese a la respectiva cuenta de capitalización individual.


 Asimismo, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional pagará al personal respectivo la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, del Ministerio Defensa Nacional, salvo en el caso que le corresponda percibir pensión por inutilidad. 

 

Artículo 6°.- No será aplicable al personal de planta de Tropa Profesional lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N° 18.458.

 

Artículo 7°.- El personal retirado de la planta de Tropa Profesional que, por cualquier circunstancia, pase a ser imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, deberá reintegrar la devolución de imposiciones traspasada en conformidad al inciso primero del artículo 5º, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo traspaso y el mes en que se verifique el correspondiente reintegro.

 

Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile arbitrarán las medidas tendientes a materializar los reintegros que correspondan.
 

Artículo 8°.- En ningún caso, la pensión de inutilidad se computará, respecto del personal de planta de Tropa Profesional sobre un sueldo inferior al de Cabo 1°.

 

Artículo 9°.- Sólo tendrán derecho a las prestaciones de salud referidas a asistencia médica curativa, a que alude el inciso segundo del artículo 73 de la ley N° 18.948,  las personas que, respecto del personal a que se refiere la presente ley, se encuentren en alguna de las categorías establecidas en las letras a), b) y d) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 

Artículo 10.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948, los asignatarios de un causante perteneciente al personal de planta de Tropa Profesional, sólo llegarán hasta el cuarto grado. 

 

Asimismo, en el caso del personal soltero sin hijos que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, si el padre, en su caso, no pudiere gozar de montepío por no reunir las condiciones exigidas por la ley, sólo le sucederá la madre aun cuando estuviere casada con aquél. En estos casos tendrá aplicación lo previsto en el inciso tercero del artículo 88 bis de la ley N° 18.948.

 

Las normas sobre asignatarios establecidas en los incisos precedentes serán aplicables para los efectos del desahucio a que se refiere el artículo 90 (93) de la ley N° 18.948 y de la indemnización a que se refieren los artículos 69 (71) y 70 (72) del mismo cuerpo legal.

 

Artículo 11.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley y del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, será financiado en la Ley de Presupuestos de la Nación, debiendo asignarse anualmente los recursos necesarios.

 

Artículo Primero Transitorio.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, suscritos además por el Ministro de Hacienda, introduzca modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio Defensa Nacional, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas, a fin de hacerlo armónico con el texto modificado de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de Fuerzas Armadas.

 

La facultad que se otorga en virtud de la presente ley comprenderá la de dictar aquellas disposiciones necesarias para complementar las normas básicas modificadas en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, pudiendo, además, regular todas las materias que deban estar contempladas en el estatuto administrativo de personal, incluidas las remuneraciones y la fijación de la permanencia en el nuevo grado que se crea. Asimismo, en el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada clasificación y agrupación de este personal, así como para la estructuración y operación de las dotaciones máximas que fije para el período comprendido entre los años 2007 al 2010 incluidos.

 

Artículo Segundo Transitorio.- El personal de la Armada, que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, tenga el grado de Marinero y Soldado, pasará a tener el grado de Marinero 1º y Soldado 1º, respectivamente.”.

- -  -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Fernando Flores Labra y Jaime Gazmuri Mujica. 


Sala de la Comisión, a 12 de junio de 2008.

(Fdo.): MILENA KARELOVIC RÍOS, Secretaria de la Comisión

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA PLANTA DE TROPA PROFESIONAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS

(5479-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Defensa Nacional, el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García, y el asesor, General señor Carlos Molina. 

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Defensa Nacional.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

 

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo señalado por la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del artículo 1°; artículos 3°, 6°, 7°, 8°, 9° y 11 permanentes; Artículos Primero Transitorio y Artículo Segundo Transitorio.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

4.- Indicaciones rechazadas: no hay.

5.- Indicaciones retiradas: no hay.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


Esta constancia es complementaria de la realizada por la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la discusión, el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García, expresó que el presente proyecto constituye una de las más grandes transformaciones que, en materia de defensa, se ha llevado a cabo en Chile en los últimos años, en este caso, mediante un paso desde un sistema de estructuración de las fuerzas basado en el servicio militar obligatorio sin mayor instrucción específica, a otro de formación definitivamente profesional. Esta evolución, que forma parte de una tendencia internacional en la que Chile es pionero en América Latina, se explica por el sustancial avance tecnológico del sistema de armas de la defensa nacional, que requiere de profesionales competentes para su adecuada operación.


La iniciativa, que agrega una cuarta planta, la “Tropa Profesional”, a la estructura del personal de las Fuerzas Armadas, trae consigo, desde un punto de vista estratégico, los siguientes beneficios: garantizar la operacionalidad permanente de las unidades armadas, que contarán con la formación y dotación necesaria para realizar sus funciones; contribuir a una capacidad disuasiva mínima, gracias al adecuado uso del sistema de armas; incidir, en particular, en la evolución del sistema de formación del Ejército; otorgar una mayor polivalencia a las instituciones en el uso de su personal, lo que permitirá, por ejemplo, que nuestro país pueda enviar soldados profesionales a las Operaciones de Paz, cuestión que se halla vedad para los conscriptos; optimizar los estándares de eficiencia; y mejorar las condiciones de interacción entre las diversas ramas armadas, al homogenizar la dimensión profesional al interior de cada una de ellas.


Puntualizó que, en todo caso, de las tres ramas de las Fuerzas Armadas, será el Ejército el que más directamente se beneficiará de este proyecto, por ser la institución en que mayoritariamente se verifica actualmente el servicio militar, es decir, donde mayor cantidad de conscriptos se encuentran. 


Desde el punto de vista práctico, prosiguió, el proyecto de ley amplía a cinco años el denominado “Programa del Soldado Profesional” vigente desde el año 2003, lo que constituye un esencial avance en la modernización de los recursos humanos, al establecerse por vez primera una carrera corta en el mundo militar. Así, al cabo del quinto año, el soldado profesional culmina su formación, abriéndosele una serie de posibilidades, siendo las más recurrentes las de postular al cuadro permanente de su institución o a los de Carabineros, Investigaciones o Gendarmería.  


Asimismo, considera una gradualidad en su implementación, que va desde los dos mil soldados profesionales existentes al año 2006, pasando por los tres mil quinientos de la actualidad, hasta llegar a los cinco mil doscientos que, en régimen, se contemplan para el año 2010. Esto, desde luego, implicará una rebaja del contingente adscrito al servicio militar obligatorio, lo que es, precisamente, un efecto deseado y un objetivo de las políticas llevadas a cabo por el Gobierno, que de los quince mil conscriptos existentes hace dos años, planea rebajarlos a once mil el año 2010. Para mayor comprensión de los integrantes de la Comisión, indicó que la valoración estadística de un soldado profesional, al día de hoy, equivale a la de 1,6 conscriptos.    


Resaltó, finalmente, que la iniciativa también prevé mantener al personal de tropa profesional, mientras se encuentre en esa condición, como cotizante del sistema de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) establecido en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda. De la misma forma, se pone en el caso de la persona que concluye su trabajo como soldado profesional, sale al mundo laboral civil y, al cabo de un tiempo, regresa a una institución de la Defensa cotizante de CAPREDENA.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Ominami, puntualizó que el proyecto sólo contiene antecedentes financieros respecto de su implementación en el Ejército, que es la única de las ramas castrenses que cuenta con soldados profesionales. En el caso de la Armada y la Fuerza Aérea, elaborarán planes pilotos para probar la operacionalidad de dichos soldados en sus respectivas realidades.


Añadió que las remuneraciones para los soldados profesionales ascenderán, con asignaciones de zona, a $ 260.000.-, aproximadamente, lo que constituye un sustancioso avance si se considera que, por ejemplo, la asignación vigente para los conscriptos es de $ 37.000.-


El Honorable Senador señor García valoró la importancia de las iniciativas encaminadas al desarrollo de los soldados profesionales, cuya experiencia tuvo oportunidad de compartir gracias a una invitación cursada por el Ejército, en la que pudo constatar las mejoras tecnológicas que se están introduciendo y la conformidad de los jóvenes en entrenamiento con la formación personal y profesional que se les está entregando.


Por otra parte, hizo ver al señor Subsecretario su preocupación respecto de dos tópicos que, si bien exceden el contenido del presente proyecto, se hallan dentro de materias propias de la cartera de Defensa Nacional. El primero de ellos es el del reconocimiento, para fines previsionales, del plazo de la conscripción, que se computa en un año en el sistema del Instituto de Normalización Profesional (INP), lo que hoy, considerando que los jóvenes conscriptos nunca van a formar parte de dicho sistema, carece de todo sentido. El segundo, el de abordar la situación de aquellos conscriptos que se encontraban en las fronteras nacionales en los años 1978 y 1979, y que, como es sabido, estuvieron a punto de tomar parte en el conflicto bélico con Argentina, realizando servicios militares de dos años y medio que, hasta ahora, no han sido objeto de reconocimiento previsional por parte de la autoridad.


El Subsecretario de Guerra manifestó que los aludidos son asuntos que han sido estudiados por el Ministerio de Defensa Nacional, pero que son muchas las variables que deben ponderarse como para arribar a una solución. Entre ellas, el hecho de que los soldados en la situación descrita por Su Señoría ascienden a cerca de 430.000 (considerando a los reservistas entre los años 1973 y 1990), de los que cerca de 30.000 ya han solicitado sus respectivas certificaciones; que muchos más señalan cumplir con los requisitos, incluso falseando algunas veces información; y que sus pretensiones son bastante altas, por cuanto aspiran a un status similar al de los exonerados políticos. 


El Honorable Senador señor Escalona respaldó también la figura del soldado profesional, pero manifestó sus reparos al hecho de que se fije el plazo de cinco años para el término de su formación, cuestión que, a su parecer, iría en contradicción con el espíritu de desarrollar de un modo efectivo la carrera militar.


El Subsecretario de Guerra indicó que el Gobierno comparte las aprensiones manifestadas por Su Señoría, pues existe una preocupación constante por la situación de  aquellos soldados  que, una vez egresados, deben enfrentarse al mundo laboral. Es por ello que el objetivo final en estas materias es llegar a estatuir y desarrollar una verdadera carrera militar, con una duración cercana a los quince años, en cuya elaboración se encuentran trabajando en conjunto los ministerios de Defensa y Hacienda. Pero para ello, argumentó, deben darse pasos, el primero de los cuales es el que se contiene en el proyecto de ley que la Comisión se encuentra conociendo. 


Asimismo, precisó que la carrera que la iniciativa establece es absolutamente diferente e independiente de la actual conscripción, si bien en los hechos se da muchas veces una suerte de continuidad, pues, como ocurre hoy, los mejores conscriptos postulan para ser soldados profesionales.


El Honorable Senador señor Frei acotó que a nivel mundial se viene dando que muchos de quienes egresan de las carreras militares, encuentran mejores oportunidades de trabajo en el mundo privado que en las propias instituciones armadas.


El Subsecretario de Guerra señaló que si bien los estudios en la materia son aún incipientes, se estima que unos dos tercios de los soldados profesionales que egresan se enfocan, al cabo, en los cuadros permanentes del Ejército o en las instituciones policiales del país, a las que postulan en condiciones óptimas de preparación. 


Ante una consulta del Honorable Senador señor Ominami, sostuvo que el profesionalismo de los soldados no se reduce, en el caso chileno, al abandono de las conscripciones obligatorias, sino que alude a un grado de capacidad y calificación avanzada en el uso de las tecnologías disponibles. 


El Honorable Senador Ominami hizo ver su preocupación por la base curricular formativa que se entrega a los jóvenes que forman parte del programa contenido en el presente proyecto. En particular, por si se consideran en ellos materias como valores republicanos de Chile o de derechos humanos.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó su conformidad con el proyecto de ley, pues es incuestionable que los conscriptos carecen ya de valor militar ante eventuales conflictos, donde se hace cada vez más preponderante el uso de la tecnología existente.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de la totalidad del articulado del proyecto, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Defensa Nacional. Las referidas disposiciones se reseñan o reproducen, según el caso, a continuación, junto con las indicaciones recaídas sobre ellas y los acuerdos adoptados a su respecto:
Artículo 1º


Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 18.948 Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, del siguiente modo:

 

1) Intercálase en el artículo 4º, entre las expresiones “- Cuadro Permanente y de Gente de Mar” y “- Empleados Civiles”, lo siguiente: “- Tropa Profesional”.

 

2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 6º la siguiente oración: “Sin embargo, podrán consultarse plazas de empleados civiles que no formen escalafón cuando se trate de funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas clasificados.”, por la frase “Sin embargo, podrán consultarse plazas de personal que no forme escalafón para empleados civiles que realicen funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas calificados, y para el personal que se desempeñe en la tropa profesional.”.

 

3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7º:

 

“Los nombramientos y retiros del personal de Tropa Profesional se harán por resolución de la respectiva Dirección del Personal o Comando del Personal, en su caso.”.



4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 10 la frase “y Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “, Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y Personal de Tropa Profesional,”.



5) Sustitúyese en el artículo 37(38), en la columna relativa a los Clases de la Armada, la denominación del último grado de Gente de Mar de esa institución correspondiente a “Marinero y Soldado”, por la de “Marinero 1º y Soldado 1º”.


 6) Introdúcese el siguiente artículo 37 BIS: 


 “Artículo 37 BIS.- El único grado jerárquico del personal de Tropa Profesional y su equivalencia entre las instituciones será el siguiente:

Ejército
           Armada
                       Fuerza Aérea

Soldado

Marinero y Soldado
                                Soldado”.



7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 38 (39) la frase “del personal de Oficiales y del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “del personal de Oficiales, del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y de Tropa Profesional,”.



8) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 42 (43):



“La antigüedad de los soldados y marineros de Tropa Profesional de diferentes Instituciones se determinará por la fecha de nombramiento, y entre los de igual fecha, se determinará por el orden de precedencia Ejército, Armada y Fuerza Aérea.”.



9) Introdúcense los siguientes artículos 57 BIS y 57 TER:



“Artículo 57 BIS.- El personal de Tropa Profesional no podrá acogerse a retiro temporal.


Artículo 57 TER.- El retiro absoluto del personal de Tropa Profesional, procederá por alguna de las siguientes causales:



a) Por padecer de enfermedad declarada incurable o sufrir de alguna inutilidad de las señaladas en esta ley.


b) Por enterar el período de años de servicio efectivo para el cual fue nombrado, con un máximo de cinco. 


c) Por estar comprendido en las disposiciones legales y reglamentarias que rigen las eliminaciones o por necesidades fundadas del servicio calificadas por el respectivo Director de Personal o su equivalente.



d) Por aceptación de la petición de renuncia voluntaria al empleo, y



e) Por haber sido condenado por crimen o simple delito.”.”.


Sobre el numeral 9) de este artículo recayó la  indicación número 1, de S. E. la señora Presidenta de la República, para incorporar en la letra c) del artículo 57 TER propuesto, a continuación del vocablo “eliminaciones”, la siguiente frase final: “o por necesidades del servicio calificadas por el respectivo Director de Personal o su equivalente”.
La indicación fue aprobada, con modificaciones, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 2º


Su texto es el que sigue:


“Artículo 2°.- El personal de planta de Tropa Profesional gozará de los mismos beneficios, derechos y sistema de remuneraciones que el resto del personal de planta, salvo las excepciones establecidas en la presente ley, y estará afecto al Régimen Previsional y de Seguridad Social de dicho personal, establecido en la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, en todo aquello que no contravenga lo dispuesto en esta ley.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 2, de S. E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del término “mismos beneficios”, la frase “, derechos y sistema de remuneraciones”.


La indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 3º


Dispone lo siguiente:


“Artículo 3°.- El personal a que se refiere la presente ley no tendrá derecho a la pensión de retiro establecida en el artículo 77(79) de la ley N° 18.948 y sólo tendrá derecho al desahucio a que se refiere el artículo 89(92) en caso de percibir pensión por inutilidad.”.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.
Artículo 4º


Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo 4°.- La Caja de Previsión de la Defensa Nacional hará devolución al personal de planta de Tropa Profesional retirado, del monto total que hubiese impuesto, durante su permanencia en dicha planta, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, y en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, de Guerra, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

 

a) Que registre a lo menos ocho cotizaciones mensuales en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, y

 

b) Que una vez producido su retiro de la planta de Tropa Profesional, el respectivo personal no continúe prestando funciones en alguna institución que le implique tener la calidad de imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.”.


En votación este artículo, fue aprobado, con la modificación de referencia que se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 5º

Dispone, de modo textual, lo siguiente:

 
“Artículo 5°.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional integrará a la cuenta de capitalización individual del personal de que se trate, en la administradora de fondos de pensiones a la que se encuentre afiliado, la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo descuento y el mes en que se verifique el retiro de dicho personal.

 

Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior se hará efectivo en la administradora que se haya adjudicado la licitación a que se refiere el Título XV del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para el período correspondiente. En virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la respectiva afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia establecido en dicho decreto ley.

 

El traspaso de imposiciones a que se refieren los incisos precedentes no se considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones cuando ingrese a la respectiva cuenta de capitalización individual.


 Asimismo, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional pagará al personal respectivo la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, del Ministerio Defensa Nacional, salvo en el caso que le corresponda percibir pensión por inutilidad.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 3, de S. E. la señora Presidenta de la República, para sustituir el inciso segundo por el siguiente:
 
"Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior se hará efectivo en la administradora que se haya adjudicado la licitación a que se refiere el Título XV del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para el período correspondiente. En virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la respectiva afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia establecido en dicho decreto ley.".

La indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.


Asimismo, fue aprobada una modificación de carácter meramente formal, que se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 6º


Su tenor literal es el siguiente:

 
“Artículo 6°.- No será aplicable al personal de planta de Tropa Profesional lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N° 18.458.”.
En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 7º


Dispone, de modo textual, lo siguiente:

 
“Artículo 7°.- El personal retirado de la planta de Tropa Profesional que, por cualquier circunstancia, pase a ser imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, deberá reintegrar la devolución de imposiciones traspasada en conformidad al inciso primero del artículo 5º, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo traspaso y el mes en que se verifique el correspondiente reintegro.

 

Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile arbitrarán las medidas tendientes a materializar los reintegros que correspondan.”.

En votación este artículo, fue
aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 8º

Su tenor literal es el siguiente:

 
“Artículo 8°.- En ningún caso, la pensión de inutilidad se computará, respecto del personal de planta de Tropa Profesional sobre un sueldo inferior al de Cabo 1°.”.


En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 9º


Su texto es el que sigue:

 
“Artículo 9°.- Sólo tendrán derecho a las prestaciones de salud referidas a asistencia médica curativa, a que alude el inciso segundo del artículo 73 de la ley N° 18.948,  las personas que, respecto del personal a que se refiere la presente ley, se encuentren en alguna de las categorías establecidas en las letras a), b) y d) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.


En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 10


Su tenor literal es el siguiente:

 
“Artículo 10.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948, los asignatarios de un causante perteneciente al personal de planta de Tropa Profesional, sólo llegarán hasta el cuarto grado. 

 

Asimismo, en el caso del personal soltero sin hijos que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, si el padre, en su caso, no pudiere gozar de montepío por no reunir las condiciones exigidas por la ley, sólo le sucederá la madre aun cuando estuviere casada con aquél. En estos casos tendrá aplicación lo previsto en el inciso tercero del artículo 88 bis de la ley N° 18.948.

 

Las normas sobre asignatarios establecidas en los incisos precedentes serán aplicables para los efectos del desahucio a que se refiere el artículo 90 (93) de la ley N° 18.948 y de la indemnización a que se refieren los artículos 69 (71) y 70 (72) del mismo cuerpo legal.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 4, de S. E. la señora Presidenta de la República, para suprimir en el inciso segundo la frase “de filiación matrimonial”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo 11


Dispone, de modo textual, lo siguiente:

 
“Artículo 11.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley y del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, será financiado en la Ley de Presupuestos de la Nación, debiendo asignarse anualmente los recursos necesarios.”


En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo Primero Transitorio


Su texto es el siguiente:

 

“Artículo Primero Transitorio.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, suscritos además por el Ministro de Hacienda, introduzca modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio Defensa Nacional, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas, a fin de hacerlo armónico con el texto modificado de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de Fuerzas Armadas.

 

La facultad que se otorga en virtud de la presente ley comprenderá la de dictar aquellas disposiciones necesarias para complementar las normas básicas modificadas en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, pudiendo, además, regular todas las materias que deban estar contempladas en el estatuto administrativo de personal, incluidas las remuneraciones y la fijación de la permanencia en el nuevo grado que se crea. Asimismo, en el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada clasificación y agrupación de este personal, así como para la estructuración y operación de las dotaciones máximas que fije para el período comprendido entre los años 2007 al 2010 incluidos.”


En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

Artículo Segundo Transitorio


Su tenor literal es el que sigue:

 
“Artículo Segundo Transitorio.- El personal de la Armada, que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, tenga el grado de Marinero y Soldado, pasará a tener el grado de Marinero 1º y Soldado 1º, respectivamente.”.

En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de noviembre de 2007, señala, de manera textual, lo siguiente:


“1. El objetivo del proyecto de ley es crear las condiciones jurídicas y administrativas que hagan posible el tránsito desde un modelo de soldado de conscripción hacia uno de personal profesional.

2. El modelo que se establece en el proyecto de ley obedece a las siguientes ideas principales:

· Pertenencia a la planta de las instituciones

· Temporalidad en el desempeño

· Gradualidad en la implementación de la profesionalización, compatibilidad con la mantención del servicio militar, y vinculación con un nuevo modelo de carrera militar

3.  El proyecto de ley implica un mayor gasto de:

	
	
	
	
	Millones de $

	
	2008
	2009
	2010
	Régimen

	Remuneraciones
	1.985
	4.135
	6.273
	6.821

	Bienes y servicios de Consumo
	148
	258
	381
	380

	Total
	2.133
	4.393
	6.654
	7.201



4. La aplicación de proyecto de ley no irrogará gasto fiscal para el año 2007. En los años posteriores, se considerará en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido en el proyecto, y se financiará con cargo a los recursos que libere el actual Sistema de Soldados Conscriptos, y en lo que faltare con mayor aporte fiscal.”.

A su turno, un nuevo informe financiero, de 2 de julio de 2008, dispone, de modo literal, lo siguiente:

“1. El presente informe actualiza el Informe Financiero N° 102 del 12 de Noviembre de 2007.

2. El objetivo del proyecto de ley es crear las condiciones jurídicas y administrativas que hagan posible el tránsito desde un modelo de soldado de conscripción hacia uno de personal profesional.

3. El modelo que se establece en el proyecto de ley obedece a las siguientes ideas principales:

· Pertenencia a la planta de las instituciones

· Temporalidad en el desempeño

· Régimen estatutario similar al del Cuadro Permanente y de Gente de Mar.

· Gradualidad en la implementación de la profesionalización, compatibilidad con la mantención del servicio militar, y vinculación con un nuevo modelo de carrera militar

4. El proyecto de ley implica un mayor gasto de:

	
	
	
	
	Millones de $ 2008

	
	2008
	2009
	2010
	Régimen

	Remuneraciones
	1.862
	5.013
	7.612
	8.197

	Bienes y Servicios de Consumo
	86
	269
	397
	397

	Total
	1.948
	5.282
	8.009
	8.594


5. La aplicación del proyecto de ley no irrogará mayor gasto fiscal para el año 2008, ya que se financiará con reasignaciones del presupuesto de las instituciones. En los años posteriores, se considerará en los respectivos presupuestos anuales, conforme al programa de implementación establecido en el proyecto, y se financiará con cargo a los recursos que libere el actual Sistema de Soldados Conscriptos, y en lo que faltare con mayor aporte fiscal.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Defensa Nacional, con las siguientes enmiendas:

Artículo 4º


En su encabezamiento, sustituir las palabras “de Guerra” por la expresión “del Ministerio de Defensa Nacional”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 5º

Inciso final


Intercalar, en su parte final, entre los términos “Ministerio” y “Defensa”, la preposición “de”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 18.948 Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, del siguiente modo:

 

1) Intercálase en el artículo 4º, entre las expresiones “- Cuadro Permanente y de Gente de Mar” y “- Empleados Civiles”, lo siguiente: “- Tropa Profesional”.

 

2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 6º la siguiente oración: “Sin embargo, podrán consultarse plazas de empleados civiles que no formen escalafón cuando se trate de funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas clasificados.”, por la frase “Sin embargo, podrán consultarse plazas de personal que no forme escalafón para empleados civiles que realicen funciones que deban ser desempeñadas por profesionales o especialistas calificados, y para el personal que se desempeñe en la tropa profesional.”.

 

3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 7º:

 

“Los nombramientos y retiros del personal de Tropa Profesional se harán por resolución de la respectiva Dirección del Personal o Comando del Personal, en su caso.”.



4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 10 la frase “y Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “, Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y Personal de Tropa Profesional,”.



5) Sustitúyese en el artículo 37(38), en la columna relativa a los Clases de la Armada, la denominación del último grado de Gente de Mar de esa institución correspondiente a “Marinero y Soldado”, por la de “Marinero 1º y Soldado 1º”.


 6) Introdúcese el siguiente artículo 37 BIS: 


 “Artículo 37 BIS.- El único grado jerárquico del personal de Tropa Profesional y su equivalencia entre las instituciones será el siguiente:

Ejército
           Armada
                       Fuerza Aérea

Soldado

Marinero y Soldado
                                Soldado”.



7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 38 (39) la frase “del personal de Oficiales y del Cuadro Permanente y de Gente de Mar,” por la siguiente: “del personal de Oficiales, del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, y de Tropa Profesional,”.



8) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 42 (43):



“La antigüedad de los soldados y marineros de Tropa Profesional de diferentes Instituciones se determinará por la fecha de nombramiento, y entre los de igual fecha, se determinará por el orden de precedencia Ejército, Armada y Fuerza Aérea.”.



9) Introdúcense los siguientes artículos 57 BIS y 57 TER:



“Artículo 57 BIS.- El personal de Tropa Profesional no podrá acogerse a retiro temporal.


 Artículo 57 TER.- El retiro absoluto del personal de Tropa Profesional, procederá por alguna de las siguientes causales:


a) Por padecer de enfermedad declarada incurable o sufrir de alguna inutilidad de las señaladas en esta ley.


 b) Por enterar el período de años de servicio efectivo para el cual fue nombrado, con un máximo de cinco. 


 c) Por estar comprendido en las disposiciones legales y reglamentarias que rigen las eliminaciones o por necesidades fundadas del servicio calificadas por el respectivo Director de Personal o su equivalente.



d) Por aceptación de la petición de renuncia voluntaria al empleo, y



e) Por haber sido condenado por crimen o simple delito.”.

 Artículo 2°.- El personal de planta de Tropa Profesional gozará de los mismos beneficios, derechos y sistema de remuneraciones que el resto del personal de planta, salvo las excepciones establecidas en la presente ley, y estará afecto al Régimen Previsional y de Seguridad Social de dicho personal, establecido en la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, en todo aquello que no contravenga lo dispuesto en esta ley. 


 Artículo 3°.- El personal a que se refiere la presente ley no tendrá derecho a la pensión de retiro establecida en el artículo 77(79) de la ley N° 18.948 y sólo tendrá derecho al desahucio a que se refiere el artículo 89(92) en caso de percibir pensión por inutilidad.

 

Artículo 4°.- La Caja de Previsión de la Defensa Nacional hará devolución al personal de planta de Tropa Profesional retirado, del monto total que hubiese impuesto, durante su permanencia en dicha planta, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, y en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

 

a) Que registre a lo menos ocho cotizaciones mensuales en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, y

 

b) Que una vez producido su retiro de la planta de Tropa Profesional, el respectivo personal no continúe prestando funciones en alguna institución que le implique tener la calidad de imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.

 

Artículo 5°.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional integrará a la cuenta de capitalización individual del personal de que se trate, en la administradora de fondos de pensiones a la que se encuentre afiliado, la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Hacienda, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo descuento y el mes en que se verifique el retiro de dicho personal.

 

Si el personal no estuviese afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, el traspaso de imposiciones a que se refiere el inciso anterior se hará efectivo en la administradora que se haya adjudicado la licitación a que se refiere el Título XV del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para el período correspondiente. En virtud del referido traspaso, se entenderá que se ha verificado la respectiva afiliación al Sistema de Pensiones de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia establecido en dicho decreto ley.

 

El traspaso de imposiciones a que se refieren los incisos precedentes no se considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones cuando ingrese a la respectiva cuenta de capitalización individual.


Asimismo, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional pagará al personal respectivo la suma de dinero equivalente a lo que éste hubiese impuesto, durante su permanencia en la planta de Tropa Profesional, en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 216 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, salvo en el caso que le corresponda percibir pensión por inutilidad. 

 

Artículo 6°.- No será aplicable al personal de planta de Tropa Profesional lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N° 18.458.

 

Artículo 7°.- El personal retirado de la planta de Tropa Profesional que, por cualquier circunstancia, pase a ser imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, deberá reintegrar la devolución de imposiciones traspasada en conformidad al inciso primero del artículo 5º, reajustada en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes en que se hubiese verificado el respectivo traspaso y el mes en que se verifique el correspondiente reintegro.

 

Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile arbitrarán las medidas tendientes a materializar los reintegros que correspondan.
 

Artículo 8°.- En ningún caso, la pensión de inutilidad se computará, respecto del personal de planta de Tropa Profesional sobre un sueldo inferior al de Cabo 1°.

 

Artículo 9°.- Sólo tendrán derecho a las prestaciones de salud referidas a asistencia médica curativa, a que alude el inciso segundo del artículo 73 de la ley N° 18.948,  las personas que, respecto del personal a que se refiere la presente ley, se encuentren en alguna de las categorías establecidas en las letras a), b) y d) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 

Artículo 10.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948, los asignatarios de un causante perteneciente al personal de planta de Tropa Profesional, sólo llegarán hasta el cuarto grado. 

 

Asimismo, en el caso del personal soltero sin hijos que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, si el padre, en su caso, no pudiere gozar de montepío por no reunir las condiciones exigidas por la ley, sólo le sucederá la madre aun cuando estuviere casada con aquél. En estos casos tendrá aplicación lo previsto en el inciso tercero del artículo 88 bis de la ley N° 18.948.

 

Las normas sobre asignatarios establecidas en los incisos precedentes serán aplicables para los efectos del desahucio a que se refiere el artículo 90 (93) de la ley N° 18.948 y de la indemnización a que se refieren los artículos 69 (71) y 70 (72) del mismo cuerpo legal.

 

Artículo 11.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley y del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, será financiado en la Ley de Presupuestos de la Nación, debiendo asignarse anualmente los recursos necesarios.

 

Artículo Primero Transitorio.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, suscritos además por el Ministro de Hacienda, introduzca modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio Defensa Nacional, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas, a fin de hacerlo armónico con el texto modificado de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de Fuerzas Armadas.

 

La facultad que se otorga en virtud de la presente ley comprenderá la de dictar aquellas disposiciones necesarias para complementar las normas básicas modificadas en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, pudiendo, además, regular todas las materias que deban estar contempladas en el estatuto administrativo de personal, incluidas las remuneraciones y la fijación de la permanencia en el nuevo grado que se crea. Asimismo, en el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada clasificación y agrupación de este personal, así como para la estructuración y operación de las dotaciones máximas que fije para el período comprendido entre los años 2007 al 2010 incluidos.

 

Artículo Segundo Transitorio.- El personal de la Armada, que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, tenga el grado de Marinero y Soldado, pasará a tener el grado de Marinero 1º y Soldado 1º, respectivamente.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual.


Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA RESGUARDAR DERECHO A IGUALDAD EN REMUNERACIONES

(4356-13)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Eduardo Díaz Del Río, Jaime Mulet Martínez, Sergio Ojeda Uribe, Carlos Olivares Zepeda, Jorge Sabag Villalobos, Mario Venegas Cárdenas y Patricio Walker Prieto, con urgencia calificada de “simple”.


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.



A la sesión en que se consideró esta iniciativa legal asistió, además de los miembros de la Comisión, la Honorable Senadora señora Evelyn Matthei Fornet. Asimismo, concurrieron la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz Pollmann, acompañada de los abogados del Departamento de Reformas Legales de dicha entidad, señora Carla Varas y señor Marco Rendón. Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, asistió el asesor legislativo del Ministro, señor Francisco Del Río.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, establecer expresamente el derecho a la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, ante servicios prestados de igual valor.
- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.


- La ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005.


- El Convenio Nº 100, de la Organización Internacional del Trabajo, relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor, adoptado el 29 de junio de 1951, y ratificado por Chile con fecha 20 de septiembre de 1971.


- El Convenio Nº 111, de la Organización Internacional del Trabajo, relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación, adoptado el 25 de junio de 1958, y ratificado por Chile con fecha 20 de septiembre de 1971.



II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen a este proyecto de ley señala, entre sus fundamentos, los siguientes:


En primer término, manifiesta que el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres goza de una larga historia de reconocimiento jurídico a nivel supranacional. Este principio fue reconocido por primera vez en la Parte Octava del Tratado de Paz de Versalles, de fecha 28 de junio de 1919. Posteriormente, tuvo un especial reconocimiento en el Preámbulo del Tratado que constituyó la Organización Internacional del Trabajo, en el año 1940. En lo sucesivo, ha sido reiteradamente reconocido en una serie de pactos y convenciones internacionales, entre los que destacan, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de fecha 10 de diciembre de 1948; el Convenio Nº 100 de la Organización Internacional del Trabajo, de fecha 29 de junio de 1951, y el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de fecha 19 de diciembre de 1966. 

Agrega que, en el ámbito del derecho comunitario europeo, en tanto, el principio de igualdad de remuneraciones o de retribución tiene un reconocimiento expreso en el artículo 141 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea (TCE), cuyo inciso primero establece que “Cada Estado miembro garantizará la aplicación del principio de igualdad de retribución entre trabajadores y trabajadoras para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor.”.

Sin embargo, advierte la Moción, numerosos estudios muestran la discriminación laboral que existe entre hombres y mujeres, y específicamente en materia de remuneraciones. 


En efecto, explica, las cifras revelan que las mujeres perciben, en promedio, un 75,1% del ingreso de los hombres. Según la encuesta de remuneraciones y costos de la mano de obra del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), al año 2001, la diferencia de remuneraciones entre hombres y mujeres alcanza al 31,1%, es decir, por cada $ 1.000 que gana un hombre, una mujer gana $ 689 por igual trabajo, lo que es a todas luces injustificado. La encuesta refleja, asimismo, que en algunos sectores de la economía, la relación de porcentaje de ingreso es menor, como ocurre en el comercio y los servicios de utilidad pública en que sólo llega a un 55,2% y 61,5%, respectivamente.


Agrega que, con respecto a la variable etárea, no existen estudios que permitan tener una visión global de la discriminación en las remuneraciones. No obstante, la investigación "Jornada de Trabajo en el Sector Comercio", realizada por el Departamento de Estudios de la Dirección del Trabajo, muestra que en el caso de los hombres el promedio de ingreso de los menores de 30 años es de $ 187.051 y en los mayores de esa edad alcanza a $ 271.503.


Añade que la tasa de participación femenina en el mundo laboral crece sostenidamente, pero persisten los problemas discriminatorios. La razón principal de la disparidad de ingresos estaría provocada por el inferior capital humano de la mujer y las trayectorias intermitentes de su carrera profesional, sin embargo, la disparidad de género en la educación se reduce y en muchos casos la escolaridad de mujeres supera la de los hombres.


En lo que respecta a Chile, la Moción señala que nuestro país presenta leves avances en políticas contra la discriminación en materia de remuneración de la mujer, según lo revela un informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), denominado “La hora de la igualdad en el trabajo”.


De acuerdo a dicho informe, a nivel mundial, todos los países consignan adelantos en materias de ingresos de las mujeres comparados a los de los hombres. En América Latina, en tanto, los mayores avances tuvieron lugar en Paraguay, con un 19% de mejoramiento; Colombia, con un 14%; y, en niveles más modestos, figuran Chile, con un 5%, y Ecuador, con un 1%.


Sin embargo, acota, el mismo análisis entrega un minucioso detalle de la situación de discriminación que aún perdura, pese a que las mujeres representan cerca del 45% de los trabajadores del comercio y el 49% en el ámbito profesional y técnico.


En consideraciones de carácter global sobre las causas de esta situación, el informe de la OIT puntualiza que se estima como factor determinante de las desigualdades de remuneración por razón de sexo, la restricción o la prohibición legal que existe en algunos países de que la mujer trabaje en horas extraordinarias o con horario nocturno.


Otro factor está relacionado con la idea que la contratación de mujeres implica un costo alto. En estos costos, de acuerdo con el estudio, se incluyen las prestaciones de protección de la maternidad, el ausentismo supuestamente mayor de las mujeres, su menor disposición para trabajar horas extras, su compromiso e interés menores para con el trabajo y una movilidad más restringida en relación con la de los hombres.


Sin embargo, en una visión más allá de estos argumentos, el estudio indica que la discriminación de la mujer en el ámbito laboral pasa, asimismo, por una “falta general de comprensión de la diferencia entre los conceptos igual remuneración por trabajos iguales o similares, e igual remuneración por trabajos de igual valor”.


Estos elementos constituyen factores negativos “que perpetúan de alguna forma la desigualdad en materia de remuneración”. Incluso, según el documento, las tasas salariales y las escalas de sueldos desiguales, una vez establecidas, pueden aplicarse para desfavorecer los niveles de ingresos de las mujeres.


Por su parte, continúa la Moción, el Convenio 
Nº 111, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre la discriminación en el empleo y ocupación, de fecha 25 de junio de 1958, ratificado por Chile con fecha 20 de septiembre de 1971, especifica la noción de discriminación en el desarrollo de un trabajo subordinado, señalando, en su artículo 1º, que ésta comprende: “a) cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación; b) cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u ocupación que podrá ser especificada por el Miembro interesado previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, y con otros organismos apropiados.”.


La Moción destaca la importancia de esta definición, pues en ella se aclara que, para estar comprendida dentro de los términos del referido Convenio, la discriminación debe tener la consecuencia de anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato. No se pretende tan sólo evitar la discriminación a fin de garantizar a todas las personas la posibilidad de obtener empleo, sino que también evitar las dificultades que pudieran afectar a los trabajadores para obtener un empleo mejor o ascender a otro de jerarquía superior. Se adopta, por lo tanto, como criterio, las consecuencias objetivas de las medidas discriminatorias, situación que permite afirmar que las discriminaciones indirectas y fenómenos tales como la segregación profesional, están dentro del ámbito de aplicación del Convenio.


Enseguida, los autores de la Moción se refieren a la consagración de la no discriminación laboral en el derecho chileno, haciendo mención a las respectivas normas constitucionales y legales que abordan la materia.


En lo que a la Constitución Política de la República se refiere, señala que, en términos generales, son tres las normas constitucionales que fijan el marco a partir del cual se estructura el derecho a la igualdad de trato y a la no discriminación en Chile. 


En primer lugar, el artículo 1º de la Carta Fundamental, con el que comienza el capítulo de las Bases de la Institucionalidad, el cual dispone que: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”. La Moción enfatiza la importancia de esta norma, puesto que fija una línea conductora sobre la materia al establecer un concepto prescriptivo de la persona, como ser libre e igual. Además, el citado artículo 1º, en su inciso final, establece el deber del Estado de “promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.”. 


En segundo lugar, la iniciativa legal cita el artículo 19, Nº 2, del Texto Fundamental, el cual, dentro del capítulo referido a los Derechos y Deberes Constitucionales, y al tenor de su inciso primero, asegura a todas las personas “La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupos privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.”. Asimismo, conforme a su inciso segundo, ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.

Ahora bien, advierten los autores del proyecto, debe tenerse en consideración que el principio de igualdad no precisa qué es lo que es igual, sino que va directamente al resultado, es decir, lo que es igual debe ser tratado igual, y, a contrario sensu, lo que no es igual puede ser tratado desigualmente. De este modo, el principio de igualdad ante la ley corresponde, junto con su sentido tradicional de generalidad de la ley, a una igualdad sustantivamente justa, esto es, que admite diferencias fundadas en motivos razonables o plausibles.


En tercer lugar, ya en el plano laboral, la Constitución reconoce expresamente el derecho a la no discriminación en su artículo 19, Nº 16. Esta disposición asegura a todas las personas la libertad de trabajo y su protección. Garantiza, además, que toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre elección del trabajo con una justa remuneración. Prohíbe, asimismo, cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados casos.


Del tenor de este precepto, señalan los autores citando al profesor Costa, se pone de manifiesto la estrecha relación que existe entre la prohibición de discriminación y el derecho a la libertad de trabajo, pues esta prohibición aparece como una clara protección de aquella libertad. 


Por otra parte, destacan que el inciso tercero del citado artículo 19, Nº 16, particulariza en materia laboral el principio de igualdad contemplado en el artículo 19, Nº 2º, de la misma Carta Fundamental. Citando a los profesores Lizama y Ugarte, los autores enfatizan que, pese a su ubicación en la geografía constitucional, dentro del numerando 16 del artículo 19, no cabe duda que esta disposición no es más que una manifestación particular del principio jurídico de igualdad del artículo 19, Nº 2º, cuya incorporación en el citado número de la libertad de trabajo se explica más bien por la materia que, en rigor, por su contenido. De esta manera, el referido numeral 16 fija una regla fundamental, toda vez que le otorga rango constitucional al principio de no discriminación en materia laboral y, por lo tanto, todas las normas de nuestro sistema jurídico deben ajustarse a esta disposición, sin perjuicio que, además, considera a la discriminación laboral como un ilícito a nivel constitucional. 


Asimismo, el artículo 19, Nº 16, amplía el alcance de esta prohibición de discriminación, al extenderla no sólo a la ley y a las autoridades públicas, sino que también a los particulares, lo que es naturalmente propio de las relaciones jurídicas a que da lugar el trabajo subordinado. 


De igual modo, los autores destacan que el constituyente ha entendido ampliamente el derecho a la no discriminación, lo que se manifiesta en la circunstancia de no haber introducido una enumeración o enunciación de criterios de diferenciación injustificados o arbitrarios, sino que, por el contrario, ha excluido, con bastante acierto, cualquier motivo o criterio que no se base en la capacidad o idoneidad personal, esto es, prohíbe cualquier criterio de diferenciación carente de fundamentación objetiva y razonable, sin perjuicio de que la ley pueda exigir, en determinados casos, la nacionalidad chilena o ciertos límites de edad. De esta manera, añaden, el constituyente nacional ha dado un paso adelante frente al método seguido por el Convenio Nº 111 de la OIT y por otros instrumentos internacionales, en los que la prohibición de discriminación está estrechamente asociada a la enunciación explícita de criterios de diferenciación prohibidos, tales como la religión, el sexo o la raza.


Finalmente, recuerdan que nuestro país ratificó el Convenio N° 100 de la OIT, sobre igualdad de remuneración, de 1951, por lo que, considerando lo dispuesto por el artículo 5º de la Constitución Política de la República, y lo recién expuesto, no cabe duda sobre el reconocimiento y obligatoriedad de este principio y de la necesidad de concretar más profundamente en la práctica las obligaciones que la ratificación de este instrumento internacional conlleva.


En lo que respecta al Código del Trabajo, la Moción señala que el artículo 2º de dicho texto normativo -en su nueva redacción, tras sus últimas modificaciones-, concretiza la prohibición de discriminación en el trabajo consagrada en la Constitución Política y declara, en su inciso tercero, que son contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación. Seguidamente, el inciso cuarto de la norma, define los actos de discriminación como aquellas “distinciones, exclusiones o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación.”.

Sin embargo, advierten los autores de la iniciativa legal, esta redacción no ha resuelto el problema descrito, así como tampoco ha solucionado las cifras que revelan la desigualdad. En razón de ello, estiman necesario efectuar un reconocimiento expreso de este derecho, el cual, si bien está consagrado en la legislación internacional y en la nacional en sus ámbitos constitucional y legal, se encuentra carente de garantías efectivas, concebidas como dispositivos jurídicos efectivos para corregir tal discriminación. 


Esta situación, anota la Moción, genera claramente una desprotección, falta de tutela, o más bien, la impunidad del discriminador laboral por género. Añade que tenemos un derecho sin dispositivo jurídico de protección, y al decir de un antiguo jurista, “un derecho sin tutela es un hazmerreír jurídico”. 


Lo anterior, infringe el artículo 2º del Convenio Nº 100 de la OIT, el cual dispone que: “1. Todo Miembro deberá, empleando medios adaptados a los métodos vigentes de fijación de tasas de remuneración, promover y, en la medida en que sea compatible con dichos métodos, garantizar la aplicación a todos los trabajadores del principio de igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor. 2. Este principio se deberá aplicar por medio de: a) la legislación nacional; b) cualquier sistema para la fijación de la remuneración, establecido o reconocido por la legislación; c) contratos colectivos celebrados entre empleadores y trabajadores; o d) la acción conjunta de estos diversos medios.”.


En razón de lo expuesto, los autores del proyecto consideran que debería estar consagrado expresamente el derecho de los trabajadores a una igual remuneración, sin distinción de sexo, reconociéndolo como derecho individual y colectivo, y sancionándolo con la multa residual del artículo 477 del Código del Trabajo. Asimismo, proponen establecer la obligación del empleador de informar acerca de los cargos y el número de personas que los desempeñan, a efectos de facilitar la prueba de las denuncias e infracciones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley, la señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) explicó los fundamentos de la iniciativa y los principales aspectos de la misma.


Acompañó su exposición con dos documentos, los cuales fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En primer término, señaló que esta iniciativa legal tuvo su origen en una moción parlamentaria, cuyo estudio, en primer trámite constitucional, se realizó en la Comisión de Familia de la Honorable Cámara de Diputados, recibiendo una amplia aprobación tanto en la Comisión como en la Sala de dicha Corporación.


Destacó que el proyecto introduce una modificación legal, tanto en el Código del Trabajo como en el Estatuto Administrativo, haciéndose cargo de una materia que ya con anterioridad fue contemplada por nuestro legislador. En efecto, precisó, el Código laboral del año 1931, en su artículo 35, hacía mención expresa a la brecha remuneracional existente entre hombres y mujeres por la ejecución del mismo tipo de trabajo. Es decir, recalcó, esta iniciativa legal recupera un antecedente que estaba considerado por nuestra normativa laboral pasada e intenta posicionarlo nuevamente en nuestra legislación.


Hizo presente que, tanto a nivel nacional como internacional, se han realizado diversos estudios que demuestran la diferencia salarial existente entre hombres y mujeres. Enseguida, mencionó algunos de ellos.


En Chile, por ejemplo, un estudio efectuado por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) junto al SERNAM el año 2001, revela que las mujeres perciben remuneraciones que, en promedio, son un 31,1% menores a las de los hombres, por el mismo tipo de trabajo, lo cual significa que, por cada $ 1.000 que gana un hombre, una mujer recibe $ 689. 


Por su parte, la encuesta CASEN del año 2006 muestra que las mujeres reciben, en promedio, un 76,1% de los ingresos masculinos.


Asimismo, añadió, se ha constatado que esta diferencia salarial aumenta a medida que las mujeres cuentan con un mayor nivel de formación educacional, pudiendo alcanzar al 56% en el caso de mujeres con grado académico de magíster o doctora.


La situación descrita, recalcó, no sólo afecta a nuestro país, sino que también se replica a nivel latinoamericano, según lo constatan los estudios realizados por la Organización Internacional del Trabajo.


Por otra parte, un estudio elaborado en conjunto por el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y el SERNAM, estima que la eliminación de la brecha de ingresos en razón de género en Chile, podría implicar una reducción de la extrema pobreza en 8 puntos porcentuales y un aumento del 2% en el ingreso per cápita promedio. De esta suerte, enfatizó, la discriminación salarial consiste en una práctica que afecta no sólo a la operación de las empresas sino que también al desarrollo económico del país.


Expresó que estos datos resultan particularmente importantes a la hora de juzgar, no sólo por razones de carácter ideológico, la necesaria igualdad remuneracional que debería existir por el mismo tipo de trabajo entre hombres y mujeres. Se manifiesta así la pertinencia de hacer una modificación legal que, sin duda, tendrá repercusiones no sólo a nivel sectorial, sino que también en el crecimiento de la economía nacional.


Subrayó que Chile ha suscrito y ratificado diversos tratados internacionales que se ocupan de la equiparación salarial entre hombres y mujeres. Entre ellos, mencionó los Convenios Nos 100 y 111 de la Organización Internacional del Trabajo y la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW). Respecto de esta última recordó que, en agosto de 2006, el Comité de Expertas de Naciones Unidas hizo presente que Chile aún no erradicaba la brecha remuneracional existente entre hombres y mujeres.


Puso especial énfasis en señalar que la eliminación de esta diferencia salarial entre el trabajo femenino y el masculino, ha sido una de las materias que el actual Gobierno abordó desde sus inicios, contemplándola entre las 36 medidas anunciadas para los primeros cien días de gobierno. Para ello, se dispuso la aplicación de un Código de Buenas Prácticas Laborales, el cual abordaba siete aspectos de discriminación en el contexto laboral, entre los cuales se encontraba precisamente la desigualdad salarial en razón de género. Acotó que, en consecuencia, la tarea de erradicar dicha discriminación no ha terminado y debe continuar avanzando.


En esa misma línea, añadió, se está ejecutando un programa denominado “Iguala”, en virtud del cual, 43 empresas que han adherido al mismo, han suscrito un convenio con el SERNAM comprometiéndose a cumplir en un plazo de 2 años ciertas medidas de equidad laboral entre hombres y mujeres. Destacó que la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), así como empresas estatales y del sector privado, tanto grandes y pequeñas, se encuentran participando en este programa.


Por esta vía, enfatizó, mediante la aplicación de incentivos concretos a las empresas, junto a las modificaciones legales pertinentes, se pretende igualar las condiciones del entorno laboral entre hombres y mujeres. Indicó que esta experiencia ya se ha registrado en otros países, como Australia, con 400 empresas, Alemania, con 800 empresas, y el País Vasco, el cual ha aplicado un modelo ejemplar en este ámbito. En América Latina, en tanto, se está trabajando a este respecto en México, Brasil y Uruguay, donde se aplican modelos similares para introducir mecanismos de igualdad remuneracional entre hombres y mujeres al interior del mundo privado.


Finalmente, la señora Ministra del SERNAM anunció los principales contenidos del proyecto de ley. Señaló que se incorpora en nuestra legislación -tanto en el Código del Trabajo como en el Estatuto Administrativo- el principio de igual remuneración por un trabajo de igual valor; asimismo, se impone al empleador la obligación de velar por el cumplimiento de este principio; por otra parte, respecto de las empresas de más de 50 trabajadores, se establece la obligación de llevar un registro en el que se describan los cargos o funciones; además, se dispone que el Reglamento Interno de la empresa deberá consignar los respectivos procedimientos de reclamo, y, finalmente, se establece un mecanismo de incentivo consistente en la rebaja de las multas en el caso que la empresa ejecute prácticas igualitarias.


A continuación, la abogada del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer detalló los contenidos de la iniciativa legal en informe.


Al respecto, hizo presente que se ha constatado el contexto de discriminación y de escasa valoración en el que está inserta la mujer en el mercado del trabajo, atendido que sus remuneraciones no son iguales a las de los hombres, por una labor similar. Frente a ello, la presente iniciativa propone una serie de modificaciones legales tendientes a la equiparación salarial.


En primer lugar, se incorpora al Código del Trabajo el principio de igualdad de remuneraciones por trabajo de igual valor. Para ello, se modifica el artículo 2° del Código laboral, toda vez que es la norma referida a los actos de discriminación, agregando que también son tales las diferencias en las remuneraciones en trabajos de igual valor basadas en criterios distintos de las características y naturaleza del trabajo que se realiza.


Asimismo, como criterios legítimos de diferenciación, se incorporan la capacidad e idoneidad, en armonía con el mandato constitucional contenido en el artículo 19, N° 16, de nuestra Carta Fundamental, que contempla tales elementos de distinción.


El objetivo de estas modificaciones, recalcó, es eliminar toda discriminación en razón de género en la determinación de las remuneraciones.


En segundo término, agregó, se establece la obligación del empleador de velar por el cumplimiento del principio de igualdad de remuneraciones entre el trabajo masculino y el femenino, por un servicio de igual valor.


En tercer lugar, respecto de las empresas que cuenten con más de 50 trabajadores, se dispone la obligación de llevar un registro donde se consignen: los cargos o funciones que se ejecutan al interior de la empresa, sus características técnicas esenciales, una descripción general de los mismos, y las condiciones o habilidades profesionales requeridas para ejecutarlos.


En un cuarto orden de ideas, las empresas obligadas a elaborar un Reglamento Interno -esto es, las empresas con más de 10 trabajadores-, deberán precisar en el mismo el procedimiento a seguir respecto de los reclamos que se susciten en esta materia. Tales reclamos, en todo caso, deberán presentarse por escrito, y responderse en un plazo de 30 días.


En quinto lugar, se establece un mecanismo de incentivo para aquellas empresas que no presenten diferencias arbitrarias en su estructura de remuneraciones, ante trabajos o servicios de igual valor. Al efecto, se contempla una rebaja del 10% de las multas que se les impongan, siempre  que éstas no deriven de prácticas antisindicales o de vulneración de derechos fundamentales.


Finalmente, se incorpora al Estatuto Administrativo el principio de igualdad entre el trabajo masculino y el femenino por un servicio de igual valor, para los efectos de su valoración y retribución.


Enseguida, la Comisión dio lugar a una ronda de consultas y observaciones, las que se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó qué se entiende por trabajos o servicios de igual valor. Señaló que, en su opinión, la definición de dicho concepto resulta ser esencial en este proyecto de ley, sobre todo si se considera que es un concepto que puede ser entendido de diversas maneras, lo cual, al parecer, sería uno de los motivos de las mayores dificultades prácticas que hoy día se suscitan en esta materia.


La abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que el concepto de trabajo de igual valor proviene del Convenio N° 100, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre igualdad de las remuneraciones, y constituye un gran avance porque, en un principio, se hablaba de igual remuneración por un trabajo igual, lo cual resultaba muy restringido para estos efectos. Por tal motivo, añadió, la OIT amplió este concepto y pasó a referirse al trabajo de igual valor, disponiendo que, para su determinación, debe efectuarse un análisis de los puestos de trabajo y aquellos que reporten un mismo valor hacia la cadena productiva de la empresa, deben recibir una misma remuneración. Es decir, ya no se consideraría que los trabajos sean similares, sino que representen un mismo valor para la empresa. Para ello, la OIT desarrolló sendos sistemas de evaluación de los puestos de trabajo, de carácter analítico, que tienen por objeto descomponer los diferentes contenidos de éstos, para, finalmente, asignarles un determinado valor. Conforme a ello, los puestos de trabajo que resulten con un mismo valor, deberían contemplar una misma remuneración para su retribución. En dicho análisis, añadió, se consideran un conjunto de factores objetivos, entre los cuales están la responsabilidad que está asociada al cargo, las condiciones de trabajo, el esfuerzo que implica, y las capacidades técnicas que requiere.


Ahora bien, apuntó, la aplicación de estos sistemas de evaluación de los puestos de trabajo, queda totalmente entregada a las empresas, para que sean ellas, de acuerdo a sus propias estructuras y características, las encargadas de analizar las formas más adecuadas para determinar qué trabajos o servicios, siendo de igual valor, deberían recibir una misma remuneración.


Indicó que en la legislación comparada ya hay ejemplos de la consagración del concepto de trabajo de igual valor, y citó el caso de Canadá, donde éste ha sido aplicado con éxito, entregando a las empresas la elaboración y ejecución de los sistemas de evaluación de los puestos de trabajo, en base a los criterios de responsabilidad, condiciones de trabajo, esfuerzo y capacidades técnicas, para los efectos de determinar qué servicios, valorados por igual, deben recibir una misma remuneración.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó que este proyecto de ley es un gran aporte para resolver la discriminación remuneracional que efectivamente existe en nuestro país entre hombres y mujeres, y que es conocida de todos. Sin embargo, coincidió en que sería necesario esclarecer lo que se entiende por trabajo de igual valor. Para ejemplificarlo, añadió, podría considerarse el desempeño de dos ingenieros comerciales -hombre y mujer, respectivamente-, ambos a cargo del departamento de comercio exterior de una empresa, donde, sin embargo, ella perciba una remuneración menor que él. Consultó si ese sería el tipo de discriminación que se pretende remediar.


La abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM respondió que efectivamente la situación descrita corresponde a un caso de discriminación salarial por razones de género. En efecto, acotó, se trata de cargos similares, ejecutados por un hombre y una mujer, ambos ingenieros, que cumplen las mismas funciones y que desempeñan un trabajo de igual valor de acuerdo a la estructura organizacional de la empresa, no obstante, el trabajo de ella es valorado en forma distinta al de él. Apuntó que, peor aún, según lo demuestran los estudios, la brecha es mayor mientras más alto es el nivel educacional exigido para el respectivo puesto de trabajo, tal como sucedería en el caso ilustrado.


El Honorable Senador señor Pizarro preguntó si la comparación de los servicios debe analizarse, para estos efectos, al interior de la empresa o respecto del mercado en general.


La abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM respondió que el análisis procede sólo respecto de la propia empresa.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei señaló que es un hecho que existen sendas diferencias entre hombres y mujeres en el ámbito laboral, y que éstas se materializan de diversas maneras, no sólo a nivel remuneracional, sino que también, por ejemplo, en materia de ascensos, entre otras manifestaciones.


Sin embargo, advirtió, ello deriva de un problema de carácter cultural y, como tal, no será resuelto en tanto se sigan atacando sólo sus síntomas en lugar de enfrentar directamente sus causas. Siendo así, enfatizó, los proyectos de ley como el que aquí se analiza, aun cuando están muy bien inspirados, en los hechos, no producen efecto alguno porque el cambio no se genera a nivel socio-cultural. Es por ello que, tras estas iniciativas legales, rápidamente surgen las más variadas alternativas para eludir sus normas. Para ejemplificarlo, indicó que el proyecto en estudio contempla la obligación de llevar un registro de los cargos que se desempeñan al interior de la empresa; pues bien, acotó, bastaría con efectuar una descripción distinta de las respectivas funciones que cumplen hombres y mujeres y ello justificaría la diferencia salarial entre unos y otras. Asimismo, la distinción podría surgir del mecanismo de los ascensos, mediante la designación de un hombre en una jefatura y de una mujer como su subordinada, aun cuando ambos desempeñen, en la práctica, una misma labor; dado que él la ejecuta en calidad de jefe y ella no, nuevamente queda justificada la correlativa diferencia económica.


Ante tales circunstancias, recalcó, más efectivo que las reformas legales, sería aplicar programas que permitan educar a las personas en estas materias, trabajando en conjunto, por ejemplo, con la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA) o la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), generando cambios culturales profundos en aras de la valoración del trabajo femenino. Con ello, el principio de igualdad remuneracional se incorporaría no sólo a nivel empresarial, sino que sería un concepto socialmente entendido y aceptado, tras lo cual las propias mujeres no permitirían una sub-valoración de su aporte laboral.


Por tanto, concluyó, en su opinión este proyecto de ley, sin perjuicio de que permite abrir un debate necesario, sólo aborda el problema denunciado, pero no lo resuelve. De hecho, acotó, está dirigido a la mediana y gran empresa, en circunstancias que las mujeres se desempeñan principalmente en las empresas más pequeñas.


La abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM apuntó que el principio de igualdad de remuneraciones es válido respecto de todas las empresas, cualquiera sea su tamaño o magnitud, y que es sólo la obligación de registro de cargos la que está concebida exclusivamente respecto de la mediana y gran empresa, la cual, en todo caso, representa un 20% de nuestro mercado laboral.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó a qué obedece la delimitación en 50 trabajadores para los efectos de imponer la obligación de llevar el señalado registro de cargos y funciones.


La abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que, sobre los 50 trabajadores, una empresa es calificada como mediana. Añadió que la exclusión de la micro y pequeña empresa de esta obligación de registro responde a la idea de no generar respecto de éstas una carga excesiva que afecte su operatividad. Sin embargo, reiteró, sólo se las exime de esta obligación de describir sus cargos en un registro, no así del deber de acatar el principio general de igualdad remuneracional, el cual se aplica a todo tipo de empresa, micro, pequeña, mediana y grande, sean estatales o privadas.


Por su parte, la señora Ministra del SERNAM manifestó que, efectivamente, las reformas legales no son el único medio para generar los cambios socio-culturales necesarios. Estas medidas, agregó, normalmente van acompañadas de otras herramientas que conforman las políticas públicas orientadas al objetivo trazado. Ejemplificó con el caso de la Ley de Violencia Intrafamiliar, cuya aplicación se ha complementado con programas de ayuda destinados a ofrecer una solución integral a las mujeres que viven la violencia al interior de sus hogares.


Lo propio acontece respecto del tema que nos ocupa, toda vez que las modificaciones propuestas se acompañan de los programas que se están implementando desde hace dos años con 43 empresas en todo el país. Asimismo, se han desarrollado campañas de sensibilización difundidas por los medios de comunicación social, y también se ha trabajado en orden a posicionar el tema entre las propias mujeres. Todo ello, en su conjunto, es lo que produce el cambio esperado.


Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó, es muy importante que por intermedio de la ley se den señales claras en torno a lo que se espera de la sociedad respecto de ciertos principios generales, cuyo respeto debe ser un objetivo inclaudicable. Entre tales principios, está el de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres. Ello adquiere especial relevancia, precisamente si se considera que la carga cultural es muy fuerte, tanto como para generar una serie de prejuicios que, durante mucho tiempo, han atentado contra la valoración del trabajo de la mujer. Tal es, por ejemplo, la errada percepción que se tiene acerca del costo asociado al trabajo femenino, el cual se estima muy alto a pesar de que los estudios demuestran que los costos no remuneracionales de la mujer no exceden al 0,2% de los costos vinculados al trabajo del hombre. Este tipo de prejuicios, que existen tanto en el sector privado como en el público, distorsionan el verdadero significado del aporte del trabajo femenino en relación al aporte del trabajo masculino.


El Honorable Senador señor Allamand indicó que, sin perjuicio de compartir el principio básico de igualdad que inspira al proyecto, dejaría constancia de su preocupación respecto de dos aspectos fundamentales.


Por una parte, precisó, no es menor introducir en el Código del Trabajo un concepto, como es el de trabajo de igual valor, con tal grado de indefinición. Señaló que el principio general es el de igualdad de las remuneraciones entre hombres y mujeres, pero dicho principio se sustenta en la noción de trabajo de igual valor, la cual, hasta ahora, no aparece ni someramente definida. Recalcó que, para introducir a un cuerpo normativo un concepto actualmente inexistente en el mismo, debe haber una elaboración legislativa más acaba que permita precisar dicho concepto, máxime cuando se trata de un elemento fundante del principio general que se quiere consagrar.


Por la otra parte, expresó su inquietud por la obligación que se contempla para las empresas de más de 50 trabajadores de llevar un registro de los cargos y funciones, con la descripción de sus características técnicas esenciales. Al respecto, señaló que en la actualidad las empresas tienen un movimiento de tal envergadura, que constantemente están modificando las tareas que cumplen sus empleados, porque la operatividad de la compañía así lo exige. Sin embargo, añadió, se impondría a todas las empresas medianas y grandes, la obligación de actualizar permanentemente la descripción de sus puestos de trabajo, a pesar de la velocidad con que éstas actúan, debiendo ajustar -por ejemplo, de una temporada a otra-, toda su estructura organizacional, las funciones a cumplir, las responsabilidades asociadas, etcétera. 


Finalmente, Su Señoría consultó al Ejecutivo si se ha considerado este aspecto de orden práctico que se plantea tras el establecimiento de la mencionada obligación de registro de cargos.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto valoró el amplio debate que se ha suscitado a propósito del estudio de este proyecto de ley. Al respecto, advirtió que nuestro Código del Trabajo, en su artículo 41, contempla una definición de las remuneraciones, la cual sin duda se verá afectada si se incorpora el principio de igualdad salarial por un trabajo de igual valor. Ello implica, acotó, que sería necesario precisar qué se entiende por tal igualdad remuneracional, toda vez que se trata de un concepto nuevo, inexistente hasta ahora, complementario de la actual definición legal y que, como tal, debe ser compatible con aquélla.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que, si bien comparte el objetivo trazado por la iniciativa legal, el punto es cómo aplicar la igualdad a la que se aspira con un sentido realista, de modo que efectivamente estas normas conduzcan hacia una mayor justicia en las remuneraciones que perciben las mujeres de acuerdo a las funciones que éstas cumplen. Para ello, reiteró, es fundamental definir el trabajo de igual valor, ya que ése sería el punto de partida.


No obstante, agregó, existen otros aspectos del proyecto que también motivan su preocupación. Así por ejemplo, precisó, no concuerda con que la iniciativa se oriente sólo hacia la mediana y gran empresa en lo que respecta a la obligación de registro de cargos, toda vez que los mayores problemas de orden práctico probablemente surgen al interior de la empresa pequeña, donde las funciones a cumplir pueden ser más difusas o donde los trabajadores realizan diversas labores simultáneamente. Sin embargo, siendo ello una posible fuente de conflicto, no se considera en el proyecto y se le excluye del mandato legal. 


En otro orden de ideas, añadió, nada se dice en el proyecto respecto a qué sucederá con las denominadas remuneraciones variables, que constituyen un usual mecanismo de incentivo a la productividad, por ejemplo, mediante el pago de comisiones por ventas. Éstas, sostuvo, de algún modo se verán afectadas por esta normativa, la que, sin embargo, no hace ninguna referencia a ellas. 


Por otra parte, continuó, en el caso de empresas que son pequeñas en términos de facturación pero que ocupan a mucha gente, efectivamente la obligación de registro de cargos podría incidir negativamente en ellas atendido el veloz movimiento al que están sujetas. Asimismo, añadió, no hay que olvidar que, de acuerdo a las nuevas modalidades de la relación laboral, hay pequeñas empresas que se dedican a prestar servicios a otras empresas más grandes, por ejemplo mediante el mecanismo de la tercerización, entre otros. Pues bien, explicó, en tales casos, donde hay personal que cumple funciones similares tanto al interior de la empresa como en la entidad externa contratada, claramente habrá una diferenciación de las tareas y, por tanto, agregar una nueva exigencia a estas empresas pequeñas podría, a la postre, ser una dificultad en lugar de una contribución. 


Tras ello, subrayó, más que promover y facilitar el desarrollo equitativo de las relaciones laborales, se podría estar generando una grave limitante que finalmente impida el acceso de las mujeres al mercado del trabajo, y el peor efecto que se podría producir es que se inhiba la contratación de la mujer a fin de evitar todas las dificultades de índole práctico que de ello se puedan derivar. Siendo así, acotó, el remedio podría resultar peor que la enfermedad, ya que en vez de hacer justicia con el trabajo femenino, se termine, a la postre, dejando a más mujeres derechamente sin trabajo.


El Honorable Senador señor Letelier enfatizó que el objetivo último es alcanzar una sociedad sin discriminación, en circunstancias que en la actualidad sí la hay. Para graficarlo, señaló que no es su deseo ver a sus propias hijas discriminadas laboralmente, recibiendo una remuneración menor a la que perciben los hombres por la ejecución de un mismo trabajo. Para evitar eso, subrayó, se necesita una estructura legal que lo impida. Por consiguiente, añadió, comparte el propósito hacia el cual se orienta el proyecto de ley.


Sin embargo, advirtió, tiene ciertas aprensiones respecto a algunos de los contenidos específicos de la iniciativa. Así por ejemplo, no concuerda con establecer un límite para definir la procedencia de algunas de las obligaciones que impone el proyecto. Esa delimitación, fijada en el número de 50 personas, no le parece atinente toda vez que podría significar que la discriminación, siendo prohibida, sea finalmente aceptada respecto de algunas empresas. Señaló no ver razón alguna que justifique tal diferenciación, insistiendo en que el principio general y vinculante para todos es que, ante una misma función, debe pagarse la misma remuneración, sin importar el número de trabajadores que se desempeña en la empresa. Lo esencial es que, en una sociedad marcadamente patriarcal, la discriminación se erradique en cualquiera de sus formas y se evite toda posibilidad de incurrir en ella.


Asimismo, expresó su inquietud en torno al concepto de función y, específicamente, a qué se entiende por una misma función, toda vez que la discriminación se verifica en la medida que, cumpliendo una misma labor, hombres y mujeres son remunerados en forma distinta, pagando menos a estas últimas. Citó como ejemplo el caso del trabajo de empaquetamiento que se realiza en el sector agrícola, donde las mujeres, por sus habilidades, se desempeñan mejor que los hombres y, por tanto, efectúan un trabajo de mayor valor que el de los hombres. Sin embargo, no son mejor remuneradas que sus pares masculinos.


Por otra parte, indicó no preocuparle mayormente el tema del registro de cargos y funciones, con la consiguiente descripción de los mismos, por cuanto en cada contrato de trabajo debe especificarse el servicio que prestará el trabajador y, por tanto, ahí queda definida la función que éste cumplirá al interior de la empresa. Se trata de una cláusula obligatoria del contrato de trabajo y, como tal, delimita la relación laboral. De este modo, a su juicio, la obligación de describir los cargos no sería un obstáculo para los objetivos del proyecto.


El Honorable Senador señor Pérez Varela manifestó que, un principio general reconocido por todos, es el de la no discriminación, particularmente por razones de género en materia de remuneraciones. En ello, acotó, no hay discusión, pues las opiniones son coincidentes. Sin embargo, este es un tema que debe ser analizado con especial cuidado, toda vez que un tratamiento inadecuado del mismo podría producir lamentables efectos no deseados que, lejos de resolver el problema, sólo contribuyan a agravarlo. Añadió que, si bien es deseable que las mujeres no sean discriminadas remuneracionalmente en relación a los hombres por trabajos de igual valor, no es menos cierto que una normativa inapropiada podría significar establecer para éstas una peligrosa barrera de entrada al mercado laboral, con lo cual la iniciativa derivaría en un perjuicio más que en un beneficio.


En ese sentido, indicó, resulta pertinente aplicar mecanismos de incentivos a fin de generar los cambios sociales esperados. Efectivamente se trata de un problema cultural, profundamente arraigado y, por tanto, sería importante estructurar un sistema de incentivos que fomente la adopción del principio básico de equidad remuneracional. De hecho, agregó, aunque todavía no existe una norma expresa, el SERNAM, desde hace un par de años, en conjunto con algunas empresas y organizaciones empresariales en todo el país, se encuentra ejecutando un programa orientado a incorporar la equidad salarial en el mundo laboral. Sería atinente, acotó, conocer los resultados de dicho programa.


Por último, añadió, también sería interesante tener a la vista los resultados que en este ámbito se han obtenido en otros países donde se han aplicado sistemas de igualación de remuneraciones entre hombres y mujeres. Recordó que en derecho comparado existen múltiples ejemplos de adopción de medidas para eliminar la discriminación salarial por razones de género y, por tanto, sería ilustrativo conocer cuál ha sido el resultado de esas experiencias a nivel mundial.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó qué sucederá, tras la vigencia de esta iniciativa legal, en el evento que efectivamente se incurra en discriminación remuneracional entre hombres y mujeres. Preguntó quién decidirá si hubo o no discriminación en el caso específico, o si los trabajos eran o no de igual valor. Asimismo, qué sanciones se aplicarán y cómo se apelará contra las mismas.


Expresó que los proyectos de ley como el que aquí se trata, resultan especialmente importantes por dos razones. Por un lado, porque efectivamente la discriminación laboral contra la mujer existe y reviste múltiples manifestaciones. Por el otro, porque muchas veces las alternativas ofrecidas, lejos de solucionar el problema, sólo lo agravan provocando efectos no deseados que, a la postre, hacen que el remedio sea peor que la enfermedad. Enfatizó que ese es el riesgo que corre esta normativa tal como está planteada. Para graficarlo, señaló que la iniciativa no contempla definición alguna del concepto de trabajo de igual valor, lo cual es fundamental para dilucidar el verdadero sentido y alcance de la ley. Ello, apuntó, debería quedar esclarecido incluso antes de la aprobación en general del proyecto, toda vez que sólo así se podrían dimensionar sus reales efectos. Insistió en que estas iniciativas, tal como acontece con aquéllas que prolongan el permiso maternal o que hacen más severas las exigencias en torno a las salas cunas, siempre terminan perjudicando a las mujeres, porque en definitiva les limitan sus posibilidades de acceso al mundo del trabajo, dado que, inevitablemente, se inhibe su contratación laboral. Acotó que, lamentablemente, así está demostrado.


Señaló que, sin lugar a dudas, la no discriminación en un objetivo loable y al que todos aspiran, pero, la iniciativa propuesta para alcanzarlo, en su opinión, ofrece más riesgos e intranquilidad que seguridad y sosiego.


La abogada del Departamento de Reformas Legales del SERNAM se refirió a las diversas inquietudes precedentemente manifestadas.


En primer término, en relación a qué sucederá en el caso de que se incurra en discriminación salarial en razón de género, explicó que este proyecto de ley debe analizarse a la luz de su inserción en el Código del Trabajo y en la nueva justicia laboral que éste contempla. En ese contexto, agregó, toda infracción a estas normas dará lugar a un procedimiento tutelar de los derechos fundamentales, lo cual constituye toda una innovación en nuestra legislación laboral. La acción de tutela resguarda el respeto de los derechos fundamentales del trabajador, entre los cuales se encuentra, precisamente, el de la no discriminación. En consecuencia, en el nuevo procedimiento laboral se contempla un mecanismo de protección de estos derechos y al alero del mismo quedarán sujetos los casos de discriminación de que aquí se trata.


En segundo lugar, respecto de la definición del concepto de trabajo de igual valor, señaló que, por lo general, las normas legales no detallan pormenorizadamente los elementos o el contenido concreto de los principios generales que ellas consagran. Lo anterior, explicó, porque las definiciones acotadas siempre conllevan el riesgo de que sólo comprendan y alcancen a los casos específicos que figuran mencionados en la ley, excluyendo a otros tantos que, sin tener una referencia expresa, también podrían quedar comprendidos bajo sus normas. Recordó que, de acuerdo a la iniciativa legal en estudio, la determinación de los trabajos de igual valor quedará entregada a las mismas empresas y, por tanto, serán éstas las que, conforme a sus propias estructuras organizacionales, definirán cuáles puestos de trabajo son de igual valor y, en consecuencia, deberán tener asignada una misma remuneración.


En relación a la eventual incidencia del concepto de remuneración de igual valor en la definición de remuneraciones que actualmente contempla el Código del Trabajo, aclaró que tal ingerencia, en verdad, no se produciría toda vez que se trata de nociones distintas que no se entrecruzan. Un tema es que ante trabajos de igual valor proceda pagar una misma remuneración, como principio, y otro tema distinto es la remuneración propiamente tal, la cual no se ve distorsionada por una exigencia de equidad.


En cuanto a la inquietud planteada en torno a las remuneraciones variables, particularmente las comisiones, explicó que ellas tampoco resultan afectadas por la consagración del principio de igualdad remuneracional. Muy por el contrario, agregó, el principio abarca a la remuneración en su conjunto, comprendiendo tanto sus elementos fijos como variables y, por consiguiente, resguarda que los trabajadores, sean hombres o mujeres, tengan acceso igualitario a los incentivos a la productividad. Estos estímulos podrán continuar estableciéndose, pero deberán ofrecerse a hombres y mujeres por igual, siempre que desempeñen un trabajo de igual valor.


Finalmente, reiteró que la prohibición de discriminar remuneracionalmente a las mujeres se establece respecto de todas las empresas, con independencia de su tamaño, de sus características o del sector al que pertenecen. Las empresas de menos de 50 trabajadores, en tanto, sólo son eximidas de la obligación de llevar un registro de cargos y funciones. Dicha obligación se impone a las empresas medianas y grandes, respecto de las cuales se incorpora como un mecanismo de autorregulación de las mismas. El respeto de los derechos fundamentales del trabajador, entre los cuales se encuentra la no discriminación, es un deber de todo empleador, sin excepción alguna.


El Honorable Senador señor Pizarro insistió en que una tarea fundamental es definir el concepto de trabajo de igual valor. De ello derivan las principales consecuencias del proyecto de ley y delimita su verdadero sentido y alcance en aras de erradicar la discriminación salarial entre hombres y mujeres. Para tales efectos, sugirió, podrían aplicarse los criterios elaborados por la Organización Internacional del Trabajo, procurando adaptarlos a nuestra realidad laboral.


Sin embargo, advirtió, esa es una tarea compleja que requiere de especial cuidado atendida la multiplicidad de situaciones que en la práctica se pueden verificar. Por ejemplo, explicó, podría darse el caso de que en una empresa existan dos puestos de trabajo diferentes entre sí -como sucedería entre una gerencia comercial y una gerencia de operaciones-, y que, sin embargo, ambos cargos, siendo distintos, tengan el mismo valor para esa empresa en razón de la importancia que ellos revisten para el funcionamiento y productividad de la misma. Es decir, ambos cargos son claves al interior de la empresa y, aunque son diferentes, ésta los valora por igual. En tal caso, dos trabajos calificados por la propia empresa como de igual valor, no reciben, en los hechos, la misma remuneración, sin que de ello pueda entenderse que existe discriminación. Entonces, acotó, este tipo de situaciones podrían dificultar la aplicación del principio de no discriminación, particularmente cuando las empresas tengan asignadas remuneraciones desiguales para cargos que sí son igualmente importantes para ellas. De allí que, advirtió, la definición de trabajo de igual valor es más compleja de lo que parece y una errada conceptualización del mismo podría incidir negativamente en la contratación laboral femenina. En efecto, concluyó, el problema de la discriminación podría derivar en la inhibición de dicha contratación.


El Honorable Senador señor Letelier reiteró que la discriminación laboral hacia la mujer es una de las tantas manifestaciones que son propias de una sociedad machista, tal como lo es también, por ejemplo, la responsabilidad atribuida a la mujer por la maternidad.


Añadió que si el temor es que este proyecto de ley, al establecer parámetros de igualdad, finalmente atente contra la contratación laboral de la mujer, ello sólo evidenciaría que los empleadores contratan a las mujeres porque son menos costosas que los hombres y no por sus capacidades y habilidades. 


Sostuvo que el tema esencial, del cual no es posible apartarse, es eliminar todo sesgo de discriminación, resguardando la igualdad salarial mediante el establecimiento de un principio básico conforme al cual por una misma función, exista una misma remuneración.


Señaló comprender las aprensiones manifestadas en torno a la noción de trabajo de igual valor, a raíz de las cuales sugirió que durante la discusión en particular del proyecto de ley, el análisis se centre especialmente en lograr una definición lo más apropiada posible, tal vez profundizando los criterios desarrollados al efecto por la OIT. Añadió que, según se explicó, tales criterios o factores de evaluación dirían relación con el concepto de función, ya que por su intermedio se analizan los diversos puestos de trabajo y, conforme a ello, se asigna a éstos un determinado valor. Se trata pues, de que dos personas que cumplan funciones igualmente valoradas, reciban también la misma retribución económica.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto solicitó la opinión del Ministerio del Trabajo y Previsión Social respecto del proyecto de ley en informe.


El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que dicha Secretaría de Estado acompañó la tramitación de esta iniciativa legal desde sus inicios. Recordó que durante su discusión en la Honorable Cámara de Diputados surgieron dos temas de relevancia que parece atinente mencionar acá. 


En primer lugar, precisó, hubo consenso en estimar que la definición del concepto de trabajo de igual valor correspondía más bien al ámbito doctrinario que al legislativo, tal como acontece con otras nociones generales, por ejemplo, la de trabajo decente. Se trata de conceptos esenciales que subyacen en un principio general que alcanza su consagración legal, pero cuyos contenidos concretos no son descritos por el legislador sino que quedan entregados a la elaboración doctrinaria.


En otro orden de ideas, hizo presente que durante el análisis de la iniciativa ante la Comisión de Familia de la Honorable Cámara de Diputados, fue invitada la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile (CONAPYME), la cual, sin perjuicio de compartir el objetivo central de eliminar la discriminación salarial de la mujer, solicitó que la obligación de llevar un registro de cargos y funciones, no fuera impuesta a la micro y pequeña empresa, dada la complejidad que tal trámite implicaría para el empleador, que, muchas veces en empresas pequeñas, es un trabajador más. A ello se sumó la constatación de que en las empresas de menor tamaño y, por tanto, de mayor simplicidad en la distribución de puestos de trabajo, se verificaban con menor frecuencia los casos de discriminación salarial en razón de género, toda vez que apenas contabilizan unos cuantos cargos o funciones, a los que se asigna un determinado presupuesto, con independencia de si son ejecutados por hombres o mujeres. Al contrario, añadió, en empresas de estructuras más complejas, los índices de discriminación por el referido concepto, aumentan. Es por ello que, finalmente, se delimitó en 50 el número de trabajadores que permitiría determinar la procedencia de la obligación de llevar un registro de cargos o funciones, habida cuenta que se trata de la norma estándar que distingue a las pequeñas de las medianas y grandes empresas.


Por último, destacó que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social participó en el establecimiento del mecanismo de incentivo consistente en la reducción de las multas -hasta en un 10%-, cuando se compruebe que la empresa sancionada ha aplicado prácticas remuneracionales igualitarias. Lo anterior, precisó, en tanto dichas multas no provengan de la vulneración del derecho a la sindicalización ni de los derechos fundamentales del trabajador.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que, sin perjuicio de haber consenso entre los miembros de la Comisión en torno a la aprobación en general del proyecto de ley, sería necesario efectuar algunas enmiendas al mismo durante su discusión en particular. 


En efecto, acotó, del debate anteriormente desarrollado se advierte que faltan ciertas precisiones que resultan fundamentales para la real efectividad de estas normas. Indicó que cuando existen conceptos previamente definidos, ya sea por la doctrina o por la jurisprudencia, no es necesaria una mayor conceptualización por parte del legislador, porque se trata de nociones ya esclarecidas. Sin embargo, cuando dicha conceptualización previa no existe, resulta imperioso elaborar una definición legal, más o menos acotada, que permita establecer los contenidos específicos del concepto que se incorpora en la ley, así como también delimitar sus alcances. Ello evitaría posteriores interpretaciones equívocas de las normas en estudio que, a la postre, sólo conducirán a judicializar en extremo los conflictos derivados de los reclamos por discriminación salarial en razón de género. El grado de controversia será mayor y la falta de una definición legal hará más compleja la resolución de las mismas, no sólo por no haber un concepto descrito en la ley, sino que también porque la historia fidedigna de su establecimiento no dará cuenta de lo que se entendió por noción alguna. 


Finalmente, los miembros de la Comisión coincidieron en la importancia de la materia que aborda el proyecto de ley en análisis y del debate que trae consigo. Compartieron, asimismo, la pertinencia de aprobar la idea de legislar, sin perjuicio de las modificaciones y ajustes que sea necesario incorporar en la discusión en particular del proyecto, al tenor de lo expresado en el análisis consignado precedentemente.


La señora Ministra del SERNAM ofreció hacer llegar a la Comisión todos los antecedentes relativos a este tema y que resulten pertinentes para una más adecuada comprensión de la iniciativa legal en informe.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:



"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el Código del Trabajo:


1. Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso cuarto, la siguiente oración, pasando su punto aparte (.) a ser seguido (.):


“Son actos de discriminación las diferencias en las remuneraciones en trabajos de igual valor basadas en criterios distintos de las características y naturaleza del trabajo que se realiza.”.


b) Intercálase en el inciso quinto, entre los términos “calificaciones” y “exigidas”, la expresión “, capacidades e idoneidad".


2. Agrégase el siguiente artículo 62 bis, nuevo:


“Artículo 62 bis.- En materia de remuneraciones el empleador deberá velar por el cumplimiento del principio de igualdad entre el trabajo masculino y femenino por un servicio de igual valor.”.


3. Modifícase el artículo 154, en la forma que se señala:


a. Agrégase en el número 6., a continuación del punto y coma (;), el siguiente párrafo:


“en el caso de empresas de cincuenta trabajadores o más, un registro que consigne los diversos cargos o funciones de la empresa y sus características técnicas esenciales, como la descripción general del cargo y las condiciones o habilidades profesionales inherentes a él;”.


b. Reemplázanse en el número 11., la conjunción “y” y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;)  y en el número  12., el punto final (.) por la conjunción “y” precedida de una coma (,).


c. Incorpórase el siguiente número 13, nuevo:


“13.- el procedimiento a que se someterán los reclamos que se deduzcan por infracción al artículo 62 bis. En todo caso, el reclamo y la respuesta del empleador deberán constar por escrito; ésta última  deberá ser fundada y entregada dentro de un plazo no mayor a treinta días de efectuado el reclamo por parte del trabajador.”.


4. Agrégase, en el artículo 511, el siguiente inciso final:


“Los empleadores que no presenten diferencias arbitrarias de remuneraciones entre trabajadores que desempeñen cargos y responsabilidades similares, podrán solicitar la rebaja del 10% de las multas adicionalmente a lo que se resuelva por aplicación de los incisos precedentes, en tanto las multas cursadas no se funden en prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales.".


Artículo 2°.- Intercálase, en el artículo 9°, de la ley 
Nº 18.834, que contiene el Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, el siguiente inciso segundo:


"En la valoración y retribución del trabajo deberá velarse por el cumplimiento del principio de igualdad entre el trabajo masculino y femenino por un servicio de igual valor.”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Las denuncias sobre discriminación en materia de remuneraciones, se sustanciarán en conformidad al procedimiento establecido en el párrafo sexto del capítulo II del título primero del Libro V del Código del Trabajo, en tanto dichas normas entren en plena vigencia.


Artículo segundo.- Las obligaciones que esta ley impone al empleador comenzarán a regir noventa días después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2008.

(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR PARA REGULAR LA PÉRDIDA DE HONORES MILITARES Y DEGRADACIÓN DE INTEGRANTES DE FUERZAS ARMADAS Y DE ORDEN

(5962-02)

Honorable Senado:

Fundamentos:

A partir de la Segunda Guerra Mundial, y producto de los horrores que en ella se cometieron, la comunidad internacional ha  avanzado decididamente en materia de protección, defensa y promoción de los Derechos Humanos

Por tal motivo, los paises integrantes de la ONU han  suscrito diversas Declaraciones, Pactos y Convenciones sobre Derechos Humanos, tipificándose además nuevos  delitos como son los  denominados “Crímenes contra la Humanidad o de Lesa Humanidad”.

Según el Estuto de Roma de la Corte Penal Internacional, son Crímenes Contra la Humanidad o de Lesa Humanidad  el asesinato, exterminio, encarcelación, la persecusión por motivos políticos, religiosos, ideológicos, raciales, étnicos, desaparición forzada o cualquier acto inhumano  que causen graves  sufrimientos o atenten  contra la salud  física o mental de quien lo sufre, etc. siempre  que dichas conductas se cometan, como parte de un ataque generalizado contra la población civil.

Los países que suscriben estas Declaraciones, Pactos y Convenciones, tienen como una de sus obligaciones  adecuar sus legislaciones, de tal forma que se pueda castigar a aquellos que hubiesen violado los Derechos Humanos. 

Los chilenos en su pasado reciente sufrieron la violación sistemática de sus Derechos Humanos, tal como ha quedado consignado en el Informe de la Comisión de Verdad  y Reconciliación, y en el Informe Final de Prisión Política y Tortura, como asimismo en diversos procesos judiciales.

Por este motivo, númerosos ex – altos oficiales de las Fuerzas Armadas y de Órden – especialmente integrantes de ejército – que se desempeñaron como agentes del Estado de la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA)  y posteriormente en su continuadora legal, la Central Nacional de Inteligencia (CNI)  cumplen diversas condenas díctadas por los Tribunales de Justicia.

Si bien es cierto que la acción de la justicia ha sido primordial para castigar a quienes violaron los Derechos Humanos en nuestro país, estos no han tenido una sanción clara y precisa de parte de la Institución a la cual pertenecieron o siguen perteneciendo en retiro,  como parte de la denominada “familia militar”, como podría ser la  de terminar con el derecho de recibir honores, como asimismo, ser degradados  por haber cometido Crímenes de Lesa Humanidad o de Guerra y por tanto,  haber lesionado el honor de su institución.

Se trata de que sus instituciones apliquen una sanción ética y moral contra quienes cometieron este tipo de  crimenes.  Y no hay peor sanción moral para un ex – uniformado que ser degradado o perder los “honores militares” a los cuales tiene derecho.  

Este gesto  tampoco es un hecho menor para las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Órden, de las cuales los condenados formaron  parte, ya que implica un rompimiento total  y definitivo con los violadores a los Derechos Humanos.

El actual Código de Justicia  Militar, en su artículo 203 señala que “si algún Oficial, de cualquier jerarquía que sea, cometiere un acto deshonroso para sí o su unidad, cuerpo o repartición en que sirva, podrá ser sometido  a un Tribunal de Honor para que juzgue si puede continuar en servicio”.  Por su parte, en el artículo 217 del mismo Código se establecen “penas accesorias”, entre las cuales se encuentra la posibilidad de degradamiento, cuando se han cometido delitos que merezcan pena de presidio o reclusión perpetua. 

Sin embargo, el Código no precisa claramente si esta “pena accesoria” puede aplicarse a aquellos integrantes de las Fuerzas Armadas y de Órden que en el momento de ser condenados por Crímenes de Guerra o de Lesa Humanidad se encuentran en situación de retiro. 

La experiencia de nuestro país nos ha demostrado que casí la totalidad de los condenados por violaciones a  los Derechos Humanos, actualmente se encuentran en situación de retiro, por lo cual, sus instituciones no pueden aplicarle las sanciones accesorias como lo son la degradación o pérdida del honor militar. 

Dada la gravedad de los crimenes que cometieron, se hace necesario modificar esta situación. 

   Motivo por el cual, los Senadores firmantes venimos en proponer el siguiente proyecto. 

     



Proyecto de Ley

Art. Único: Sustitúyase el artículo 203 del Código de Justicia Militar por el siguiente:

Artículo 203: Si algún Oficial, se encuentre éste activo o en retiro, de cualquiera jerarquía que sea, cometiere un acto deshonroso para sí o para la unidad, cuerpo o repartición en que sirva, podrá ser sometido a un Tribunal de Honor para que juzgue si puede continuar en el servicio o no.

Se entenderá de pleno derecho que un acto es deshonroso para la dignidad militar, la condena por sentencia firme y ejecutoriada, ya sea en calidad de autor, cómplice o encubridor, respecto de crímenes y simples delitos calificados de lesa humanidad y de guerra, contemplados en las normas de derecho internacional y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.  

El que incurra en la conducta descrita en el inciso anterior, será sancionado con la pena accesoria de la degradación y la pérdida de los honores militares, siempre y cuando los delitos hayan sido cometidos en el ejercicio de sus funciones.
(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador

6

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR PÉREZ VARELA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE OBLIGACIÓN DE RENDIR UNA PRUEBA DE APTITUD PROFESIONAL ANTE LA CORTE SUPREMA

(5963-07)

Honorable Senado:

Antecedentes Generales.

El ordenamiento jurídico entrega a las Universidades e Institutos Profesionales el otorgamiento de los títulos profesionales, conforme lo establece la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza Nº 18.602. La excepción lo constituye el título de abogado que lo entrega el Estado,  través de la Excma. Corte Suprema, conforme lo establece el Título XV del Código Orgánico de Tribunales, y que ratifica la ley orgánica citada.

La razón de que el título profesional de abogado sea el único que otorga directamente el Estado, a través de la Corte Suprema, se encuentra en que en la época en que se organizó la República, las carreras universitarios eran básicamente medicina, letras, artes y derecho y eran dictadas por la Universidad Santo Tomás, (primera casa de estudios superiores en el país) y posteriormente la Universidad de San Felipe antecesora de la Universidad de Chile, quienes otorgaban títulos profesionales y grados académicos, estableciéndose, como en la actualidad, que el título de abogado lo entregaría la Corte Suprema y el grado académico de licenciado en ciencias jurídicas y sociales la universidad, a quien le correspondía la importante misión de preparar a los futuros abogados.

Y ello se dispuso así, porque el cargo de  juez, constituye una de las más altas investidura republicana, cuyas funciones son de gran responsabilidad, atendido que resuelven conflictos ciudadanos, cargo que deben desempeñar personas que ostenten el título profesional de abogado, y siendo que dentro de la estructura piramidal del Poder Judicial, corresponde a la Corte Suprema velar por el recto desempeño de los jueces, la ley entregó al máximo tribunal de la República la facultad de otorgar dicho título profesional.

El artículo 523 del Código Orgánico de Tribunales, establece los requisitos para poder ser abogado, el que textualmente señala: “Para poder ser abogado se requiere: 

1° Tener veinte años de edad; 

2° Tener el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas otorgado por una Universidad, en conformidad a la ley; 

3º No haber sido condenado ni estar actualmente acusado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva; 
4° Antecedentes de buena conducta. 

La Corte Suprema podrá practicar las averiguaciones que estime necesarias acerca de los antecedentes personales del postulante, y 

5° Haber cumplido satisfactoriamente una práctica profesional por seis meses en las Corporaciones de Asistencia Judicial a que se refiere la circunstancia que deberá acreditarse por el Director General de la respectiva Corporación. Las Corporaciones de Asistencia Judicial, para este efecto, podrán celebrar convenios con el Ministerio Público y con la Defensoría Penal Pública.

Un reglamento determinará los requisitos, forma y condiciones que deban cumplirse para que dicha práctica sea aprobada.

La obligación establecida en el N° 5 se entenderá cumplida por los postulantes que sean funcionarios o empleados del Poder Judicial o de los tribunales del trabajo, por el hecho de haber desempeñado sus funciones durante cinco años, en las primeras cinco categorías del escalafón del personal de empleados u oficiales de secretaría”. 
Justificaciones del Proyecto.

Desde 1981, año en que se dictaron los cinco decretos con fuerza de ley que originaron la nueva institucionalidad de la educación superior, se crearon, con incuestionable éxito, universidades privadas, las cuales se insertaron en el campo de la enseñanza superior junto con aquellas existentes por ley antes del año citado y que son las denominadas universidades tradicionales, que ascendían a ocho, las cuales se incrementaron al doble, toda vez que las sedes que tenían en regiones, la Universidad de Chile y la ex Universidad Técnica del Estado, hoy Universidad de Santiago, se transformaron en universidades autónomas. De esta forma se originaron la Universidad de Tarapacá en Arica, Arturo Prat en Iquique, de Antofagasta en la misma ciudad, de Atacama en Copiapó, de La Serena en la misma ciudad y Magallanes en Punta Arenas, entre otras. 

En la actualidad, el sistema universitario chileno está conformado por 61 universidades, de las cuales 42 mantienen facultades de derecho, egresando cada año un número importante de ellos con el grado académico de licenciado en ciencias jurídicas, después de haber rendido el examen de grado o licenciatura, examen que por regla general, consiste en que una comisión de 3 profesores interrogue en forma oral al alumno respecto de 3 ramas que conforman la ciencia jurídica, a saber, derecho civil, derecho procesal y una cédula, en algunos casos y en otra escuelas de derecho, sobre derecho constitucional. 

No toda la alta exigencia que requiere la preparación de un abogado es igualitaria, desde luego no existen la cantidad de profesores idóneos para capacitar a tanta persona interesada en estudiar derecho con una debida aptitud para trasmitir los conocimientos del saber jurídico; los controles de calidad, esto es, las pruebas y exámenes y otros requisitos académicos tampoco son uniformes y también los requerimientos de admisión a esta carrera son muchas veces mínimos, de bajos puntajes en la prueba de selección universitaria. 

El número de abogados que se titulan cada año es considerablemente mayor a las décadas pasadas, así en el año recién pasado se titularon más de dos mil de ellos y cada mes juran, ante la Excelentísima Corte Suprema, un promedio de doscientos abogados, lo que es claramente preocupante, no sólo por la cantidad de los mismos, sino por la calidad de éstos. 

En este sentido, la Excelentísima Corte Suprema como el Colegio de Abogados han manifestado una preocupación, lo que ha redundado en que próximamente se iniciará una mesa de estudios sobre el particular. 

Sobre el  mérito de la justificación expuesta, vengo en someter a la consideración del H. Congreso Nacional, para ser tratado en la actual Legislatura, el siguiente: 
PROYECTO DE LEY

Artículo Único.- Modifíquese el artículo 523 del Código Orgánico de 

Tribunales, por el siguiente: 

“Para poder ser abogado se requiere: 

1° Tener veinte años de edad; 

2° Tener el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas otorgado por una Universidad, en conformidad a la ley; 

3º No haber sido condenado ni estar actualmente acusado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva; 

4° Antecedentes de buena conducta. 
La Corte Suprema podrá practicar las averiguaciones que estime necesarias acerca de los antecedentes personales del postulante;
5° Rendir satisfactoriamente una prueba de aptitud profesional ante la Corte Suprema.

Un auto acordado determinará los requisitos, forma y condiciones para la rendición y aprobación de la citada prueba, y

6° Haber cumplido satisfactoriamente una práctica profesional por seis meses en las Corporaciones de Asistencia Judicial a que se refiere la circunstancia que deberá acreditarse por el Director General de la respectiva Corporación. Las Corporaciones de Asistencia Judicial, para este efecto, podrán celebrar convenios con el Ministerio Público y con la Defensoría Penal Pública.

Un reglamento determinará los requisitos, forma y condiciones que deban cumplirse para que dicha práctica sea aprobada.

La obligación establecida en el N° 5 se entenderá cumplida por los postulantes que sean funcionarios o empleados del Poder Judicial o de los tribunales del trabajo, por el hecho de haber desempeñado sus funciones durante cinco años, en las primeras cinco categorías del escalafón del personal de empleados u oficiales de secretaría”. 

(Fdo.): Víctor Pérez Varela,  Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ESCALONA Y LETELIER, CON LA QUE  INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.556, SOBRE SISTEMA DE INSCRIPCIONES ELECTORALES Y SERVICIO ELECTORAL, EN LO RELATIVO A ELECTORES QUE INCURRAN EN FALSEDAD EN INSCRIPCIÓN

(5965-06)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 15º, 18º, 19º y 63º de la Constitución Política de la República y en la Ley 18.556, sobre inscripciones electorales y Servicio Electoral.

Considerando:

1.-
Que el ejercicio del derecho a sufragio para elegir a las autoridades es acaso el acto más notorio y representativo, aunque no el único ni el más trascendente, de cuántos tienen lugar en una democracia.

2.-
Que para que ello ocurra adecuadamente, en forma ordenada y que se eviten irregularidades, se ha dispuesto la existencia de un sistema de inscripciones electorales y de registro electoral, a cargo del Servicio Electoral.

3.-
Que, éste dispone la conformación de cuerpos electorales divididos en comunas y circunscripciones electorales, con el objeto de precisar el ámbito geográfico de los ciudadanos.

4.-
Que ello, además de razones de orden práctico, como procurar la cercanía de los locales de votación, tiene por objeto lograr que el cuerpo electoral sea cabalmente representativo del lugar, lo que resulta particularmente importante en algunos tipos de elecciones, como son las municipales.

5.-
Que, en este sentido, la incorporación abusiva de electores provenientes de otras comunas resulta una grave alteración de la soberanía popular que permite la elección, en cargos de representación, de personas que no comparten íntegramente las inquietudes y problemas de los vecinos.

6.-
Que ello vulnera lo establecido en la ley 18.556 que precisa, en su artículo 42, que el elector declare ante la Junta Electoral su domicilio efectivo y sanciona, en el 79, la falsedad ocurrida en dicho proceso.

7.-
Que, en otras ocasiones, si se prueba que un candidato instigó dicho traslado y retribuyó el voto con obsequios o agasajos puede dar lugar al delito de cohecho, castigado en la legislación penal.

8.-
Que la opinión pública ha conocido la existencia de situaciones de este tipo en diversas comunas del país, particularmente en localidades de menor tamaño de zonas extremas, donde el traslado de un número reducido de electores desde comunas aledañas puede motivar variaciones importantes en los resultados.

9.-
Que, lamentablemente, ellas siguen reiterándose. Así, por ejemplo, el Servicio Electoral ha reconocido, ante las próximas elecciones municipales, que en las comunas de Torres del Payne y San Gregorio se ha registrado un importante aumento en el número de electores, sin que ello responda a ninguna causa justificada.

10.-
Que, por ello, el parlamentario que suscribe cree imprescindible mejorar nuestra legislación promoviendo las siguientes enmiendas en la ley 18.556.

Primero, para obligar a que, en subsidio de algún ciudadano o de los miembros de la Junta Inscriptora respectiva, sea el Ministerio Público quien inicie la persecución de la infracción al artículo 42 de la ley 18.556, sobre inscripciones electorales y servicio electoral, consistente en falsear el domicilio al momento de la inscripción, cuando al momento de cerrarse el padrón electoral para una determinada elección éste presente incrementos significativos injustificados y, en cualquier caso, cuando el aumento en el número de electores supere el 20% respecto de los últimos comicios del mismo tipo.


Segundo, para obligar a los miembros de las Juntas Electorales a poner en conocimiento del Ministerio Público, con estos fines, todos los casos en que un mismo domicilio se estuviera repitiendo más allá de lo razonable o en que se declarare uno manifiestamente inexistente o inhabitado, haciendo presumir la existencia de un fraude a la ley.


Tercero, para aumentar las multas pecuniarias por esta infracción, disponiendo que ella sea solventada, por partes iguales, por el elector y por el candidato que instigó al cambio de inscripción.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modifíquese la ley 18.556 sobre inscripciones electorales y servicio electoral del moco que sigue:

1.-
Incorpórese la siguiente frase final al artículo 23: 

 “En este sentido, sus miembros deberán denunciar los actos irregulares que observen en el desempeño de sus funciones.”

2.-
Incorpórese la siguiente frase final al inciso primero del artículo 42: 

“Si los miembros de la Junta Inscriptora tuvieran dudas acerca de la veracidad o existencia del domicilio señalado o un mismo lugar se reiterare más allá de lo razonable dejarán constancia en el acta diaria de dicha circunstancia.” 

3.-
Agréguese, en el inciso primero del artículo 43º, entre la palabra “Electoral” y el punto seguido (.) que le sucede, la frase “y al Ministerio Público en el caso de constar en ellas el rechazo de electores motivados en la falsedad del domicilio invocado o las situaciones irregulares indicadas en el artículo precedente.”

4.-
Incorpórese, el siguiente inciso segundo al artículo 72º:

“Del mismo modo, con el objeto de verificar la existencia de la falsedad sancionada en el artículo 42º, requerirá, al momento del cierre de las inscripciones electorales para una determinada elección, la información correspondiente al número de electores inscritos en cada comuna. Con estos datos, iniciará la prosecución correspondiente siempre que advierta un aumento significativo y no justificable en el número de electores respecto de los comicios anteriores de la misma naturaleza y, en todo caso, si la variación excediere el 20%.”

5.-
Reemplácese el inciso segundo del artículo 79 por el siguiente:

“Quien proporcionare a la Junta datos falsos en el acto de la inscripción o prestare falso testimonio en el caso del artículo 42 será sancionado con una multa de 1.5 unidades tributarias mensuales. Si en la investigación respectiva resulta acreditado que ello ha tenido lugar por la instigación de otra persona, ésta será castigada con la misma cantidad por cada uno de los electores a quienes hubiera involucrado.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.-  Camilo Escalona Medina, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ORPIS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE ENERGÍA NUCLEAR

(5966-08)

Honorable Senado:

En tema energético resulta esencial para el desarrollo del país. Chile ha optado por una economía abierta al mundo. Por lo tanto los costos en los que incurren los diversos sectores productivos son determinantes para establecer los niveles de competitividad de nuestra economía frente a otros países. En la actualidad los aumentos en los costos de la energía se han transformado en un serio obstáculo para diversos sectores productivos, que resulta urgente revertir.

Esta situación también afecta de manera muy directa a la población. Si a los aumento de costo en alimentación y transporte se suma la energía, se termina reduciendo el ingreso familiar drásticamente, particularmente los sectores medios que no se ven favorecidos con el subsidio a la electricidad.

En la última década Chile ha tenido tres crisis energéticas y lamentablemente no hemos aprendido de nuestros errores. De hecho, en la próxima década se va a duplicar su demanda energética. En el sistema eléctrico se superarán los 20.000 MW. 

1. A finales de los noventa (1998-1999) se produce la primera de las tres crisis, cuando por razones de sequía el sistema interconectado central presentó serias dificultades. En ese entonces, para diversificar la matriz se celebraron los acuerdos con Argentina para abastecernos de  Gas Natural.

2. A comienzos del 2000 comienza a gestarse la segunda crisis cuando Argentina da las primeras señales de recortes en el suministro de Gas que termina haciendo crisis el año 2005 tanto en el sistema interconectado central como el sistema del norte grande. La consecuencia de esta segunda crisis se traduce en que el país vuelve a concentrar su matriz en la fuente hidrológica.

3.  La crisis del año 2008 se genera por la sequía y falta de gas Argentino lo que nos tiene ad-portas de un nuevo racionamiento dependiendo de las lluvias.

Cada episodio de crisis ha generado un cambio de matriz. Si se compara la estructura de la matriz eléctrica de hace cinco años a la actual, las cifras así lo confirman. La hidroelectricidad se mantiene entre el 40% y el 60% dependiendo del clima. El gas llegó a representar el 25% y hoy día prácticamente se ha eliminado. El carbón representaba el 12% subiendo a 25%, y se espera que lo haga a 30% en los próximos años. El diesel que sólo representaba el 4% hoy esta en el 30%.

Una de las principales virtudes que debe tener una autoridad, particularmente en materias estratégicas como la energía, es anticiparse a eventuales crisis. Se requieren de grandes inversiones que requieren años para materializarse.
Las debilidades de nuestra matriz se manifiestan en que aún cuando tengamos grandes reservas hidroeléctricas, todas las centrales están ubicadas en el valle central con un riesgo permanente de sequía como el que hemos estado viviendo. En el caso del Gas Natural, resulta fundamental desecharlo no solo con Argentina sino que también con Perú y Bolivia. En un caso por tratarse de un país que no cumple los compromisos y en el segundo por cuanto sus políticas respecto de Chile se ven fuertemente influenciadas por temas históricos. El carbón tiene serios problemas ambientales vinculados con las emisiones de CO2 y el calentamiento global. Finalmente el diesel enfrenta los costos mas altos de la historia y en general los analistas estiman que estos se mantendrán a futuro . Según el actual nivel de decisiones, la matriz energética en Chile entre el 2009 y el 2012 tendrá las siguiente características. 

	BASE DE LA MATRIZ
	PORCENTAJE Y DEBILIDADES

	HIDRO-ELECTRICIDAD
	Entre 40% y 60%:  Con todos los problemas de seguridad por sequía.

	GNL
	Ya esta enfrentando altos costos. Se ha duplicado  su valor desde U$ 6 a U$ 12 millon BTU, en los últimos dos años.

	CARBON
	Representará entre con 30% a 40%. Serios problemas de contaminación por emisiones de CO2

	DIESEL
	Costos más altos de la historia sin que se espere que los mismos bajen substancialmente.

	RENOVABLES NO CONVECIONALES
	Participación marginal por costos 5% a 8% de la matriz.


Está matriz, aún cuando los costos tenderían a la baja, en una proyección permanente se trata de una matriz cara y contaminente.

Entre el 2009-2012, la base de la matriz será la hidro-electricidad con los problemas que hemos mencionado; con GNL cada vez más caro y  masivamente con carbón con todos los problemas de contaminación que conocemos, teniendo como respaldo el diesel con los costos mas altos de la historia y marginalmente las renovables no convencionales por su alto costo.

Lo único que puede cambiar este sombrío panorama energético es tomar definiciones politicas de envergadura. 

Para dar seguridad energética con una matriz diversificada, de reducida contaminación a costos razonables no quedan mas que dos alternativas: Construir Aysén con urgencia y aprobar la opción nuclear.

De no adoptarse la decisión nuclear pronto, la base de la matriz será la hidro-electricidad en el valle central y el carbón, con todos los riesgos que conocemos; ambas representado el 50% de la matiz aproximadamente.

Esta matriz no resiste análisis ya sea por problemas de inseguridad o por temas ambientales. En este escenario, el respaldo sería GNL con costos cada vez más altos y la renovables en la misma situación ahorran todo comentario.

Si se materializa Aysén y la opción nuclear, en lo permanente la base de la matriz serán estas dos energías sumados al carbón. Esta matriz tendría altos grados de diversificación, seguridad, de bajo costo, con recursos en abundancia, con una gran autonomía como país y satisfactoria desde un punto de vista ambiental. En este supuesto el carbón debería estabilizarse en torno al 20% a 25%; la  hidro-eléctricidad en torno al 40% y la nuclear en torno al 25% a 30%, teniendo como respaldo el GNL que es más barato que el diesel y la renovables no convencionales.

De una vez por todas resulta fundamental sincerar el tema energético y colocarlo en perspectiva. 

Sobre la base se este análisis hemos creído oportuno presentar la iniciativa legal que se menciona más adelante, en orden la regular  la implementación de la energía nuclear en nuestro país.

LA ENERGÍA NUCLEAR COMO FUENTE DE ENERGÍA ELÉCTRICA

La energía nuclear constituye una solución que se conoce desde muchísimos años, y que desde largo tiempo cuenta con una fuerte presencia internacional, especialmente en las grandes economías. Se trata de una fuente de energía cada vez mas utilizada en el mundo. 

Es así como en Francia, que es quizás uno de los líderes mundiales en el uso y desarrollo de tecnología nuclear, hasta 2004 contaban con 58 reactores nucleares, distribuidos en 19 ubicaciones a lo largo y ancho del país, los cuales producían a diciembre de ese año, el 78,2% de la producción bruta total de la energía eléctrica que ese país consumía
; de hecho, la exporta a otros países de Europa. Un país sísmico como Japón cuenta con un número importante de reactores. Lo propio ocurre en USA. Incluso en países latinoamericanos han adoptado la decisión de implementar desde hace un buen tiempo este tipo de fuente de energía. Tal es el caso de Argentina que últimamente decidió construir dos plantas adicionales a las con que ya contaba; y Brasil que decidió construir seis más para los próximos a años. 

La energía nuclear cuenta además con altos estandares de seguridad, los cuales surgen a partir del accidente de Chernoville donde se incorporó el concepto de seguridad pasiva. 

Ha tendido un alto desarrollo tecnológico. En la actualidad ya se están desarrollando la tercera generación de reactores, los que sin duda constituyen una tecnología de vanguardia, que permite la producción de energía a menores costos en el largo plazo, garantiza el suministro, y es cada vez menos dañina para el medio ambiente, llegando a ser hoy casi en totalidad inocua para éste. 

En efecto, en materia de desechos nucleares, sobre el 90% es reciclado. Respecto de los desechos no reutilizados existen códigos y prácticas internacionales para resguardar su custodia.

Particularmente en el caso chileno representa grandes ventajas  instalarla en el norte. Allí existen serios problemas de energía y recursos hídricos. Instalar generadores de electricidad nuclear asociados a plantas desalinizadoras resuelve el problema de la energía y el agua a bajo costo tanto para el consumo humano como para el desarrollo de la minería.
LA ENERGÍA NUCLEAR EN CHILE

Nuestro país no ha estado ajeno del todo en el tema nuclear. De hecho, en la actualidad existen ciertas regulaciones a su respecto, las cuales desde luego ofrecen ciertas falencias las cuales es preciso superar.

Sin perjuicio de ello, esta poca experiencia demuestra que el legislador, e incluso el constituyente, se han ocupado de la metaria, aunque ésta última lo hace en forma indirecta.

Desde la perspectiva legal, en nuestro país existen dos leyes que tratan y regulan la materia; la primera es la Ley 16.319 que crea la Comisión Chilena de Energía Nuclear; la segunda es la Ley 18.302, sobre Seguridad Nuclear. Además el Código de Minería se ocupa de la minería de los materiales nucleares.

La Ley 16.319 crea la Comisión Chilena de Energía Nuclear –en delante la Comisión-, la cual constituye un órgano descentralizado pues cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Gobierno por intermdio del Ministerio de Minería.

Esta ley, que si bien constituye una manifestación de la voluntad política de ocuparse del tema, nos parece asimismo un intento esteril en ese sentido, pues el contenido de ella no resuelve políticamente el tema nuclear. En efecto, el primer defecto del articulado de esta ley se advierte en su artículo 3 cuando señala que “el objeto de la Comisión Chilena de Seguridad Nuclear será atender los problemas relacionados con la producción, adquisición, transferencia, transporte y uso pacífico de la energía atómica y de los materiales fértiles, fisionables y radiactivos.” Obviamente nos parece que la definición del objeto de la Comisión no fue afortunado por cuanto no es posible entender que todo aquellos que pueda relacionarse con la energía nuclear sea problemático.

Asimismo las facultades que le han sido entregadas por la ley a la Comisión, en nuestro entender, la convierten en un organismo asesor del gobierno, pues no cuenta con facultades decisorias sobre la materia, sino que únicamente ofrece facultades “asesoras”, razón por las que en realidad dicho organismo carece de relevancia práctica.

Nos parece que por ser el tema nuclear tan relevante y complejo, todo lo relativo a ella, y no sólo los problemas, deben centralizarse en un organismo técnico, especializado, y actúen bajo el marco que políticamente se le haya definido, pero que cuente sin duda con facultades decisorias. 
Esta ley ofrece otro nuevo problema a saber: regula en forma demasiado estricta la ejecución de actividades relacionadas con la energía nulcear. En efecto, entrega a ésta la exploración, explotación y beneficio de la minería relativa a los materiales nucleares; asimismo entrega a la Comisión la facultad de producir energía nuclear, las que en todo caso podrá hacerlo por si misma, en unión con terceros, o directamente a través de terceros; y la comercialización de los materiales nucleares esta entregada asimismo a la Comisión, pues la celebración de actos jurídicos respecto de dichos materiales sólo serán válidos cuando en dicho acto sea parte la Comisión, o cuando ésta autoriza sólo para este evento tal celebración.

Desde luego se trata de materias en la que se debe actuar con mucha cautela, pero esta cautela no se puede transformar nunca en un impedimento.
Por último nos parece que el Consejo  debe ser reformado. En  la actualidad está conformado por 7 consejeros, todos nombrados por el Presidente de la República, a proposición de distintos organismos, y son remunerados. 

Nos parece que la parte orgánica de la Comisión ha sido en principio bien concebida. En efecto, esta es dirigida y administrada por un Consejo Directivo y por un Director Ejecutivo, quienes cuentas con determinadas facultades.

A su turno, la Ley 18.302 se ocupa de la seguridad nuclear. Nos parece que también constituye un intento, y por cierto más profundo que el anterior, pero que padece de ciertas deficiencias que la tornan poco aplicable.

La primera de ellas es que entrega al Ministerio de Minería la autorización para la implementación de ciertas instalaciones nucleares, entre ellas las centrales de potencia, el cual no existe. Otras autorizaciones deben ser entregadas por la Comisión. (Esta ley amplía las facultades de la Comisión.)

Esta ley carece además del establecimiento de un procedimiento acotado por el cual la Comisión y el Ministerio de Energía pueden o deben entregar la autorizaciones que correspondan.

Por último, este proyecto se olvida de regular aspectos tan relevantes como el tratamiento de desechos y residuos radiactivos.

Por último, el Código de Minería en su artículo 10 establece que el Estado tiene, al precio y modalidades habituales del mercado, el derecho de primera opción de compra de los productos mineros originados en explotaciones mineras desarrolladas en el país en los que el torio o el uranio tengan presencia significativa. 

De acuerdo al mismo artículo, si estos productos se obtienen esporádicamente, su productor deberá comunicar su obtención a la Comisión Chilena de Energía Nuclear a fin de que ésta pueda ejercer aquel derecho por cuenta del Estado, y le señalará la cantidad, calidad y demás características del producto, su precio de mercado y la forma, oportunidad y lugar de su entrega. 

La actividad regulada por el Código de Minería se refiere a la comercialización del Uranio y del Torio, una vez extraído de la tierra. Pues bien, de lo anterior cabe concluir que la minería de dichos elementos se rige por la reglas generales, y que lo que está regulado es la posterior oferta de los mismos.

Nos parece que le mecanismo es bueno, pero debe extenderse a quienes cuenten con un permiso para operar una instalación nuclear.

Además conviene hacer algunas precisiones, las cuales se exponen  más adelante.

EL PROYECTO DE LEY

Es preciso indicar que el tema nuclear es una materia compleja.
Es preciso advertir que para la redacción de este proyecto se ha tenido a la vista la poca legislación chilena que hay sobre el particular, de la que hemos rescatado varios artículos, así como también la variada legislación que ofrecen cuatro grandes países, todos líderes en la materia, a saber: Francia, Inglaterra, Estados Unidos y España. Se han tenido a la vista además informes de organismos internacionales que se refieren a la materia, todos los cuales se encuentran en un grado muy avanzado de conocimiento, el cual no es posible seguir sin intentar aportar.

Debe tenerse particularmente en cuenta, que por tratarse el tema nuclear de un asunto de interés nacional y mundial, son diversos los organismos internacionales interesados en él, y que gracias a ese interés investigan e informan a la comunidad internacional, aportando conocimiento y, lo más importante de todo, produciendo una suerte de estandarización en la legislaciones existentes en diferentes paises relativas a este tema.

Obviamente esta estandarización es relativa, pues como todo asunto de interés nacional, existen aspectos cuyas decisiones quedan entregadas a la política que adopte cada país, entre ellas, la relativa a la minería del uranio.

En este proyecto hemos refundido los textos de la leyes chilenas existentes sobre el particular, y la hemos fortalecido de acuerdo a los entándares internacionales sobre la materia.
Como la semana anterior esta moción de carácter orgánica fue declarada inadmisible, hemos creído importante para avanzar en la legislación nuclear abordar algunas materias que están incluidas en el proyecto original para lo cual no se requiere patrocinio del Ejecutivo. 

Esta técnica legislativa permite desde un punto de vista político que el Parlamento, partiendo por el Senado se pronuncien en una materia de tanta trascendencia como es el tema nuclear para superar la crisis energética que vive el país.

Por esta razón como el Título Primero que se refiere a las “ Disposiciones generales: Objetivo y definiciones” es plenamente admisible se incluye en la actual moción.

El Titulo Segundo con algunas modificaciones también es plenamente admisible. Genéricamente el Título se refiere “ De desarrollo, uso y producción de Energía Nuclear “

El capitulo I de este título Segundo se refiere a las instalaciones nucleares e instalaciones radiactivas y el capitulo segundo a los residuos radiactivos.

El capitulo tercero de este título segundo como es inadmisible se ha omitido en le presente moción que se refiere al procedimiento de solicitud de autorización.

El capitulo IV ha pasado a ser tercero con algunas modificaciones.

El Titulo III íntegramente ha sido omitido por ser inadmisible que se refiere a la Comisión Nacional de Energía Nuclear.

En el Titulo IV ha quedado vigente en esta moción su capítulo segundo que se refiere a los delitos contra la seguridad nuclear, que ha pasado a ser primero y el capitulo tercero, que ha pasado a ser segundo que se refiere a la responsabilidad civil derivada de daños nucleares
PROYECTO DE LEY SOBRE ENERGÍA NUCLEAR

TITULO PRIMERO

Disposiciones generales: Objeto y definiciones.

Artículo 1.- En Chile se promueve el uso de la Energía Nuclear sólo con propósitos pacíficos. 

El desarrollo, uso y control de la Energía Nuclear deberá ser dirigido a obtener de ella la máxima contribución al bien común.

Artículo 2.- Esta ley tiene por objeto:

a) Regular la posesión, uso y producción de Energía Nuclear y de Materiales Nucleares con propósitos pacíficos.
b) Incentivar y fomentar la participación en el desarrollo y utilización de la Energía Nuclear con objetivos pacíficos;

c) Promover una amplia cooperación internacional respecto de los beneficios de la aplicación de la Energía Nuclear.
d) Proteger la vida y la salud de las personas de los peligros derivados de la energía nuclear y de los efectos nocivos de las radiaciones ionizantes.

Artículo 3.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, debe entenderse por:

a) “Radiaciones ionizantes” las radiaciones capaces de producir directa o indirectamente iones a su paso a través de la materia. 

b) “Material radiactivo” todo aquel que contenga sustancias que emitan radiaciones ionizantes.
c) “Mineral radiactivo” el mineral que contenga uranio o torio.
d) “Concentrados” los productos procedentes del tratamiento de los minerales radiactivos que presenten un contenido en uranio o torio superior al originario en la naturaleza. 

e) “Isótopos radiactivos” los isótopos de los elementos naturales o artificiales que emiten radiaciones ionizantes. 

f) “Combustibles nucleares” las sustancias que pueden producir energía mediante un proceso de fisión nuclear.
g) “Productos o desechos radiactivos” los materiales radiactivos que se forman durante el proceso de producción o utilización de combustibles nucleares o cuya radiactividad se haya originado por la exposición a las radiaciones inherentes a dicho proceso. No se incluyen en esta definición los isótopos radiactivos que fuera de una instalación nuclear, hayan alcanzado la etapa final de su elaboración y puedan ya utilizarse con fines científicos, médicos, agrícolas, comerciales o industriales. 

h) “Sustancias nucleares”: 

i) Los combustibles nucleares, salvo el uranio natural y el uranio empobrecido, que por sí solos o en combinación con otras sustancias puedan producir energía mediante un proceso de fisión nuclear fuera de un reactor nuclear.
ii) Los productos o desechos radiactivos.
i) “Residuo radiactivo”, cualquier material o producto de desecho, para el cual no está previsto ningún uso, que contiene o está contaminado con radionucleidos en concentraciones o niveles de actividad superiores a los establecidos por la Comisión Nacional de Energía Nuclear.
j) “Reactor nuclear” cualquier estructura que contenga combustibles nucleares dispuestos de tal modo que dentro de ella pueda tener lugar un proceso de fisión nuclear sin necesidad de una fuente adicional de neutrones. 

k) “Central nuclear” cualquier instalación fija para la producción de energía mediante un reactor nuclear. 

l) “Instalaciones nucleares”: 


i) Las centrales nucleares y los reactores nucleares.
ii) Las fábricas que utilicen combustibles nucleares para producir sustancias nucleares y las fábricas en que se proceda al tratamiento de sustancias nucleares, incluidas las instalaciones de regeneración de combustibles nucleares irradiados.
iii) Las instalaciones de almacenamiento de sustancias nucleares, excepto los lugares en que dichas sustancias se almacenen incidentalmente durante su transporte. Se considerará como una sola instalación nuclear a varias instalaciones nucleares de un solo explotador que estén emplazadas en un mismo lugar.
m) “Instalaciones radiactivas”: 

i) Las instalaciones de cualquier clase que contengan una fuente de radiación ionizante.

ii) Los aparatos productores de radiaciones ionizantes.

iii) Los locales, laboratorios, fábricas e instalaciones que produzcan, manipulen o almacenen materiales radiactivos. Se exceptuarán de esta clasificación las instalaciones, aparatos y materiales cuando la intensidad del campo de irradiación creado por ellas no implique un riesgo para las personas y/o el medio ambiente. Este último tipo de instalaciones recibe el nombre de “instalaciones no relevantes”.

n) “Explotador” de una instalación nuclear o de una instalación radiactiva, la persona jurídica titular de la autorización necesaria para la realización de cualquiera de dichas actividades.

ñ) “Zona controlada” toda área en que, por existir una fuente de radiación ionizante, los individuos que trabajen en ella puedan estar expuestos a recibir dosis de radiación que excedan el máximo permitido.
o) “Daños nucleares”: 

i) La pérdida de vidas humanas, las lesiones corporales y los daños y perjuicios materiales que se produzcan como resultado directo o indirecto de las propiedades radiactivas o de su combinación con las propiedades tóxicas, explosivas u otras peligrosas de los combustibles nucleares o de los productos o desechos radiactivos que se encuentren en una instalación nuclear o de las sustancias nucleares que procedan, se originen o se envíen a ella.

ii) Los demás daños y perjuicios que se produzcan u originen de esta manera en cuanto así se declare por el tribunal competente.

iii) La pérdida de vidas humanas, las lesiones corporales y los daños y perjuicios materiales que se produzcan como resultado directo o indirecto de radiaciones ionizantes que emanen de cualquier otra fuente de radiaciones.
p) “Accidente nuclear” cualquier hecho o sucesión de hechos que tengan el mismo origen y hayan causado daños nucleares.
TITULO SEGUNDO

Del desarrollo, uso y producción de Energía Nuclear

Capítulo I

De las instalaciones nucleares e instalaciones radiactivas

Artículo 4.- Las autorizaciones nucleares podrán referirse a una o más de las siguientes actividades: 

a) Construcción y operación de instalaciones nucleares y/o radiactivas;

b) Comercialización, adquisición, posesión, uso, importación o exportación, transporte de substancias nucleares y/o materiales radiactivos, y

c) Posesión, gestión y almacenamiento de desechos y/o residuos nucleares o radiactivos.

Artículo 5.- Las autorización referidas en el articulo anterior serán otorgadas únicamente para desarrollarse o ejecutarse en el lugar en que fueron solicitadas 
Asimismo, las licencias a que se refiere esta ley no podrán cederse ni transferirse, sea voluntaria o involuntariamente, directa o indirectamente 
Artículo 6.- Podrán solicitar autorización para la construcción y operación de instalaciones nucleares y/o radiactivas las personas jurídicas chilenas, de giro exclusivo para tales efectos
Artículo 7.- Las autorizaciones serán otorgadas por un periodo  que no podrá exceder de 60 años, renovable por otros de igual o menor duración. La solicitud de renovación  deberá ser presentada por el titular  a lo menos cinco años antes de su vencimiento

 Capítulo II

De los residuos radiactivos

Artículo 8.- Los residuos radiactivos se clasifican en dos categorías:
a) Los denominados Residuos de Baja y Media Actividad que, por sus características, pueden ser almacenados temporalmente, tratados, acondicionados y almacenados definitivamente en las mismas Instalaciones que los producen; y
b) Los denominados Residuos de Alta Actividad que por sus características no son susceptibles de ser gestionados de forma final en las mismas instalaciones y requieren instalaciones específicas 
para ello. 
Artículo 9.- Los residuos provienen principalmente de las siguientes actividades:

a) Operación de las Centrales Nucleares de Potencia;
b) Desmantelamiento de las Centrales Nucleares;
c) Operación de Fábricas de Elementos Radiactivos;
d) Desmantelamiento de dichas fábricas; 
e) Residuos generados por Centros de Investigaciones;
f) Desmantelamiento de reactores e instalaciones de investigación;
g) Aplicación de los radioisótopos a la medicina, industria, agricultura e investigación;
h) Incidentes producidos ocasionalmente;
i) Operación de las propias instalaciones de almacenamiento;
     J)  Estériles procedentes de la minería del uranio y de la fabricación de sus concentrados, con un bajo contenido de radiactividad de carácter natural, pero que, en grandes volúmenes requieren acciones específicas de gestión. 
Artículo 10.- Se denomina Plan Nacional de Gestión de Residuos Radiactivos al documento , en el que se establecen las políticas sobre gestión de residuos radiactivos y desmantelamiento y clausura de instalaciones nucleares y radiactivas, junto con el correspondiente estudio sobre las previsiones económicas y financieras para llevarlas a cabo. 
Artículo 11.- En el Plan señalado en el artículo anterior deben recogerse en forma clara y concisa todas las estrategias y actuaciones a llevar a cabo en los distintos campos de la gestión de los residuos radiactivos y desmantelamiento de instalaciones.
Artículo 12.- El Plan Nacional de Gestión de Residuos Radiactivos, se elaborará cada 4 años, y deberá ocuparse propender a lo siguiente:
a) A la coordinación de esfuerzos para minimizar la generación de residuos y su volumen, así como la optimización de la ocupación del volumen disponible;

b) A la gestión de residuos de alta actividad en una instalación complementaria, específicamente diseñada para esta categoría de residuos;
Artículo 13.- La gestión de residuos radiactivos corresponderá a quien tenga autorización pata tales efectos, la cual deberá solicitarse conforme a la normativa de esta ley y su reglamento.

La responsabilidad civil y administrativa será del titular de la señalada autorización, a partir del momento en que toma posesión de los residuos para gestionarlos. 
Artículo 14.- Los titulares de la autorización a que se refiere la letra a) del artículo4 anterior tendrán autorización para gestionar temporalmente los residuos radiactivos que provengan de su explotación, pero ésta se extenderá hasta lo necesario para que la instalación nuclear y/o radiactiva opere con normalidad, salvo que solicite autorización para tales efectos en conformidad a esta ley y su reglamento. Mientras dichos residuos permanezcan en su poder, será la responsabilidad por la gestión de éstos será suya. 
Capítulo III

Del procedimiento de solicitud de autorización

Artículo 15.- Las autorizaciones a que se refiere esta ley deberán solicitarse  por escrito y en 5 ejemplares, todos de un mismo tenor, y deberá contener toda información exigida Comisión  en  la ley el reglamento, con el objeto de permitir una completa evaluación de los aspectos técnicos y financieros del solicitante.
La Solicitud deberá contener al menos la información relativa a la individualización del solicitante, naturaleza o destinación y lugar de emplazamiento de la instalación nuclear, plazos para su construcción, implementación e inicio de operación, así como también la cantidad, tipo y origen de los materiales nucleares requeridos para operar.

La solicitud deberá contener además toda la información relativa a la gestión de desechos y residuos radiactivos, tales como el encargado de gestionar dichos residuos, lugares de reciclaje de los desechos y de depósito de los residuos
Artículo 16.- La autorización se otorgará sólo respecto de la materia contenida en la solicitud y no podrá referirse a otra materia adicional. Si una autorización no puede ejecutarse sin contar con otra que no está contenida en ella, deberá solicitarse nueva autorización respecto de ella, quedando la primera autorización en suspenso hasta la concesión de la segunda.
Artículo 17.- La resolución por la que se otorgue la o las autorizaciones correspondientes deberá contener al menos, lo siguiente:

a) Individualización del solicitante

b) Resumen de los aspectos técnicos y financieros la solicitud

c) Tipo de autorización

d) Lugar autorizado

e) Plazo de la autorización y

f) Garantías ofrecidas.

d) Garantías y condiciones en el desmantelamiento

e) Garantías y condiciones en el desmantelamiento

Artículo 18.- Una autorización deberá ser caducada anticipadamente  cuando en la solicitud se haya incorporado información maliciosamente falsa, que habiendo sido otorgada en forma verdadera, hubiese motivado rechazar la autorización solicitada.

Artículo 19.- Toda modificación que se desee introducir en la autorización otorgada, deberá solicitarse y seguir el procedimiento contenido en la presente ley y su reglamento.
TITULO TERCERO
De las Infracciones de las normas legales
y reglamentarias sobre Seguridad y Protección Nuclear, y 

de la Responsabilidad Civil
Capítulo I




De los delitos contra la seguridad nuclear 
Artículo 20.- El que atacare, dañare o saboteare instalaciones, plantas, centros, laboratorios o establecimientos nucleares, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado máximo o presidio perpetuo. 
Artículo 21.- El que robare o hurtare sustancias nucleares o materiales radiactivos, o de cualquier manera los sustrajere o se apropiare ilícitamente de ellos, será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados medio a máximo.  
El que por descuido o negligencia inexcusables diere ocasión a que otro cometa el robo o hurto, o la sustracción o apropiación ilícita, de sustancias nucleares o materiales radiactivos, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.
Artículo 22.- El que revelare sin autorización, obtuviere ilícitamente o hiciere uso indebido de información calificada como reserva por el reglamento y relacionada con la producción, procesamiento, utilización o aplicación de la energía nuclear, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio menor en su grado mínimo. 
El que por descuido o negligencia inexcusables permitiere la comisión de cualquiera de los hechos señalados en el inciso anterior, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.
Artículo 23.- El que maliciosamente causare alarma pública divulgando noticias falsas de accidentes, riesgos o peligros debidos a la producción, manejo o uso de la energía nuclear, será sancionado con la pena de presidio, relegación o extrañamiento menores en sus grados medio a máximo. 
Artículo 24.- El que realizare cualquier actividad relativa al uso pacífico de la energía nuclear, sin la debida autorización, licencia o permiso, constituyendo un peligro para la vida, la salud o la integridad de las personas, o para los bienes, los recursos naturales o el medio ambiente, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio
Artículo 25.- El que con el propósito de alterar el orden constitucional o la seguridad pública o de imponer exigencias o arrancar decisiones a la autoridad o intimidar a población, amenazare con causar un daño nuclear, será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados medio a máximo. 
Artículo 26.- El que causare un daño nuclear, será sancionado con la pena de presidio mayor en sus grados medio y máximo. 
Si causó el daño o contribuyó a causarlo sólo por imprudencia o negligencia, la pena será de presidio menor en sus grados medio a máximo
Capítulo II
De la responsabilidad civil derivada de daños nucleares.

Artículo 27.- La responsabilidad civil derivada de daños nucleares será objetiva y tendrá las limitaciones que a continuación se indican.

Artículo 28.- El operador de la instalación nuclear que haya obtenido autorización para tales efectos de conformidad con esta ley será responsable de los daños nucleares que se produzcan con ocasión del funcionamiento de dicha instalación.

Artículo 29.- Cuando la responsabilidad por daños nucleares corresponda a más de un explotador estos serán solidariamente responsables sin perjuicio de concurrir en definitiva a prorrata del daño causado, y en caso de no poder precisarse que parte de la responsabilidad corresponde a cada uno de ellos, concurrirán por partes iguales.

Artículo 30.- Se reputarán daños nucleares aquellos que se produzcan por causa distinta, concurrente o derivada de un accidente nuclear, siempre que no puedan distinguirse o separarse con claridad respecto de éstos.

Artículo 31.- El operador no será responsable de los daños nucleares cuando éstos provengan de un accidente nuclear que se ha producido con ocasión de un conflicto armado exterior.

Artículo 32.- Todo explotador de una instalación nuclear o de cualquier otra instalación que produzca o trabaje con materiales radiactivos o cuente con dispositivos que puedan producir radiaciones ionizantes para desarrollar cualquier actividad de tipo nuclear, además de obtener la previa autorización, deberá establecer una cobertura de los riesgos que puedan producirse en relación con la responsabilidad derivada de los accidentes nucleares. 

Artículo 33.- La cobertura del riesgo nuclear a que se refiere el artículo anterior para cubrir los daños inmediatos definidos en esta ley, debe quedar establecida por cualquiera de los procedimientos siguientes:
a) Contratación de una póliza de seguro ;

b) Boleta de Garantía de alguna institución financiera
Dichas garantías deberán ser reconstituidas por el explotador en el supuesto de pago de indemnización con cargo a las mismas.
(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ALLAMAND, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE ESTÁNDARES MÍNIMOS DE DESEMPEÑO ENERGÉTICO DE ARTEFACTOS ELÉCTRICOS QUE SE COMERCIALIZAN EN EL TERRITORIO NACIONAL

(5967-08)

Honorable Senado:

I. LOS POR QUÉ DE LA EFICIENCIA ENERGÉTICA 

La disponibilidad de energía es uno de los motores del progreso. Es indiscutible que el país debe contar con una matriz de generación sólida, con un sostenido margen de seguridad entre demanda máxima y capacidad instalada.  Para lograr dicho margen de seguridad, sin embargo, no sólo se debe abordar el camino de la ampliación de la matriz de generación, sino que además el de la reducción de la demanda innecesaria. Puesto que todos los medios generación y transmisión de energía traen irremediablemente aparejados costos financieros, sociales y ambientales, la búsqueda de Negawatts es casi siempre más efectiva socialmente que la de Megawatts. No hay panaceas en el tema de la generación eléctrica. 

Lamentablemente, en el ámbito de la eficiencia energética, Chile no lo ha hecho bien. El año 2006, nuestro país tuvo una intensidad energética superior a la del año 1993. Es decir, el consumo de energía primaria creció más rápido que el PIB. Pese a 13 años de avances tecnológicos, el año 2006 gastamos más energía en producir cada peso que la que gastamos en 1993.  

En el plano eléctrico, se suele hablar de duplicar la matriz al año 2020, lo que implica aumentar la demanda al 5,5% anual. Aún si lográramos una tasa promedio similar de crecimiento económico, ello significaría que, pese a la aparición de toda suerte de nuevas tecnologías, al 2020 habríamos aumentado más de un 30% la intensidad eléctrica que teníamos en 1990. Al proyectar una tasa de crecimiento de la energía eléctrica del 7% en forma indefinida, alcanzaríamos el consumo per cápita actual de California en 2019, y el de Dinamarca el 2017. Aunque estos territorios poseen patrones productivos diferentes, son referencias insoslayables a considerar.

II. ESTÁNDARES MÍNIMOS DE DESEMPEÑO ENERGÉTICO

2.1 Los beneficios de intervenir el mercado

Los estándares mínimos de desempeño energético (en adelante EMDE, conocidos internacionalmente como MEPS por su sigla en inglés
) son una de las principales medidas para reducir el consumo innecesario de energía. Gracias al avance tecnológico, hoy contamos con mecanismos cada vez más eficientes para desempeñar una tarea determinada. Sin embargo dichas tecnologías conviven aún con aquellas más antiguas e ineficientes. Ello se debe, entre varias otras, a las siguientes razones:

· El consumo energético de los artefactos no suele ser una de los factores preponderantes en la decisión de compra de la mayoría de los consumidores. En gran medida, ello se explica por la tradicional complejidad y baja visibilidad de la información asociada al consumo energético. ¿Cuánta gente comprende el significado de un kwh? Esto ha comenzado a ser subsanado con el programa de etiquetado puesto en marcha, hoy vigente para refrigeradores y luminarias.

· Dada la baja importancia que históricamente los consumidores han asignado al consumo energético y la nula regulación existente, los fabricantes tienen pocos incentivos para desarrollar y comercializar aparatos más eficientes. En ciertos casos, inversiones que resultan mínimas en relación al costo total de los aparatos y que se rentabilizan en periodos de operación brevísimos pueden ser implementadas por los fabricantes. No obstante, mientras no sea un factor de decisión en compra para los consumidores, los fabricantes tienen pocos incentivos para ponerlas en práctica. 
· Hay una subvaloración objetiva de la ciudadanía por el impacto que el ahorro energético tiene sobre el medio ambiente. Ello se refleja en la disociación entre la disposición a pagar de los ciudadanos por preservar el medioambiente y sus hábitos de consumo energético.  Dicha disociación se explican en gran medida por falta de información y por la complejidad de la cadena eléctrica, que comienza en una lejana central de generación y termina en el enchufe de un hogar. Es real que el ahorro agregado de los miembros de la sociedad puede evitar impactos indeseados sobre los ecosistemas, pero es improbable que esta intrincada relación causa-efecto sea ponderada por los ciudadanos en sus hábitos cotidianos.
En conclusión, la información poco fluida y la carencia de incentivos correctos han impedido un reemplazo más rápido de los aparatos ineficientes por parte de las tecnologías más limpias.  

2.2. Los beneficios de los EMDE 

2.2.1.- Los EMDE de este proyecto de ley han sido diseñados de manera de constituir un ahorro neto en valor presente -en términos estrictamente privados, sin inclusión de externalidades sociales- para los consumidores finales. Es decir, la situación sin proyecto implica gastos mayores para los ciudadanos que la situación con proyecto, para cualquier tasa de interés razonable. Se podría argumentar que si así fuese, los ciudadanos por su propia iniciativa adoptarían el camino de la eficiencia y este proyecto de ley sería innecesario. Sin embargo, esto no ocurre debido a la complejidad y falta de disponibilidad de la información antes mencionada.

2.2.2.- Los EMDE permiten evitar la construcción de nuevas centrales de generación y líneas de transmisión, con el consiguiente beneficio ambiental neto.

2.2.3- Para una matriz energética dada, los EMDE permiten aumentar la seguridad de abastecimiento eléctrico.

2.3 Experiencia internacional

La racionalidad ambiental y económica de los EMDE ha llevado a muchos países a implementarlos, la gran mayoría de ellos cuando los costos internacionales de la energía eran mucho menores a los actuales. 

En la siguiente tabla se listan algunos de los EMDE eléctricos en vigencia en septiembre de 2004:

	País
	Año del primer etiquetado o EMDE eléctrico
	Aparatos con EMDE en la actualidad

	Francia
	1966
	Refrigeradores
	Congeladores

	Estados Unidos
	1976
	Refrigeradores

Congeladores

Acondicionadores de aire

Lavadoras de ropa

Lámparas


	Lavadoras de platos

Hornos

Motores

Bombas 

Secadoras de ropa

Calentadores de agua

	Rusia
	1978
	Refrigeradores

Congeladores

Lavadoras de ropa

Hornos

Impresoras
	Acondicionadores de aire

Calentadores de agua

Televisores

Computadores

Monitores

	Canadá
	1978
	Refrigeradores

Congeladores

Acondicionadores de aire

Lavadoras de ropa

Balastros

Lámparas

Secadoras de ropa

Calentadores de agua
	Hornos

Motores

Transformadores

Bombas 

Deshumificadores

Fábricas de hielo

Frigoríficos

Lavadoras de platos

	Taiwán
	1981
	Lámparas

Refrigeradores

Acondicionadores de aire

Arroceras

Frigoríficos
	Calentadores de agua

Hornos

Motores

Extractores de aire

Ventiladores

	Brasil
	1984
	Motores
	

	Israel
	1985
	Refrigeradores

Congeladores

Lavadoras de ropa

Lavadoras de platos

Hornos
	Acondicionadores de aire

Ventiladores

Calefactores

Lámparas

Calentadores de agua

	Nueva Zelanda
	1986
	Refrigeradores

Congeladores

Balastros

Motores
	Calentadores de agua

Acondicionadores de aire

Lámparas

Transformadores

	Australia
	1986
	Refrigeradores

Congeladores

Balastros

Motores

Calentadores de agua
	Calentadores de agua

Acondicionadores de aire

Lámparas

Transformadores

	China
	1989
	Refrigeradores

Lavadoras de ropa

Arroceras

Planchas

Televisores

Radios
	Acondicionadores de aire

Frigoríficos

Ventiladores

Balastros

Lámparas

Motores

	Noruega
	1989
	Refrigeradores

Congeladores
	Balastros

Calentadores de agua

	Malasia
	1989
	Balastros
	

	Corea del Sur
	1992
	
	

	Jamaica
	1992
	
	

	Rep. Checa
	1993
	Refrigeradores

Congeladores
	Calentadores de agua

Balastros

	Singapur
	1993
	Acondicionadores de aire
	

	Filipinas
	1993
	Acondicionadores de aire

Lámparas
	Balastros

	México
	1995
	Refrigeradores

Congeladores

Lavadoras de ropa

Calentadores de agua

Acondicionadores de aire
	Balastros

Motores

Bombas

Transformadores

Lámparas

	Polonia
	1995
	Refrigeradores

Extractores de aire
	Calefactores

Motores

	Costa Rica
	1996
	Refrigeradores

Congeladores

Hornos

Lámparas
	Calentadores de agua

Acondicionadores de aire

Balastros

Motores

	Rumania
	1996
	Refrigeradores
	

	Colombia
	1998
	Refrigeradores

Congeladores

Calentadores de agua

Motores
	Acondicionadores de aire

Lámparas

Balastros



	Hungría
	1998
	Refrigeradores
	Congeladores

	Irán
	1998
	Refrigeradores

Congeladores

Calentadores de agua

Acondicionadores de aire
	Lavadoras de ropa

Planchas

Motores

Bombas

	Venezuela
	1998
	Refrigeradores
	Congeladores

	Arabia Saudita
	2001
	Acondicionadores de aire
	

	Ghana
	2002
	Acondicionadores de aire
	

	Egipto
	2003
	Refrigeradores

Congeladores
	Lavadoras de ropa

Acondicionadores de aire

	Túnez
	2004
	Refrigeradores
	


Tabla 1. Algunos EMDE en el mundo

Los últimos años, se ha desarrollado en Chile un programa de etiquetado de lámparas y refrigeradores. Sin embargo, esta información es meramente indicativa e incapaz de incidir con la fuerza suficiente para lograr los volúmenes de ahorro que permite un esquema de EMDE.  
III. LOS EMDE DE ESTE PROYECTO DE LEY

3.1 ¿Por qué comenzar con luminarias,  refrigeradores y congeladores
?

El estudio “Selección de Artefactos Eléctricos Prioritarios para la Implementación de un Programa de Etiquetado de Eficiencia Energética” realizado el año 2003 por encargo de la Comisión Nacional de Energía, concluyó que los refrigeradores y congeladores lideraban en ese entonces la lista de artefactos eléctricos susceptibles de someterse a un programa de eficiencia energética. En dicho estudio no se incluyeron las luminarias. 

El estudio “Simulación Operacional de un Programa de Etiquetado de Eficiencia Energética para Artefactos Eléctricos” (2005), también desarrollado por la Comisión Nacional de Energía, sí incluyó las luminarias en el análisis. Este trabajo concluyó que las luminarias presentan el mayor potencial de ahorro de un modo costo-efectivo entre los artefactos seleccionados.

A la luz de las conclusiones de estos trabajos previos, el Programa País de Eficiencia Energética escogió refrigeradores, congeladores y luminarias para iniciar un programa de etiquetado, orientado a informar a la población del consumo de dichos artefactos y de este modo incidir en su decisión de compra. Para llevar adelante dicho programa, el Instituto Nacional de Normalización, en conjunto con fabricantes, académicos, expertos y autoridades del sector eléctrico, estableció normas rigurosas y estandarizadas para medir la eficiencia energética de estos artefactos, armonizadas con los criterios internacionales. 

Los artefactos seleccionados en este proyecto de ley no sólo lideran las posibilidades de ahorro, sino que además muestran un diálogo previo de los actores involucrados y métodos bien establecidos para determinar su eficiencia energética real. 
3.1.1 Luminarias domésticas

Las luminarias domésticas a las que este proyecto ley se refiere presentan un mercado bien definido:

· Por un lado, encontramos las tradicionales ampolletas incandescentes. Son ineficientes -al transformar la mayor parte de la energía consumida en radiación no visible- y de corta duración, alcanzando sólo 1.000 horas nominales. La principal razón por la que continúan en el mercado es por su bajo precio.

· En el otro, se hallan las lámparas fluorescentes compactas, tubulares y circulares. Son cerca de 4,8 veces más eficientes y duran entre 6 y 10 veces más que las incandescentes. Sin embargo, su mayor precio ha limitado su natural reemplazo de las ampolletas incandescentes. 

Existen además otra tecnología de mayor eficiencia y precio (LED), que ostentan hoy una fracción muy minoritaria del mercado. 

Si bien existen consideraciones estéticas que inciden en la preferencia de las ampolletas incandescentes por parte de una minoría, puede suponerse que su menor precio es la gran razón que explica que éstas aún se vendan. Con este criterio como decisión de compra, la opción fluorescente compacta es objetivamente superior, y el retorno de la inversión sumamente rápido. 

En las siguientes figuras, se aprecia el Costo Actual Neto de la compra de una lámpara incandescente y una fluorescente compacta para distintos escenarios y el precio de la electricidad para clientes regulados de Santiago en abril de 2008. Se ha supuesto:

· Un precio típico de lámpara fluorescente compacta de $1.800

· Un precio típico de lámpara incandescente de $370.

· Tasa de descuento social: 8%

· Horizonte de tiempo igual a una vida media de una lámpara fluorescente compacta
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Imagen 1: Costos de luminarias incandescentes versus 

fluorescentes compactas. 1,37 horas de uso diario
Para el caso anterior, la inversión se recupera al séptimo mes del primer año. La diferencia al final de la vida útil, suponiendo un precio constante de la energía, es de casi $27.000.
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 Imagen 2: Costos de luminarias incandescentes versus

fluorescentes compactas. 2,74 horas de uso diario
Para el caso anterior, la inversión se recupera al tercer mes, y la diferencia final de costo es de casi $32.000
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Imagen 3: Costos de luminarias incandescentes versus

fluorescentes compactas. 8,2 horas de uso diario
Para este caso (una lámpara de entrada de casa, por ejemplo) la inversión se recupera el primer mes, y la diferencia al final de la vida útil de la lámpara incandescente es de casi $37.000

No obstante los ahorros descritos, se podría suponer el aumento de inversión inicial vuelve esta medida prohibitiva para las personas de escasos recursos. Esto no es efectivo. Debe notarse que los escenarios anteriores son sensibles a la tasa de interés utilizada. Como es la población de escasos recursos la que más problemas podría enfrentar para abordar la mayor inversión inicial, se ha utilizado la tasa de descuento social vigente en Chile hoy, de 8% anual. Sin embargo, este es sólo un valor representativo de la sociedad en su conjunto y no da cuenta de la diversidad de sus miembros. Para una familia muy pobre, las necesidades del día a día son tan urgentes que los costos y beneficios futuros adquieren muy poco valor en el presente. Cuando se reúne con esfuerzo el dinero necesario para comprar la comida, no queda espacio para preocuparse de ahorrar para la futura educación de los hijos, por ejemplo. Por eso, la inversión inicial adquiere un mayor peso relativo respecto a los ahorros futuros que para el caso de la sociedad en su conjunto. Pero ¿Cuánto más? ¿Qué tasa de descuento habría que suponer para que el costo en valor presente de cada escenario fuera el mismo para lámparas fluorescentes compactas e incandescentes?

Considerando unidades de tiempo de meses: 

· Para un uso de 1,37 horas diarias, la tasa tendría que ser de un 846% anual. Es decir, sólo para una persona que prefiere recibir $1.000 hoy en lugar de $9.460 en un año sería, en términos estrictamente privados, preferible comprar una lámpara incandescente.  

· Para un uso de 2,74 horas diarias, la tasa debería ser de 12.800% anual. Es decir, sólo para una persona que prefiere recibir $1.000 hoy en lugar de $129.000 en un año sería, en términos estrictamente privados, preferible comprar una lámpara incandescente.  

· Dado que la inversión se recupera durante el primer mes para un uso de 8,2 horas diarias, considerando unidades de tiempo de meses no hay tasa alguna que permita que el costo final sea equivalente. Frente a cualquier tasa que se utilice, el costo actual neto de la alternativa compacta será menor.

El siguiente gráfico muestra la relación entre la eficiencia energética de luminarias y el precio de las mismas
, además de los estándares propuestos en este proyecto de ley.
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Imagen 4: Eficiencia versus costo de luminarias

	Años desde la promulgación de la ley
	Índice de eficiencia máximo permitido
	Categorías admitidas equivalentes de acuerdo a NCh3000.Of2006

	0
	Sin límites
	A, B, C, D, E, F, G

	1
	1,3
	A, B, C, D, E, F

	1,5
	1,1
	A, B, C, D, E

	3
	0,95
	A, B, C, D

	3,5
	0,8
	A, B, C

	4
	0,6
	A, B

	6
	0,3
	Sin correlato directo 

con etiquetado 


Tabla 2: EMDES propuestos para luminarias y su 

equivalencia con el programa de etiquetado

La tabla anterior muestra la calendarización propuesta en este proyecto de ley para los EMDE de luminarias. Las líneas horizontales superiores indican los estándares iniciales, y las inferiores los posteriores. Para los dos primeros EMDE hay un bajo impacto en la prohibición y un nulo aumento de precios. Se observa que el EMDE realmente significativo, por cuanto significaría en la práctica prohibir las ampolletas incandescentes, es el EMDE 3, el cual sería aplicado a los tres años desde la promulgación de la ley. 

En vista de las razones enunciadas, no debe llamar la atención que Cuba, Brasil,  Venezuela, Estados Unidos, Filipinas, Australia, Irlanda, Italia y Reino Unido, entre otros países, hayan prohibido o iniciado planes para prohibir la comercialización de lámparas incandescentes. La Unión Europea está trabajando en la misma línea, y su propuesta resta ser aprobada por todos sus miembros.

Ahorro estimado

El estudio “Simulación Operacional de un Programa de Etiquetado de Eficiencia Energética para Artefactos Eléctricos” (CNE, 2005) estima que una medida de este tipo generaría ahorros del orden de 1750 GWh anuales cuando se activara el EMDE 3, o un 3,1% de la demanda eléctrica total de Chile en 2007. Ello equivale, por ejemplo, al 56% de la generación anual de la central Ralco y supera los 1.646 GWh anuales que genera una gran central termoeléctrica como es San Isidro. 
3.1.2 Refrigeradores

A diferencia del caso de las luminarias, los refrigeradores y congeladores no evidencian relación alguna entre precio y eficiencia
 Es decir, los refrigeradores más eficientes no son más caros (ni más baratos) que sus pares más ineficientes. En vista de lo anterior, es altamente deseable eliminar del mercado los modelos más ineficientes.
El programa de etiquetado vigente en el país considera 6 tipos de eficiencia, siendo el modelo A el más eficiente y el G el menos eficiente. Suponiendo un volumen estándar de 255 litros de refrigeración y 96 litros de congelador, el ahorro anual que resulta de reemplazar un refrigerador ineficiente por uno de categoría A se muestra en la tabla siguiente
: 

	 
	Ahorro anual respecto de un aparato tipo A (miles de $ anuales)

	B
	12

	C
	21

	D
	27

	E
	33

	F
	42


Tabla 3: Ahorro anual por uso

de refrigeradores más eficientes

El presente proyecto de ley dispone la prohibición de la comercialización de los refrigeradores y congeladores de categorías E, F y G a partir de dos años de la promulgación de la ley. A partir del tercer año, prohíbe la comercialización de los aparatos de categoría D, al tercer año la de los aparatos de categoría C y, a partir del sexto año los de categoría B, permitiendo sólo la comercialización de refrigeradores y congeladores de categorías A, A+ y A++.  

Esta calendarización, como se muestra en el gráfico siguiente
, no tendrá impactos en el presupuesto de los compradores al momento de la compra. 

Las líneas horizontales muestran los EMDE propuestos en este proyecto de ley. Se prohibirá la comercialización de los aparatos ubicado sobre estas líneas en forma gradual. Los puntos verdes del gráfico muestran los modelos de fabricación nacional. 
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Imagen 5: Eficiencia versus precio de refrigeradores.

	Años desde la promulgación de la ley
	Índice de eficiencia máximo permitido
	Categorías admitidas equivalentes de acuerdo a NCh3000.Of2006

	0
	Sin límites
	A, B, C, D, E, F, G

	2
	100
	A, B, C, D

	3
	90
	A.B,C

	4
	75
	A,B

	6
	55
	A


Tabla 4: EMDES propuestos para refrigeradores y su 

equivalencia con el programa de etiquetado
Si bien la distribución actual de aparatos sugiere que podría disminuir la oferta disponible, empujando los precios al alza, parece mucho más probable suponer que los fabricantes se adaptarán a las nuevas exigencias, forzando la fabricación a la eficiencia y no simplemente sacando del mercado los modelos actualmente ineficientes. Una prueba de esta tendencia del mercado es lo que ocurrió en Estados Unidos. En 1978 comenzaron las normas de desempeño mínimo para refrigeradores en el estado de California y en 1992 para el resto del país. En parte empujado por esta imposición, el consumo energético medio de estos aparatos inició un sostenido descenso, no obstante el también sostenido aumento de volumen de los mismos.
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Imagen 6: Evolución de la eficiencia y 

precio de los refrigeradores en Estados Unidos

Fuente: David Goldstein
Aún si se supusiera que, pese a la evidencia, los precios aumentarán para cumplir con los EMDE fijados, la disminución del gasto por concepto de ahorro de energía supera al aumento del costo del aparato para un amplio margen. Tomemos como ejemplo los 11 modelos nacionales estudiados. Dichos refrigeradores muestran índices de eficiencia en torno a 75 
. Si volvemos a tomar nuestro aparato representativo de 255 litros de compartimiento refrigerado y 96 litros de compartimiento congelado, el ahorro mensual asciende a 8,97 KWh mensuales por el incremento de eficiencia hasta el límite inferior de la categoría A, el EMDE más exigente. Si se considera una vida útil de 15 años, el valor presente
 de este ahorro asciende casi a $84 mil con las tarifas eléctricas de Santiago de abril de 2008.  Para que dicho ahorro fuese anulado por el aumento de precio de los aparatos, estos tendrían que aumentar su valor en $239 por litro. Esto significaría que para un aparato cuyo precio es de 753 $/litro –el promedio de los modelos nacionales- su valor tendría que aumentar un 32%, a 992 $/litro. Es decir, existe un amplio margen para el cual eventuales aumentos de precios serían menores a los ahorros generados.
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 Imagen 7: Ahorro neto para un refrigerador de 255/96 litros que

 aumenta su eficiencia de I = 75 a I = 55 según aumento de precio

Puede llamar la atención que el proyecto disponga en un primer paso la comercialización de los aparatos de categorías G, F y E, y no de manera más gradual. Podría también despertar inquietud que se llegue a prohibir la comercialización de aparatos de categoría B, permitiendo sólo los de tipo A. La apariencia exceso de exigencia ocurre porque el actual sistema de etiquetado llevado adelante por el Programa País de Eficiencia Energética presenta umbrales muy bajos y distorsiona la eficiencia real. Como se observa en la tabla siguiente, la inmensa mayoría de los 185 refrigeradores y congeladores etiquetados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles alcanzan las categorías superiores:

	Categoría
	Número
	%

	A (más eficiente)
	94
	50,8%

	B
	65
	35,1%

	C
	12
	6,5%

	D
	9
	4,9%

	E
	2
	1,1%

	F
	0
	0,0%

	G
	3
	1,6%

	Total
	185
	100%


Tabla 5: Refrigeradores y Congeladores 

Etiquetados por la SEC según categoría. Mayo de 2008. 

Así, al prohibir hasta la categoría B sólo se estaría restringiendo la comercialización del 49% más ineficiente del mercado de 2008 en un plazo de 6 años desde la promulgación de la ley. Tomando en consideración el desarrollo tecnológico, la calendarización propuesta puede considerarse razonablemente conservadora.

Ahorro estimado

Para estimar en forma robusta el ahorro que esta medida generaría, sería necesario contar con un estudio de mercado que indicase la naturaleza actual de las ventas de estos equipos. Sin embargo, es posible suponer órdenes de magnitud en base a ciertos supuestos. 

Un estudio de Fundación Chile de julio de 2007
 estimaba las ventas de refrigeradores durante el año 2008 en 336 mil unidades. Luego, se establecen los siguientes supuestos:

· La proporción de ventas de aparatos de cada categoría de eficiencia es similar a la proporción de estas categorías en el total de refrigeradores etiquetados por la SEC (supuesto muy débil)

· Al prohibir cierta categoría de eficiencia, los aparatos excluidos suben su eficiencia al nivel del promedio de la categoría más ineficiente permitida en ese año, manteniendo el volumen de los compartimientos interiores. 

De esta manera, el ahorro anual en energía eléctrica generado por esta ley sería el que muestra el gráfico siguiente para distintos escenarios de tasas de crecimiento de ventas: 
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Imagen 8: Ahorros en energía estimados

por EMDE de refrigeradores

Pese a que la última restricción se activa al sexto año, los ahorros respecto a la situación sin proyecto crecen anualmente, porque el stock de refrigeradores comprados con anterioridad generan un ahorro anual a todo lo largo de su vida útil. Los 539 GWh anuales de ahorro del escenario medio al 16° año equivalen a 2,2 veces la central a carbón Bocamina, en la ciudad de Coronel.

3.1.3 Otros aparatos

El presente proyecto de ley sólo establece EMDE para refrigeradores y luminarias. Sin embargo, se reconoce que existen muchos otros aparatos que consumen energía (no sólo eléctricos) para los cuales pueden diseñarse esquemas de EMDE costo-efectivos. Este proyecto de ley se ha concebido sólo como el comienzo de la instauración de los EMDE en el territorio nacional. 

Los aparatos tratados en esta moción inciden principalmente en el sector privado. No obstante, el Gobierno Central, los gobiernos locales y otras reparticiones públicas tienen también una tremenda responsabilidad. Por ejemplo, las luminarias públicas también son susceptibles de someterse a un programa de EMDE. 
PROYECTO DE LEY

Estándares Mínimos de Desempeño Energético

Artículo 1º.- Materia:
Esta ley regula los estándares mínimos de desempeño energético de artefactos eléctricos que se comercialicen en territorio nacional.

Artículo2º.- Objetivos:
El objetivo de la presente ley es reducir el consumo energético de un modo-costo efectivo, para de este modo aminorar el impacto que la generación y transmisión eléctrica tiene sobre el medio ambiente, reducir el gasto financiero de la ciudadanía en electricidad y aumentar la seguridad del suministro eléctrico. 

Artículo 3°.- Definiciones:
Para los efectos de esta ley se entiende por: 
a) EMDE: Estándar mínimo de desempeño energético. 

b) Ir: Índice de eficiencia energética de refrigeradores, congeladores y refrigeradores-congeladores alimentados por la red eléctrica de acuerdo a lo definido por la norma NCh3000.Of2006

c) Ia: Índice de eficiencia energética de luminarias, lámparas fluorescentes compactas, circulares y tubulares, y lámparas incandescentes alimentadas por la red eléctrica de acuerdo a lo definido por las normas NCh 3010.Of2006 y NCh 3020.Of2006

Artículo 4°.- EMDE de refrigeradores:

Prohíbese en territorio nacional la comercialización de refrigeradores, congeladores y refrigeradores-congeladores nuevos alimentados por la red eléctrica, tal como se definen en la NCh3000.Of2006, que presenten:

a) Un índice de eficiencia Ir mayor a 100, a partir de dos años desde la promulgación de la presente ley

b) Un índice de eficiencia Ir mayor a 90, a partir de tres años desde la promulgación de la presente ley

c) Un índice de eficiencia Ir mayor a 75, a partir de cuatro años desde la promulgación de la presente ley

d) Un índice de eficiencia Ir mayor a 55, a partir de seis años desde la promulgación de la presente ley

Artículo 5°.- EMDE de lámparas:
Prohíbese en territorio nacional la comercialización de luminarias, lámparas fluorescentes compactas, circulares y tubulares, y lámparas incandescentes alimentadas por la red eléctrica, tal como se definen en las normas NCh3010.Of2006 y NCh3020.Of2006, que presenten:

a) Un índice de eficiencia Ia mayor a 1,3 , a partir de un año desde la promulgación de la presente ley

b) Un índice de eficiencia Ia mayor a 1,1 , a partir de un año y medio desde la promulgación de la presente ley

c) Un índice de eficiencia Ia mayor a 0,95 , a partir de tres años desde la promulgación de la presente ley

d) Un índice de eficiencia Ia mayor a 0,8 , a partir de tres años y medio desde la promulgación de la presente ley

e) Un índice de eficiencia Ia mayor a 0,6 , a partir de cuatro años desde la promulgación de la presente ley

f) Un índice de eficiencia Ia mayor a 0,3 , a partir de seis años desde la promulgación de la presente ley

Artículo 6°.- Sanciones:

Los establecimientos que expendan artículos que infrinjan las restricciones de los artículos 4° y 5° serán sancionados con una multa de hasta 50 unidades tributarias mensuales y el comiso de todas las unidades que infrinjan los EMDE. Sin perjuicio de lo anterior, el juez de policía local tendrá la facultad para decretar, en caso de reincidencia, la clausura, hasta por 30 días, del establecimiento industrial, comercial o importador en que se hubiere vulnerado la norma.
(Fdo.): Andrés Allamand Zavala, Senador 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, ÁVILA, ESPINA, GÓMEZ, KUSCHEL, LARRAÍN, LETELIER, MUÑOZ BARRA, ORPIS, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, ROMERO, SABAG Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA ADOPCIÓN DE UNA POLÍTICA DE PAGO EN MONEDA EURO A FUNCIONARIOS DIPLOMÁTICOS QUE SE DESEMPEÑAN EN LA ZONA EURO, Y EL INICIO DE UN PROCESO DE COMPRA DE INMUEBLES PARA REPRESENTACIONES DIPLOMÁTICAS EN EL EXTERIOR

(S 1087-12)

Honorable Senado:

1.- El Ministerio de Relaciones Exteriores remunera a sus funcionarios que representan a nuestro país con moneda dólar.

2.- Hoy en día dicha moneda se ha visto fuertemente depreciada y devaluada frente  a la moneda común de la Zona Económica Europea, por lo que su valor adquisitivo es cada vez menor en dicho continente.

3.- Si una persona tiene un determinado costo de vida en euros, y el euro se aprecia respecto del dólar, el costo de vida de este individuo, medido en dólares, se incrementará. A modo de ejemplo, si una persona tiene un costo de vida de € 10.000 y la paridad euro/dólar es 0,75, su costo de vida medido en dólares será de US$ 13.336. Si el euro se aprecia respecto al dólar y se transa en 0,70 euros por dólar, el mismo costo de vida en euros se incrementa a US$ 14.286.

4.- Este encarecimiento en los costos de vida de nuestros agentes diplomáticos en el exterior, les está perjudicando de manera seria su calidad de vida en el Continente Europeo, por lo que es necesario que el gobierno adopte una política que lleve a dichos funcionarios a recibir un pago en moneda Euro, de manera de hacer menos drástica el aumento del costo de vida en dichos países.

5.- Por otro lado, nuestro Estado históricamente ha tenido como política oficial, el establecer el arriendo de los inmuebles en donde se encuentran las sedes diplomáticas en los distintos países en que se encuentra representado.

6.- Hoy en día nuestro país tiene una Caja Fiscal abundante en recursos, con bonos millonarios colocados en el exterior, que han modificado completamente las posibilidades de inversión de nuestro Estado en el exterior.

7.- Por esto, es que parece de toda lógica, que el gobierno, y en especial el Ministerio de Relaciones Exteriores, inicie un proceso de compra de los inmuebles que sirven de sede de nuestras representaciones diplomáticas.

8.- Dicho proceso, tiene evidentes ventajas tanto económicas como prácticas.

9.- En lo económico generaría la incorporación de activos de gran valor para el patrimonio Fiscal. Además nuestro Estado dejaría de pagar varios de miles de millones de pesos anualmente en arrendamientos, que sólo son un gasto que no generá ningún retorno como inversión.

10.- Desde un punto de vista práctico, dicha inversión tiene un alto grado de seguridad, puesto que en la mayoría de las legislaciones de otros países, dichas sedes diplomáticas tienen el carácter de inembargables. Además, como propietario el Gobierno podría hacer de manera mucho mas tranquila mejoras en dichos inmuebles cuestión de difícil decisión hoy día, dado el carácter de arrendatario que tiene. Por último, el cambio continuo de sede a que lleva dichos arrendamiento obliga a botar de tiempo en tiempo una no despreciable cantidad de papelería con la antigua dirección.

Por las razones anteriores este senado estima acordar lo siguiente:

Proyecto de Acuerdo

Solicitar a S.E.  Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet Jeria, la adopción de una política de pago de nuestros funcionarios que trabajan en la Zona Euro en moneda Euro, y el inicio de un proceso de  compra de los inmuebles que sirven de domicilio de nuestras representaciones diplomáticas en el exterior

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.-Carlos Kuschel Silva, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Roberto Muñoz Barra, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Sergio Romero Pizarro, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.
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� La diferencia técnica entre refrigerador y congelador está dada por la calidad del compartimiento congelado. Si bien los “refrigeradores” normalmente tienen un compartimiento congelado de entre -6°C y -18°C, para calificar en la categoría “refrigerador-congelador” deben contar con un compartimiento de -18°C que sea además capaz de reducir la temperatura de los alimentos frescos desde la temperatura ambiente a -18°C en 24 horas. 


� Muestra de luminarias tomadas de Jumbo Valparaíso e Easy Valparaíso el 16 de abril de 2008.


� Para una muestra de 55 refrigeradores, el coeficiente de correlación muestral r entre el precio por litro efectivo y el índice de eficiencia es r = -0.21, lo cual se interpreta como la no existencia de relación lineal entre ambas variables.  Adicionalmente, debido a que la variable “Precio por litro” no cumple el supuesto de normalidad requerido para la realización del test t, se empleó el test de Correlación por rangos de Kendall. Para la hipótesis nula “H0: ρ = 0” se obtuvo un  p-value de 0.16. Por lo tanto, existe evidencia en los datos para pensar que mayor eficiencia no implica mayor precio


� Supuestos: 


Refrigeradores con compartimiento tres estrellas de baja temperatura, lo que implica   M = 0,657, N = 235, W = 2,15, Na = 303,  Ma = 0,777.


CC = 1. Clases climáticas distintas a T y ST


BI = 1. Aparatos no empotrados.


CH = 50. Compartimiento congelado mayor a 15 litros.


generación de escarcha, condición de empotramiento, clase climática y compartimiento refrigerador) así como la temperatura de ambos compartimentos. 


Temperatura del compartimiento congelado: -18°C


Temperatura del compartimiento refrigerado: 5°C





� Muestra de refrigeradores tomados de Jumbo Valparaíso, Easy Valparaíso, Almacenes Paris Valparaiso el 16 de abril de 2008; Falabella y Ripley Internet el 22 de Mayo de 2008 (no se consideraron los “Precios Internet” sino los normales) 


� La mediana es de 74,85


� Tasa de descuento de 8% anual


� Eficiencia Energética: Diseño de Incentivos Económicos a la Compra de Refrigeradores Energéticamente Eficientes
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